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INTRODUCCIOH 

La importancia del presente estudio radica en la recuperación 

de las diferentes acciones que ante una catástrofe, como 

la del 19 de septiembre de 1985 1 se instrumentaron para 

subsanar las partes más afectadas por ésta, en este caso 

la estructura urbana y comercial de ln Ciudad de México. 

Organismos gubernamentales y organizaciones de la sociedad 

civil, particularmente la Fundación para el Apoyo de la 

Comunidad (F.A.C.) institución en la cual se desarrolló 

gran parte de este estudio, unieron esfuerzos para llevar 

a cabo acciones de reconstrucción partiendo prácticamente 

de cero, pues a pesar de que se habían sucitado fenómenos 

como éste en otras partes del mundo, en nuestro país no 

se disponía de un programa de emergencia donde se tomaran 

en cuenta experiencias concretas. 

Con relaci6n a los sismos de 1985 se han realizado estudios 

que si bien han sido importantes han tenido las limitantes 

de quedarse a nivel descriptivo o abarcar parcialmente 

el problema. La aportación del presente estudio a diferencia 

de los demás, es el tratar de cubrir buena parte de la 

problemática en un sólo documento. Así, incluyó la caracteri­

zación de la población afectada, el análisis del contexto 

socio-econ6mico que imperaba en el pa!s al suceder los 
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sismos, las políticas y tendencias en nateria de vivienda 

popular, así corno el prototipo financiero y los criterios 

ere di ticios diseñados para la recuperación de los créditos 

a damnificados. 

Tengo una preocupación especial por dejar constancia de 

los logros obtenidos por la F.A.C., así como el dar a conocer 

los resultados cuantitativos y cualitativos de las acciones 

emprendidas por ésta; dejar asentados en un documento antece­

dentes que podrían ser importantes y de utilidad para estudio­

sos en la materia, ante la posibilidad de que se suci te 

en México o en otro lugar del rr.undo un fenómeno de igual 

m_agni tud, como el que se dió en 1985 y, además servir de 

apoyo para estudios posteriores. 

Esta inquietud no se hubiera materializado, de no haber 

sido por el interés y apoyo mostrado por los directivos 

de esta Institución, así como de la valiosa colaboración 

de mis compañeros de equipo y de las opiniones, recomendacio­

nes y orientaciones del coordinador del área de vivienda. 

La metodología que se utilizó para el desarrollo del presente 

estudio, fue el método deductivo, el cual parte de lo general 

a lo particular, es decir, desde el análisis de la situación 

actual de la estructura económica del país, la acción de 

las organizaciones públicas y privadas, hasta el lugar 

que ocupa el individuo en dicho contexto como ente sujeto 

orgiint°zado y activo; todo ello en influencia recíproca. 



El'presénte documento consta de seis capítulos: 

El primer capítulo, se divide en dos partes: situación 

económica del país y el empleo. En la primer parte 1 se 

contextualiza la crisis en que se encuentra el país, analizan­

do el resquebrajamiento de la estructura económica provocado 

por el agotamiento del modelo de sustitución de importaciones¡ 

sei'lalando el cambio estructural del gobierno hacia el modelo 

de acumulación "secundario exportador", y estudiando las 

características de la política de estabilización utilizada 

por el gobierno, con el propósito de sortear la crisis 

de corto plazo. La segunda parte, contiene la evolución 

cuantitativa de la población del país en los últimos años, 

con sus diferentes componentes: población económicamente 

activa e inactiva, desempleo 1 y subempleo entre otros, 

para establecer las repercusiones que sobre el empleo tuvo 

el terremoto del 19 de Septiembre de 1985. 

El segundo capítulo, se describe la formación de las vecinda­

des de la ciudad de México y de los conjuntos habitacionales 

administrados por el Estado, así como el impacto material 

causado por los sismos. Se destacan el grado de h8cinamiento 

en que vivían la mayoría de las familias afectadas, y la 

falta de mantenimiento de los inmuebles afectados. Asimismo, 

contiene un análisis de las políticas instrumentadas por 

el Estado en materia de vivienda, después de loe sismos, 



para finalmente dar contexto a las interrogantes surgidas 

en torno a la expropiación: Fue ésta un logro de las presiones 

de los organismos populares? o si por el contrario ¿fue 

una concesión dada por el Estado?, así como ¿Qué papel 

jugaron las organizaciones no guberna.t:\entales? 

En el capítulo tercero se estudian las acciones y los princip! 

les logros de lo acordado entre el gobierno y la sociedad, 

en las Comisiones, Decretos y Convenios. Se destacan los 

logros alcanzados por Renovación Hab i tac ional Popular. 

Además se describen las características más relevantes 

de los organismos no gubernamentales y en particular de 

la Fundación para el Apoyo de la Comunidad, A.C., así como 

sus principales acciones y logros. Por último se intentan 

medir los esfuerzos que en materia de vivienda realizaron 

estas organizaciones. 

El capítulo quinto, se plasman las diferentes decisiones 

que se han tomado en materia financiera. Se resumen todos 

los componentes del sistema de información financiera, 

destacando los que se relacionan con su recuperación¡ los 

créditos del otorgamiento y recuperación del crédito acordado 

con los beneficiarios¡ el modelo de cobranza; el prototipo 

de recuperación; entre otros. Se trazan además, las principa­

les entradas y salidas del sistema, de las entradas, destacan 

la ficha financiera o padrón único de beneficiarios 1 los 

reportes _de cobranza y el tratamiento de los seguros de 
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vida y daños. El mismo procedimiento se utiliza para las 

salidas donde destacan el estado de cuenta por beneficiario 

del crédito hipotecario. 

En el sexto y último cap! tulo, se plasman las conclusiones 

y recomendaciones a las que se llegaron después de haber 

estudiado a los damnificados en el contexto socio-económico 

del país, y las series de medidas que se tomaron para hacer 

efectiva la recuperación financiera. 
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CAPITULO 1 



I. CRISIS Y l!llPLEO IN LOS ..uTOS DK LOS SI~ Da 1985 

l. COHTEXTUALIZACION DE LA CRISIS 

1.1 Estructural 

7 

La magnitud de la crisis actual no es indiferente del carácter 

de los problemas estructurales. Fenómenos como la reducción 

del producto y el empleo, la alta inflación, el déficit 

externo y la deuda pública, representan la manifestación 

cuan ti ta ti va de rompimiento más profundo y cuali ta ti vos • 

En síntesis: a) la actual crisis es cíclica y a la vez 

estructural¡ b) las estructuras en crisis son resultado 

del agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, 

el cual parece definitivamente cancelado, sinedo difícil 

pensar la posibilidad de que surjan nuevos factores de 

dilatación¡ e) el deterioro del patrón (u origen del proceso) 

se visualiza ya en los años setenta pero diversos factores 

dan lugar a cierto aplazamiento. De este modo la crisis 

estructural se desliza en forma relativamente larvada o 

latente hasta irrumpir con especial violencia en los últimos 

años. Es un hecho fácilmente demostrable que la dinámica 

de desarrollo económico nacional (desde fines de los años 

treinta) sólo puede ser explicada pC1r el comportamiento 

de la industria. Se puede sostener también que hasta los 

ochentas, entre las manufacturas le correspondió a la 

industria de bienes de consumo no durederos, sostener la 



r.iayor parte de este desarrollo. !/ 

Un rasgo estructural importante del agotamiento del modelo 

de sustitución de importaciones es que el financiamiento 

de la capacidad para importar por la industria depende 

tradicionalmente de las importaciones primarias, el turismo 

y las transacciones fronterizas. Al ser estas exportaciones 

afectadas por factores adversos, se manifiestan o agudizan 

los problemas de :financiamiento. 

Otro rasgo relevante del modelo, es que a medida que se 

avanza en la sus ti tuci6n de importaciones se va reduciendo 

el arco de posibilidades lógicas del propio modelo¡ lo 

cual es posible constatar analizando el comportamiento 

de los coeficientes de importación de la industria manuf'actur!:. 

ra. g/ Sólo en la medida en que haya sustitución de importa--

clones se puede presentar un crecimiento de la producción más 

acelerado que el incremento de la demanda interna, generándose 

una si tuaci6n indispensable para que la sus ti tuci6n dinamice -

!/ La explicación de la crisis hay que buscarla en el comportamiento del 
sector industrial. Si bien el sector primario registra a partir de -
1965 una pronunciada desaceleración su peso en la economía en su con­
junto (alrededor del 9%) sugiere que aunque su comportamiento agravó 
la crisis no constituyó un elemento determinante. El sector tercia­
rio se ha comportado de un modo confirmatorio respecto a sus caracte 
rísticas de sector inducido por el crecimiento del resto de la econO 
mía y no de sector inductor. En efecto, su elasticidad de crecimieñ 
to se ha mantenido cercana a la unidad; ajustando, de alguna manera7 
su tasa de crecimiento al ritmo global de la economía. 

g/ Estos coeficientes miden la razón de importaciones a oferta total, tam 
bién son denominados índices de sustitución de importaciones ya que re 
gistran el porcentaje de la oferta de productos manufacturados impar--
tados en un determinado año y reflejan, por consiguiente, las posibili 
dades de sus ti tuci6n. -
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la industria y la economía en su conjunto. En otras palabras 

mientras el país pudo transferir deraanda de productos del 

exterior hacia demanda de productos internos, éstos cor.taren 

con el crecimiento de la demanda interna más esta der.ianda 

transferida. En cuanto ésta ya no puede estar presente, 

agotado ya el proceso sustitutivo, el mercado interno mostró 

su verdadera limitante al crecimiento, 

Otras razones o características es true tura les que l ini tan 

el crecimiento del patrón de acumulación analizado 1 las 

podemos resumir de la siguiente manera: 

a) El relativo retraso (en términos de modernización) de 

la estructura industrial de México en relación a paises l~ 

tinoamericanos como Brasil y Argentina. 

b) El proceso de industrialización requirió la creación de -

plantas de mayores dimensiones, especialmente en el campo 

de los productos intermedios y los de consumo duradero. -

Sin embargo, uno de los rasgos predominantes de lo inci-­

piente de tal proceso, lo constituye el número reducido de 

plantas de grandes dimensiones: de los 118 mil estableci-­

mientos industriales registrados en el X Censo Industrial, 

96 mil eran de carácter artesanal; 18 mil constituían la 

pequeña industria; y 2, 500 eran de tamaño mediano y únic!! 
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mente había 458 plantas en la gran ind.ustria. ~/ 

e) Las enormes inversiones unitarias requeridas por los esta-

blecimientos gigantes están determinadas por una tecnolo--

gia intensiva en capital y una elevada capacidad instalada. 

La dotación de activos totales netos por persona ocupada -

es significativamente mayor en las grandes plantas dedica-

das a los bienes intermedios y duraderos que en las de ca-

pi tal y de consumo no duraderos. 

d) En la n:edida en que los procesos tecnológicos son más in--

tensivos en capital la productividad laboral es mayor, es 

decir que los requerimientos de mano de obra por unidad -

de producto son menores, A nivel de la industria en su 

conjunto los establecimientos de más de 500 personas, ti! 

nen una productividad por hombre cerca de 5 veces mayor -

que los de carácter artesanal. 

A nivel de la industria de transformación en su conjunto 

las plantas de mayor tamaño son en promedio 8% más eficien. 

tes que la media nacional, y el 100% más eficiente que las 

de carácter artesanal. Sin embargo, con respecto a Améri-

3/ Haciendo uso de la información del X Censo Industrial se pueden dis-
- tinguir siete estratos de tamaño de las plantas industriales. Según 

el número de personas que emplean: de 1 a 5 1 de 6 a 15, de 16 a 25, 
de 26 a 50 1 de 51 a 100, de 101 a 500 y las plantas que ocupan más de 
500 personas. Los establecimientos del primer sector pueden conside­
rarse artesanales, los siguientes como pequeña industria, de 101 a 500 
personas ocupadas como mediana industria y los de más de 500 personas 
como la gran industria fabril. 
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ca Latina de productividad industrial de Méixco es muy b!_ 

ja¡ en la década de los setentas 1 la productividad creció 

al 3.6% anual, mientras que en el resto de América Latina 

el crecimiento fue de 4.3% anual. 

e) Salvo el caso de algunas ramas productoras de bienes de 

consumo no duraderos en la mayoría de las ramas industri! 

les las escalas a que operan las plantas mayores están 

por debajo de la capacidad óptima de producción en sus -

instalaciones. Es precisamente en las ramas más dinámicas 

-o sea las de bienes intermedios, du.raderos o de capital-, 

donde las escalas reales de producción son menores que las 

escalas óptimas. En estas ramas la expansión industrial 

basada en la sus ti tuci6n de importaciones orientadas excl~ 

sivamente al mercado interno se ve limitada por la estre­

chez de dicho mercado, no logrando garantizar, en conse-­

cuencia, las economías de escala que las cuantiosas inver­

siones requieren. 

f) El carácter oligopólico de la mayor parte de las activida­

des manufactureras. En tanto que las 458 plantas que em­

plean más de 500 personas contribuyen al 39.8% del produ~ 

to industrial, los 97, 336 establecimientos de menos de 5 

personas aportan sólo el 3.2% del mismo. Si a las prime­

ras se suman las que ocupan entre 51 y 500 operarios, re-
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sulta que sólo 5,291 plantas -que representan el A.5% del 

total de establecimientos- generan en 1975 el 85.8% del 

valor agregado bruto de las manufacturas. 

Como conclusión, puede afirmarse que las crisis de la indus-

tria mexicana tiene carácter estructural en la medida en que 

la continuación del proceso de sustituci6n de importaciones 

reclama abordar nuevos campos, en especial, la producción 

interna de bienes de capital, lo que requerirá cuantiosas 

inversiones demasiado extensas respecto a la magnitud del 

mercado interno y para las cuales el pais no ha desarrollado 

adecuadamente el mercado de capitales. Así, lo que fue 

factible en las primeras etapas de la sustitución de importa-

e iones -es decir, abastecer un mercado interno protegido 

por medio de restricciones arancelarias y cuantitativas-

no lo es ya en las etapas avanzadas del proceso si éste 

no va acompañado de una promoci6n de las exportaciones 

y si no se transforma profundamente el carácter de las 

empresas nacionales. ~/ 

En este contexto de promoción de las exportaciones y transfor-

maciones profundas de la industria es donde se engarza el lla-

mado modelo 11 Sa~undario Exportador", mediante el cual se puede 

4/ El esfuerzo por exportar tiene que ser mayúsculo, pues pese al esfuer­
- zo oficial el resultado de la política de fomento a la exportaci6n de 

manufacturas ha sido relativamente modesto. 
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explicar en buena parte el tan mencionado y deseado car.ibio 

estructural del presente régimen, donde en forma compleja 

y muchas veces encubierta, se han instrumentado con firmeza 

acciones que se pueden definir como de tránsito para 

para alcanzarlo. §/ 

Las partes esenciales o rasgos básicos del llamado modelo 

11Secundario Exportador 11 son los siguientes: 

a) La industria de transformaci6n preserva su liderazgo, ªº!! 

que en su seno son las secciones más pesadas, de bienes -

intermedios 1 duraderos y de capital, los que asumen el p~ 

pel más decisivo. En este sentido, el patr6n de acumula-

~ es secundario. 

b) Como las secciones de desarrollo preferente operan con --

una al ta composición orgánica de capital, para evitar la 

posible reducc16n de la tasa de ganancia, se eleva el gr!!. 

do de monopolio y se imponen muy regresivas pautas de dis 

tribución del ingreso. En este sentido d'l"bc ser califica 

do como "concentrador y excluyente". 

?/ Ensayando una respuesta o las causas del por qué "aflojamiento" en la 
implantación en México del modelo secundario-exportador en relación a 
otros países de América Latine (Brasil) Argentina y Chile principal­
mente) podemos mencionar lo siguiente: a) las alianzas sociopolíticas 
heredadas de la revolución serían un primer factor; b) durante el pe­
ríodo 1970-1976 se observa el intento de revivir -al menos en algún -
grado- una política de corte Cardenista. 
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e) Se asiste a un amplio proceso de apertura externa. La -

sustitución de importaciones avanza en los sectores más 

pesados pero en un contexto de elevación del coeficiente 

medio de importación 1 es decir, hay des-sustitución glo-

bal y por ende un recortamiento de la estructura indus--

trial. Asimismo -y quizás sea el rasgo más crucial- se 

asiste al auge de las exportaciones manufactureras. En -

este sentido, el patrón debe calificarse como aperturis­

ta, 2f 

d) Por suvC,.CJC,ién secundaria-exportadora y por obvias mayo-

res facilidades que el capital transnacional tiene en los 

mercados extranjeros, el nuevo modelo también resulta pr2 

fundamente desnacionalizador. '!_/ 

?.! ••• Al parecer, se buscó avanzar a una nueva etapa de desarrollo en 
un contexto más democrático y popular, que evitara las rutas dictato 
rieles y excluyentes del cono sur¡ c) un tercer factor viene dado pOr 
el auge petrolero, el cual multiplica los grados de libertad de lapo 
lítica económica y precipita el auge del periodo 1978-1981. -

§../ Los mayores obstáculos a la exportación de manufacturas se derivan de 
los bajos niveles de eficiencia, del escaso desarrollo tecnológico de 
las plantas industriales del país, y del al to grado de proyección tan 
to nominal como efectiva existente en el país, aunados a las dificul: 
tades inherentes a la comercialización externa. 

7./ La posición de empresas líderes .que tienen las transnacionales en va­
rias de las ramas industriales se aprecia con claridad al relacionar 
el pequeño número de establecimientos que manejan y las contribucio­
nes que hacen al producto respectivo, con sólo 1422 plantas, que re­
presentan el 1.2% del total de establecimientos, las empresas trans­
nacionales aportaban en 1975 el 31.6% del producto industrial del -­
país. 
En términos de eficiencia las empresas transnacionales registran los 
índices más elevados. Del total de 20 actividades industriales las 
transnacionales son las más eficientes en 15 de ellas. Los mayores 
niveles de productividad del aparato industrial hacia la exportaci6n 
podría ser mejor aprovechado por estas empresas. En el corto y qui­
zás en el mediano pla:c1 son ellas quienes tienen mayor probabilidad 
de concurrir hacia loe mercados de exportación. 
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e) De modo análogo, y sobremanera por las exigencias de 

centralización de capitales que el nuevo curso supone, 

se da una creciente intervenci6n estatal¡ ésto viene 

impuesto por les realidades económicas. 

f) El estilo econ6mico de financiamiento del nuevo patr6n 

de acumulación, encadena cambios impo'rtantes en los re­

gímenes políticos, los cuales pasan a ser sustituidos -

por formas políticas de más control. 

2.- Política de estabilizaci6n 

La economía mexicana atraviesa en el presente por la crisis más 

profunda registrada en varias décadas, sin duda la más grave de 

la historia econ6mica de la postguerra. El retroceso del pro­

ducto real por habitante del orden de 3% en 1982, de entre 5 y 

8% en 1983, y la previsión de una reducción adicional de entre 

1.5 y 2.5% en 1984, representa la experiencia de contracción -

económica más severa desde la depresi6n de loa años treinta. A 

la recesión se agregan tasas de inflación sin precedente y re-­

ducción en los salarios reales que superan por mucho las ocurr!. 

das durante la segunda guerra mundial y la inmediata postguerra. 

2 .1 ANTECEDENTES INMEDIATOS Y ALGUNOS DATOS. 

Como se mencionó en el apartado anterior, la década de los 
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años setenta presencia, en su primera mitad, el agotamiento 

del ciclo de expansión industrial así como de las fUC'ntes 

internas de financiamiento del déficit externo que la ~ 

tria generó en este proceso. Esta desaceleraci6n ind•.1strial 

da lugar a un deterioro económico global que alcanza su 

punto culminante en la crisis de ~ y en el que -

el estrangulamiento externo, el lento crecimiento de la 

producción y las ~l tas tasas de desempleo e inflaci6n se 

refuerzan mutuamente. El descubrimiento y posterior explota­

ción masiva de abundantes recursos petroleros habría de 

permitir superar las restricciones de balanza de pagos 

y reiniciar, a partir de 1978, un proceso de expansión 

económica. Así, el producto real crece a tasas de 8.3% 

en 1978, 9.2% en 1979, 8.3% en 1980 y 8.1% en 1981, bajo 

el liderazgo de la producción de petróleo que avanza a 

un ritmo anual promedio de cerca de 2~. 

En síntesis apretada, la problemática de este período la 

podemos resumir en los siguientes puntos: 

a) El rápido crecimiento está acompañado de un acelerado dete­

rioro de las cuentas externas de la economía no petrolera 

cuyo déficit en cuenta corriente ee duplica prácticamente 

en cada año del período de auge. 
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b) El creciente déficit de la economía no petrolera 

tiende a ser compensado por la entrada masiva de ca­

piteles foráneos. '2_/ 

e) La deuda externa, contratada en gran parte por el 

sector público 1 es además atraída por el vertiginoso 

aumento de las tasas de interés internas que, a su -

vez refuerzan los efectos sobre la tasa de inflación 

de los desequilibrios en el aparato productivo. 'E./ 

d) Se acelera el proceso inflacionario y el deterioro -

en las finanzas públ leas. !Q/ 

e) El alto ritmo de crecimiento del gasto privado junto 

con la creciente sobrevaluación real del peso, en --

§./ La deuda externa durante el período 1976-1981, creció 47,325 millo­
nes de dólares¡ al pasar de 25,893.5 millones de dólares a 73,218.5. 

'E_/ La deuda del sector privado también creció mucho durante el período 
1976-1981, al pasar de 6,293 millones de d6lares en 1976 a 20,257. 5 
millones de dólares en 1981. Su participación relativa dentro del 
total también creció, de representar en 1976 alrededor del 22% de la 
deuda total, pas6 en 1981 a representar el 27. 7% del total. 

lf!./ 

La dolarización del sistema se estimuló con la elevación de los ren­
dimientos de los depósitos en moneda extranjera lo cual creaba una 
obligaci6n de dólares para el sistema bancario por el total de depó­
sitos y para las autoridades monetarias a través del encaje legal •. , 
La otra medida se basó en una agresiva política de tasas de interés 
lo cual sin embargo, no logró frenar la fuga de capitales pero sí -
elevar los costos financieros internos. 

El crecimiento del índice de precios al consumidor durante el período 
1976-1981, pas6 de representar 15.8% en 1976 a 27 .8% en 1981 ¡ En otro 
orden de ideas, el máximo del déficit fiscal (%de Piai durante el pe­
ríodo 1978-84 fue de 17.6"· 
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condiciones de desmantelamiento de los controles de 

importación, refuerza al explosivo crecimiento del 

volumen de importación, cuya tasa anualizada es ma-

yor a 30% del segundo semestre de 1978 al primero -

de 1981. 

f) La expansión petrolera, desarticulada del resto de 

la economía, modifica la estructura económica en el 

sentido de una creciente vulnerabilidad. En efecto, 

la expansión conduce a un tipo de especializaci6n en 

el comercio internacional en el que los excedentes -

exportados involucran a un bien (el petróleo) que h.!!, 

bría de volverse crecientemente vulnerable a los ca~ 

bias de la composición de la demanda en el exte-

rior.!.!! 

g) Además de su creciente vulnerabilidad, el proceso --

descrito no ocurre a un ritmo sostenido de expansión 

-económica: a medida que adquiere fuerza, la economía 

no petrolera se desacelera. Ya desde 1980, el cree! 

miento de la. industria manufacturera se reduce (de -

más de 10% en 1979 a 7% en 1980) y, significativame!! 

ll/ Para darnos una idea, la exportación de petróleo y sus derivados en 
1976 presentó alrededor del 17% del total de las exportaciones del 
país, representando este mismo rubro en 1984 alrededor del 88% del 
total de exportaciones. Otro problema por demás serio está represen 
tado por la dependencia que del petróleo tiene las Finanzas P\'.ibli-­
cas, pues para 1985 alrededor del 50% del total de la recaudación 
impositiva, la aporta el petróleo. 
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te 1 presenta, por primera vez durante un períodc:> 

de auge 1 un ritmo de expansi6n inferior al de la 

producción total. 

h) La existencia de un deterioro del superávit por t~ 

rismo y transacciones fronterizas. 

i) Finalmente, la especulación cambiarla y financiera 

terminan por convertirse en las oportunidades de i!! 

versión más atractivas.ll/ 

2.2 Paradigma estabilizador 

El paradigma que sustenta la política de estabiliza--

ción del país es monetarista, por los siguientes ras-

gas: 

a) Sataniza la intervención del Estado en la Economía, 

b) Su estrategia consiste en el corto plazo en una po-

g/ Existen importantes evidencias de que parte de la deuda externa de -
México corresponde a capitales nacionales depositados en el extranje 
ro vía la intermediación financiera. Los 40,800 millones de d6lare8 
que como fuga de capitales salieron del país entre 1970 y el primer 
semestre de 1985, equivalen al 42.4% de la deuda externa acumulada -
en este último año. Actualmente los economistas están consi-:!erando 
el problema de la fuga de capitales como uno de los más graves por -
los que atraviesa la economía Mexicana, dado que explican una buena 
parte de su endeudamiento neto. 

S6lo durante el período de abril-diciembre de 1961 del uso total de 
las divisas correspondi6 el 26.6% a la fuga de capitales¡ situación 
que ha disminuido pero no ha dejado de ser un problema. 
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lítica anti-inflacionaria basada en el control de 

la oferta monetaria, y en el mediano y largo plazos 

en la plena liberalización de los mercados, inclu-­

yendo la reducción (y eventualmente la eliminación) 

de aranceles y subsidios. De este modo se intenta 

detener el proceso inflacionario y orientar los -

recursos en función del sistema de precios, y por 

tanto conforme a las ventajas comparativas. 

e) El diagnóstico asociado a esta estrategia interpre­

ta que la raíz del proceso inflacionario está en la 

creciente sobre-expansión de la oferta monetaria, -

que viabiliza una permanente presión de demanda en 

el mercado de bienes y servicios ••• La expansión de 

la oferta monetaria. se debe a la necesidad de fina!! 

ciar el déficit creciente del sector público, origl 

nado a su vez por una expansión del gasto público -

más allá de las posibilidades de financiamiento con 

impuestos (oferta monetaria endógena determinada en 

última instancia por el ritmo de crecimiento del -­

gasto público). 

d) En una economía abierta el enfoque monetario de la 

balanza de pagos supone que los problemas de la ba­

lanza de pagos son esencialmente monetarios; el dé­

ficit de la balanza de pagos se originaría en una -
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expansión del crédito interno más acelerada que la 

deseada por el público para sus saldos monetarios. 

En términos prácticos, una política ortodoxa de estab! 

lizaci6n comprende varias o la totalidad de las medi-­

das de la siguiente lista. 

a) Política fiscal restrictiva, en la forma de reduc­

ciones al gasto de inversión y a los subsidios pú­

bl leos y de aumentos a los impuestos indirectos y 

a las tarifas del sector público. 

b) Contracci6n monetaria, generalmente asociada a la 

imposición de "techos" a la expansi6n del crédito 

bancario hacia los sectores público y privado. 

e) Devaluación del tipo de cambio para hacer frente a 

las dificultades de balanza de pagos. 

d) Congelamiento o contención de las demandas salar 1!, 

les para frenar las presiones inflacionarias, med.!, 

da fundamentalmente asociada a un reforzamiento -­

del autoritarismo político. 

e) Eliminaci6n o reducción de la intervenci6n estatal 

en el sistema de precios, por ejemplo en la forma 
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de una liberalización de los controles de precios. 

f} Liberalización externa expresada a través de una r~ 

ducción de las "barreras" al comercio exterior y a -

los flujos de capital. 

g} Reforma y liberalización financiera interna orient!! 

da, en particular, al aumento de las tasas de inte­

rés. 

La estrategia de estabilización en su primera etapa 

(febrero-agosto 1982) se apoya pincipalmente en 

las pal í tic as (a y e), el mantenimiento de una 

política liberal hacia los movimientos de capital 

la ausencia, en particular, del congelamiento 

de las demandas salariales (punto d). 

Asimismo 1 se inicia en diciembre de 1982 una segunda 

etapa de la política de estabilización, esta vez 

negociada con el Fondo Monetario Internacional. 

La estrategia adoptada, más otodoxa que la experiencia 

anterior se apoya en un principio en los puntos 

a, b, c, d y e, para actualmente cubrir, de alguna 

u otra manera, todos los puntos enunciados. 
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2.3 Situaci6n actual, mediante la adscripción 

de indicadores raacroecon6•icos seleccionados 

al Comportamiento del Producto Interno Bruto 

o 1981, creció a una tasa de 8.1% 

o 1982, decreci6 en 0.5% 

D 1983, decreció en 5.3% 

o 1984, creció a una tasa del 3, ?% 

o 1985, creció a una tasa del 2.7% 

En 1983 el decremento por sectores fue: menos 26% en 

bienes de capital, menos 18% en bienes de consumo 

duradero 1 menos 14% en la cons trucci6n. Además, 

el consumo privado disminuyó en 6, 2%. 

Para 1984, los aumentos más importantes se registraron 

en la industria eléctrica 7%, seguida del transporte, 

almacenamiento y comercialización con S. 7%, ubicándose 

posteriormente la industria manufacturera con su 

crecimiento del 4. 7%. Otras industrias con aumentos 

importantes son: la de la construcción con 3. 7% 

los servicios comerciales, sociales y personales 

en 3.3% y el comercio, restaurantes y hoteles con 

2. 7%. El consumo privado crec16 en 2.8%, mientras 

que el gubernamental lo hizo en 6.9%. Todos con 

respecto a 1983. 
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Las acti~idades industriales que mostraron mayor 

dinamismo durante 1985 fueron la generación de 

energía eléctrica, la producción manufacturera 

la construcción, las cuales crecieron 6.9%, S.6% 

y 2.5% respectivamente. 

b) La inflación no ha podido ser controlada· conforme 

a lo programado. 

' 98.2% en 1982 

' 80.8% en 1983 

' 59.2% en 1984 

' 63. 7% en 1985. 

Sin embargo, los éxitos relativos han sido a costa 

de costos sociales muy importantes: desde 1970, -­

los salarios reales han atravesado por tres etapas: 

i) un incremento real del salario entre 1970 y 1975; 

ii) una baja gradual entre 1976 y 1981; iii) un -

desplome desde 1962 hasta 1984. Este comportamien­

to se reflejó en las proporciones del PIS que repr~ 

sentaron las remuneraciones. Entre 1970 y 1975 se 

registra un ascenso: de 35.6% a 40.3% de participa­

ción en el PIB¡ entre 1976 y 1981, hay una declina­

ción hasta el 36.6% 1 y desde 1981, se produce un -­

desplome al 28.3% en 1983. 
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A lo anterior habrá que agregar que a pesar de 

que para 1983 la inflaci6n fue de alrededor del 

81%, los sueldos no aumentaron en promedio más 

del 40%. En términos reales, el salario mínimo 

oficial baj6 un 23% durante este ai'!.o. Asimismo, 

tomando como base el valor del peso en 1972 {es 

decir, un peso de 1972 = 100 centavos), se puede 

realizar la siguiente secuencia: el peso de 1973 

es igual a 89 centavos de 1972; el de 1974, a 72 

centavos; el de 1975, a 63¡ el de 1976 a 54¡ el 

de 1977, a 42¡ el de 1978, a 36; el de 1975, a 

30; el de 1979, a 30¡ el de 1980, a 24¡ el de 1981, 

a 19¡ el de 1982, a 9; el de 1983, a 5 centavos; 

el de 1984, a 3 centavos; y el de 1985 no alcanza 

al centavo de 1972. 

Para este caso, la alianza del Estado con los jerarcas 

oficiales de los trabajadores ha sido de primer 

orden 1 pues sólo estallaron en 1983 400 huelgas 

de 12 mil emplazamientos. 

c) El déficit del sector público ha sido disminuido. 

0 Aproximadamente 18% del PIB para 1982 

0 Alrededor del 8.5% del PIB para 1983 (0.2" más que lo 

acordado con el FMI) 
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0 B. 7% del PIB para 1984 

0 El déficit financiero del sector público previsto P! 

ra 1985 era de 5.1% como proporción del PIB (2 bill9_ 

nes 197,400 millones de pesos), pero resultó de 9.9% 

del PIB (4 billones 535, 200 millones de pesos). 

La dlsminuci6n del déficit público, intentada desde --

1982 y planeada como elemento central de la estrategia 

de política económica durante 1983, 1984 y en forma t.!, 

tubeante en 1985, tiene efectos recesivos. La reduc­

ción en términos reales del gasto público, 36% menor en 

la inversi6n pública en 1983 en relación a 1982, 11% m! 

nor en el gasto corriente, 50% en las obras públicas. 

En general, el gasto público disminuyó 13%. 

d) Los ingresos públicos han aumentado. 

Esto se ha logrado principalmente mediante los 

aumentos de precios en prácticamente todos los 

bienes y servicios que presta el Estado, combinando 

con las reducciones de los subsidios fiscales para 

una amplia e:>fera de productos incluyendo alimentos, 

Además, se elevaron los impuestos, especialmente 

al consumo (el impuesto al valor agregado, en la 

mayor parte · de los bienes de consumo, aumentó del 

10 al 15%). Estas acciones tienen efectos recesivos, 
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pues conducen a una reducción del ingreso privado 

disponible en términos reales y a una contracción 

adicional del gasto privaJo. 

e) La balanza comercial presentó superáv l t. 

La fase recesiva del ciclo está también acompañada 

de una reversi6n notable en la tendencia al deterioro 

de las cuentas del sector externo de la economía 

que ocurre desde el segundo trimestre de 1982. 

El ajuste de la balanza comercial obedece en mayor 

medida a una caída drástica de las importaciones 

más que a un dinamismo de las exportaciones. 

En efecto, el valor de las importaciones disminuyó 

aproximadamente 40% en 1982 y 42% en 1983 mientras 

que el valor de las exportaciones aumenta sólo 

8% en 1982 y 9% en el primer semestre de 1983, 

fundamentalmente como resultado de la expansión 

de las exportaciones de petróleo. 

La mejora en la balanza comercial, que registra 

un superávit de 6.5 millones de dólares en 1982 

y de alrededor de 13 mil millones de dólares en 

1983, permite una importante modificación de la 

situación de la balanza en cuenta corriente. Así, 

en 1982 la balanza en cuenta corriente registra 
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un déficit del orden de 2. 7 mil millones de dólares, 

sustancialmente inferior a los 12.5 millones de 

d6lares observados en 1981. Durante 1983, la balanza 

en cuenta corriente registra un superávit de más 

de 3 mil millones de dólares, resultado muy superior 

a las previsiones realizadas a principios de año 

y relacionado con el hecho de que la recesión es 

también más severa que lo originalmente previsto. 

La tendencia de mejoramiento de la balanza comercial 

continua durante 1984, cuando el superávit es de 

A,238 millones de dólares, contrastando con los 

557 millones de dólares de superávit registrado 

en 1985. 

f) Se rep~ogramó la deuda externa. 

DEUDA EXTERNA TOTAL: Ca.IPOSICION EN TEIUUNOS ABSOLUTOS Y RELATIVOS: 

1970-1962 
ABSOLUTOS (llILLOHES DE DOLAJIES) 

SECTOR PUBLICO RELATIVOS 
Ailos SECTOR CORTO LARGO TOTAL GRAN PRIVADO PUBLICO 

PRIVADO PLAZO PLAZO TOTAL 

1979 9,326.7 1,442.0 28,315.0 29,757.0 39,083. 7 23.9 76.1 
1980 14,968.1 1,491.0 32,322.0 32,613.0 48, 781.1 30.7 69.3 
1981 20,257.5 10, 754.0 42,207 .o 52,961.0 73,218. 5 27.7 72. 3 
1982 21,589.1 9,315.0 49,635.6 58,059.6 80,539. 7 26.8 73.2 

Fuente: José Manuel Q, y F. Antia. La deuda externa mexicana en el peri~ 

do 1970-1984 

TOTAL 

100.0 
100.0 
100.0 
100.0 
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En 1983 se reanudaron los pagos por servicios de la 

deuda¡ 10 mil millones de dólares se pagaron en dicho 

año (aproximadamente el 60% de las divisas petroleras). 

También se reprogramaron 23 mil millones de la deuda -

de corto plazo (buena parte del sector privado}, mejo­

rándose aparentemente la situación para nuevos présta­

mos de largo plazo. 
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II. CONTEXTUALIZACIOH DEL EllPLEO 

l. Precisiones 1' def'iniciones 

Pese a la reconocida importancia que tiene el análisis 

de la ocupaci6n y de los niveles de retribuci6n a ella 

asociados para conocer en qué medida el sistema económico 

permite a la población desplegar su potencial productivo 

y obtener por ese medio los satisfactores necesarios para 

alcanzar niveles mínimos de bienestar, constituye uno de 

los tópicos menos estudiados en México y acerca del cual 

se dispone apenas de información escasa y parcial. 

Por una parte, la heterogeneidad que caracteriza a la estruct.!::! 

ra productiva del país hace difícil la captación de informa­

ci6n -especialmente de tipo cuantitativo- sobre la actividad 

económica de la poblaci6n total. 

Por otra parte, la difusi6n de conceptos elaborados en 

y para países altamente industrializados ha impuesto a 

las estadísticas oficiales y a las interpretaciones más 

generalizadas sobre el empleo, un sesgo que limita el estudio 

de nuestra realidad. 

El crecimiento econ6mico nacional 1 en lo que concierne 
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a los ciudadanos de los países menos desarrollados, sólo 

tiene sentido en la medida en que el individuo y su familia 

realmente se beneficien 1 o piensen que se benefician en 

un futuro próximo. El desarrollo económico que mejora 

el bienestar de algún otro, pero que no beneficia en particu-­

lar a la persona o a su familia, no es desarrollo económico 

en lo que respecta a este último. El aspecto del desarrollo 

económico más aparente para el individuo es el de obtener 

un trabajo u obtener un mejor trabajo. Como resultado, 

los problemas de desarrollo económico de todos los países 

tienen como meta de primera importancia la creación de 

más y mejores empleos. 

En los países industrializados el énfasis principal en 

los estudios sobre ocupación ha sido el análisis del desempleo. 

En los países en vías de desarrollo, a la preocupaci6n 

por man tener dentro de límites razonables los niveles 

de desempleo, se aúna al deseo de utilizar en forma eficiente 

el recurso mano de obra, dada la dotaci6n factorial con 

que se cuenta, para propiciar un desarrollo econ6mico más 

rápido. 

La definición de la fuerza de trabajo en una sociedad y 

la necesidad de medirla dependen de su grado de desarrollo. 

En el caso de nuestro país la coexistencia de unidades 
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de pr0ducci6n familiares y de empresas altamente tecnificadas, 

con una gama de situaciones intermedias, dificulta la denomin~ 

ci6n clara de los límites de la fuerza de trabajo. Existe 

un importante volumen de población cuya participación en 

el mercado de trabajo es de tipo marginal, para la cual 

aún la delimitación del tiempo destinado a trabajar presenta 

dificultades. 

En la actualidad, se distingue a las personas empleadas 

o desempleadas respecto a las inactivas, de acuerdo con 

la presión que ejercen en el mercado de trabajo. Sin embargo, 

creemos que dadas las características de nuestra economía, 

la simple división entre "población económicamente activa" 

y 11poblaci6n no económicamente activa" parece insuficiente 

para medir todos los elementos, dimensiones y manifestaciones 

de la fuerza de trabajo. Se hace necesario profundizar 

más en estos conceptos y llegar a establecer una definición 

adecuada de la fuerza de trabajo y de sus componentes. 

Hasta aquí hemos definido tres categorías principales de 

personas: las empleadas, las desempleadas y las inactivas • .!ª-/ 

~/ Las personas que no desean trabajar se encuentran definitivamente fue­
ra de la "población económicamente activa'', pero existe un grupo en la 
frontera de la actividad y la inactividad total: son las personas que 
se encuentran sin trabajo y no pueden percibir la posibilidad de canse 
guir uno, donde existe por lo tanto una fuerte probabilidad de que nO 
se molestará en ·buscarlo. 
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La suma de las dos primeras formas la llamada "población 

econ6micamente activa". Sin embargo, la definición de 

estos tres grupos no refleja en forma adecuada la situación 

del empleo y su medición sólo nos conduce al conocimiento 

del volumen de personas que ·participan o están dispuestas 

a participar en la actividad económica. 

Con objeto de tener una visión integral de la situación 

del empleo es necesario entrar en el campo de la eficiencia 

en la utilización de la fuerza de trabajo. La inadecuada 

utilización de la fuerza de trabajo no se expresa en tantas 

personas desocupadas, sino en la carencia de empleo satisfacto-

ria y continuo para las personas ligadas a algún trabajo. Esta 

es una si tuaci6n en la que la desviación de una cierta 

cantidad de trabajo hacia otros usos no disminuirá en forma 

apreciable la producción total de los sectores de los cuales 

es desv lado• y es lo que se define como subempleo. ~/ 

Sin embargo, existen otros enfoque s para medir este problema -

tan complejo, uno de ellos que no trataremos en este momento, 

está representado por los estudios que enfocan el problema de -

la insuficiencia de empleo, bajo el marco general del análisis 

de la pobreza y las circunstancias de las que surge. El otro -

~/ Como el subempleo répresenta toda la gama de transición entre el ple­
no empleo y el .desempleo total, se clasifica en: subocupados visibles 
e invisibles. 
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enfoque está relacionado con el llamado 11sector informal" 

de la economía. 

El concepto de sector informal parece haberse usado por 

primera vez en una investigación en· la que se estudiaban 

las condiciones de trabajo de los migran tes de Chana ( Africa). 

En este estudio se detectó la existencia de la variedad 

de nuevas actividades generadoras de ingreso, especialmente 

en las ramas de ~ y los servicios. Debido a que 

estas nuevas actividades se realizaban de un modo no organiza­

do y no eran captadas por el aparato de recolección de 

datos estadísticos, fueron llamadas por el autor como 

actividades "informales" generadoras de ingreso o simplemente 

el sector informal. 

Más tarde (1973), el término sector informal fue sancionado 

oficialmente por la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT). Entre las definiciones más importantes tenemos: 

A) La adoptada por una misión de la OIT enviada a Kenia, El 

sector informal es definido por las siguientes caracterís­

ticas: a) en él prevalece la libre entrada de nuevas em­

presas, b) · las empresas utilizan predominantemente insumos 

nacionales, e) se trata de empresas de propiedad familiar, 

d) operan en pequeña escala, e) sus métodos de producción 
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son muy intensivos en trabajo, f) los trabajadores han 

adquirido su habilidad fuera del sistema formal de educaci6n · 

y g) opera en mercados no regulados y competitivos. 

B) La de un experto de la OIT (Sethuraman, 1981). El sector info! 

mal consiste de unidades de pequeña escala involucradas en la -

producción de ~ y servicios con el objetivo primario de --

generar empleo e ingresos a sus participantes a pesar de sus -

limitaciones de capital 1 tanto físico como humano y de la falta 

de conocimientos y habilidades especiales (Know-how). 

C) La definici6n ensayada por el PREALC • .!§/ El sector informal -

está constituido por el conjunto de empresas y/o personas 

ocupadas en actividades no organizadas que utilizan procesos 

tecnol6gicos simples y que además están insertadas en mercados 

competitivos o en la 11 base11 de la estructura productiva 

en el caso de los mercados oligop6licos concentrados. 

El problema de los mecanismos de articulaci6n y vinculación 

del sector informal con el resto de la economía, y más específic! 

mente con el sector formal, es una de las principales preocupaci~ 

nes que ha mantenido activa la polémica en torno del sector 

15/ PREALC es una organizaci6n regional perteneciente a la OIT, especiali­
- zada en cuestiones laborales. 
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informal. Las principales interrogantes planteadas se refieren 

a la posibilidad de que el sector sea capaz de generar su 

propio crecimiento y al hecho de que este crecimiento se acompañe 

por ingresos crecientes para los ocupados en ese sector. 

Aunque hay, ciertamente, quienes tienden a ver al sector informal 

como un sector en gran medida autónomo del resto de la economía, 

la mayoría de los estudiosos del tema consideran que el origen, 

naturaleza y funcionamiento del mismo no es explicable sino 

en términos de su relación de dependencia con respecto al 

sector formal. Para algunos {Sethuraman, 1981) esta relación 

de subordinaci6n o dependencia tiene su origen en las siguientes 

características: a) la escasez de capital propio y las dificulta­

des que enfrenta para ser sujeto del crédito insti tucianalizado 

a menudo obligan a las empresas del sector informal a recurrir 

a fuentes de crédito en las cuales el costo del capital es 

considerablemente más caro; b} dada su incapacidad para adquirir 

sus insumos en cantidades apreciables, es comUn que deben 

comprarlos en mercados intermediarios a precios más elevados 

de los que prevalecen en las fuentes of'iginales de los mismos; 

e) la insuficiencia de capital de estas pequeñas empresas 

informales las obliga a localizarse en lugares alejados de 

donde se encuentran los mercados potenciales para sus productos 

por lo cual deben someter su producción a intermediarios ti 

un precio menor al de venta final. 
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No obstante, el acuerdo qJC existe acerca de la posición subordin!. 

da del sector informal, hay, en síntesis, dos posiciones sobre 

las implicaciones de esta relación respecto a la pregunta 

sobre las perspectivas de crecimiento del sector informal 

y la posible evolución de los ingresos de los ocupados en 

el sector. Una de ellas sostiene que el sector informal sólo 

ocupa aquellos espacios en los mercados de productos y servicios 

que, por razones de su baja rentabilidad 1 no son motivo de 

interés para las empresas formales. Si el sector informal 

eventualmente lograra en alguna actividad económica aproximarse 

a una tasa de rentabilidad similar a la que predomina en el 

sector formal, por Su incapacidad para competir con las empresas 

de este último sector, más tarde o más temprano el sector 

informal sería desplazado de dicha actividad. 

Se concluye, por lo tanto, que las personas ocupadas en el 

sector informal son arrinconadas en aquellas actividades que 

no pueden generar un proceso sistemático de acumulación de 

capital debido a la incapacidad para retener dentro del propio 

sector el escaso excedente que producen. Según este razonamiento 

la perspectiva de crecimiento del sector es sombría, y lo 

es mucho más todavía la expectativa de que los trabajadores 

involucrados en las actividades informales puedan mejorar 

su condición de ingreso, en tanto que su sobrevivencia como 

ocupados depende del bajo nivel de remuneración de su fuerza 

de trabajo. 
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Existe otra opinión donde se afirma que, con excepción de 

algunas actividades marginales, el sector informal puede acumular 

capital y crecer suficientemente rápido absorviendo mano de 

obra, si se adoptan poli tic as adecuadas que, al menos, no 

favorezcan sistemáticamente al sector formal de la economía. 

De acuerdo con esta corriente de opinión, el vigor del sector 

informal para sobrevivir e incluso ensancharse deriva de los 

siguientes rasgos del entorno económico: a) existen ciertas 

áreas en la cuales el sector informal tiene un dominio casi 

exclusivo¡ este seria el caso de las reparaciones de viviendas, 

algunos sectores del comercio, servicios personales y reparación 

de vehículos¡ b) el sector informal es CBRaz de retener cierto 

marcador debido a la eficiencia en costos {mano de obra, gastos 

generales, impuestos, obras sociales, etc.); c) el sector 

informal es capaz de competir con el sector formal en ciertas 

actividades debido a que logra diferenciar su producto; -­

d) el sector informal puede dominar ciertas franjas del mercado 

de bienes y servicios para los grupos de bajos ingresos que 

no son atendidos por el sector formal¡ e) en tanto que el 

mecanismo de la subcontratación continúe siendo una forma 

ventajosa de operaci6n de las empresas familiares, persistirá 

un terreno en el que el sector informal puede crecer a tasas 

similares a las del sector formal. 
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2. PanoraDta de la poblaci6n 

El estudio del comportamiento de la población y la actividad 

laboral se ha convertido en una variable de interés prlorita-

rio, dada la vinculación indisoluble que guarda con los 

fenómenos de producci6n, ganancias y distribución de ingresos. 

México ha mantenido una tasa de fecundidad más o menos 

estable desde 1985 • .!§/ Año para el cual la t.3sa de notalidad 

se calculó en 47 .3 por cada 1 ,000 habitan tes 1 cifra que 

oara 1975 se situó en 40.4¡ la tasa promedio de natalidad 

durante el periodo 1985-1975 fue de 44,3 por cada mil habitan-

tes. Con una natalidad más o menos estable y con un gran 

decremento en 'el índice de mortalidad 1 el crecimiento medio 

anual aumentó¡ pasando de un l. 7% en 1930/1940 a un 3. 4% 

en 1970/1976. 

A partir de 1977 se registra un decremento poblacional 

medio anual que alcanza el 3.2%. De esta manera, para 

1978 (según datos de la encuesta nacional de prevalencia 

en el uso de los métodos anticonceptivos, levantada por 

la Coordinación del Programa Nacional de Planificación 

Familiar) la cifra estimada corresponde a una cantidad 

ligeramente superior al 2.9%. Finalmente, a partir de 

16/ La fecundidad representa el número de nacimientos por cada 1,000 muJ! 
- res en edad fecunda, de 15 a 40 años. 
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la información del Censo 1980, se estima una tasa de crecirnie!:, 

to medio anual de 2. 7%. 

Estas disminuciones en la tasa de crecimiento de la población, 

se reflejan en la tasa de fecundidad global, la cual se 

mantiene m&s o menos estable de 1951 (6.4%) o 1975 (6.0%), 

sufriendo un decremento significativo en 1979, año para 

el cual la tasa de fecundidad se calcul6 en 4.8%. Para 

el quinquenio 1980-1985 se estima una tasa global de fecundi-

dad del 4.4%. 

Durante el período 1950/1970 la fecundidad ha sufrido un 

ligero desplazamiento: las tasas de fecundidad de las mujeres 

de 15 a 25 afl.os han descendido ligeramente y las de las 

edades superiores a los 30 arios se han incrementado. De 

esta manera, es a partir de 1975 cuando se detecta una 

reducei6n en las tasas particularmente en las edades superio-

res a los 25 años. 

El fen6meno descrito anteriormente se debe 1 entre otros 

a tres acontecimientos: a) a las campañas de concientización 

demográfica y planificación familiar; b) a la incorporación 

de la mujer a los procesos productivos del pa!s.!21 y; e) al -

creciente interés en la mujer por incorporarse al sistema edu-

cativo. 

g/ Se tratar& en el siguiente apartado. 
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En relación a este último• se observa una relación inversa 

entre el grado de escolaridad y el promedio de hijos nacidos 

vivos. El mayor promedio en el número de hijos se ubica 

en el grupo de mujereo sin estudios, hasta llegar a l. 3 

en mujeres con estudios medio superiores y más. 

La aplicaci6n de la tecnolog!a médica 1 la organizaci6n 

de loe servicios públicos de salud y el mejoramiento en 

las condiciones de vida ha proporcionado una reducción 

de loe niveles de mortalidad fundamentalmente a partir 

de 1940. Como producto de las medidas tomadas por el sector 

salud, para lograr reducir los índices de mortalidad, se 

aument6 la esperanza de vida que tiene el mexicano al nacer¡ 

pasando de 61. 9 años promedio en 1970 a 65 años promedio 

para 1980. !!!/ 

A pesar de todos los esfuerzos y del decremento logrado para -

1979 en la tasa de crecimiento de la población, México sigue 

siendo un país con un alto crecimiento demográfico. Durante -

el periodo 1900/1950 la población casi se duplicó, repitiéndo-

A pesar de los avances logrados, la esperanza de vida en México se -
encuentra muy por abajo a la de paises desarrollados como Estados Uni 
dos y Canadá (73 ai\os), e inclusive de países Latinoamericanos como : 
Cuba (72 ailos), Uruguay (69 años) y Argentina (68 años). 
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se el fen6meno en los 20 años siguientes. '];!/ 

A pesar de las reducciones recientes en las diferentes tasas, 

México continúa siendo un país de jóvenes. Para 1940 la po--

blaci6n menor de 15 años presentaba el 41.2% y para 1970 se -

incrementó al 46. 7%, siendo finalmente en 1980 el 44.8% de la 

población total. 

Igualmente, la población joven vió disminuir su partic1paci6n 

relativa del grupo de edad cero a once años. En 1970 existían 

19.6 millones de niños de cero a 11 años, los cuales ocupaban 

el 37 .4% de la población total del país, en 1980 esta misma r! 

!ación fué de 25.9 millones de niños, dato que representó el 

32% de la población total. 

La imposibilidad del sistema para observar la oferta de mano 

de obra, en zonas urbanas y en especial en áreas rurales, es 

una de las tres causas principales de migración de la pobla­

ción al extranjero. ~/ 
Se reconoce tanto en círculos ofici! 

les como académicos que esta migración laboral, beneficia más 

a las economías receptoras que a las expulsoras 1 debido al fl~ 

jo de trabajadores calificados y semicaliflcados. 

19/ En 1900 exist!an 13.60 millones de habitantes; en 1950, 25.79 millo­
- nes¡ en 1960, 34.92 millones; en 1970, 50.69 millones¡ y en 1980, 

69. 35 millones de habitan tes. 

EE.I Las otras dos se describen como: a} las expectativas de mejores sala­
rios y; b} posibilidades de perfeccionamiento profesional. 
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Según diferentes encuestas, la mayor §~ncentraci6n de la 

mano de obra ilegal se encuentra en el sector primario, por -

tanto el tiempo de empleo del migrante mexicano depende 

no de su carácter de ilegal, sino en primera instancia 

de las caracter!sticas y ritmos de producción agrícola 

de la región.~/ 

Las migraciones al interior del país son en su mayor!a 

de zonas rurales a ciudades industrializadas (área metropoli-

tana, Guadalajara, Monterrey, etc.) y se explican la mayor 

parte de veces por una expectativa de mejores condiciones 

de vida, mejor salario y mayor acceso a los servicios públicos 

(destacando la educación), Asimismo el incremento en -

las tasas del desempleo y subempleo en el sector primario 

y el terciario del sistema agropecuario, son variables 

importantes que describen los movimientos migratorios. 

Esta si tuaci6n ha provocado que la concentraci6n de habitan tes 

en zonas industriales y urbanas 1 sea cada vez más grande. 

Para 1900 la población que radicaba en el campo representaba 

el 89.5% del total de habitantes, cifra que varió significati-

vamente para 1980, año en el cual la población que vive 

en el campo se estimó en 47.2% del total. Lo que quiere 

21/ A pesar de que durante el período l976/l979, la concentración de ind!! 
- cumentados aumentó significativamente en el sector terciario. 
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decir que ·'?.~s de la mitad de la población radica en zonas 

urbanas (52.8%}. Además, del total de la población urbana 

(35'613,000 para 1980), solamente el área metropolitana 

del Distrito Federal absorbió el 44.4% para 1980. La pobla-

ción para esta área metropolitana casi se duplicó en la 

última década, al pasar de B.3 millones a 15.8. ª/ 

3.. Panorama del empleo 

La población ocupada en México pasó de 12.8 millones de persa-

nas en 1970 a 18.7 millones de 1980, es decir, a lo largo del 

sexenio, se generaron un promedio de 600,000 empleos por ai'io. 

El grupo de edad de 65 y más años, aumentó su participación en 

el periodo 1970/1980 de un 3.5% a 3.8% respectivamente, lo que 

en números absolutos significa pasar de 1. 7 millones de perso-

nas a 2.6 millones, situación que implica una mayor esperanza 

de vida al nacer. 

Por otra parte, el grupo considerado en edad de trabajar ( 12 a 

64 años) también ha mostrado variaciones en la última década¡ 

en 1970 alcanzó un 57. 3% de la población total con una pobla--

22/ Se considera como población urbana, localidades de 15,000 o más habi­
tantes según la Metodología de L. Unikel, c. Ruiz Chapetto y G. Garza. 

El X C~nso de Población y Vivienda considera como poblacl6n urbana las 
localidades de 2 1 500 o más habitan tes. 
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c16n de 29 millones de habitantes de los cuales menos 

de la mitad estaban ocupados (12.8 millones), para 1980 

el porcentaje se estimó en 58.8%, es decir 40. 7 millones 

de personas en edad de trabajar, contra una población ocupada 

para este mismo año de 18. 7 millones. En este año no se 

compara con la población económicamente activa, dada la 

inconsistencia de la cifra del X Censo Nacional de Población 

y Vivienda. 

En otras palabras, la población ocupada elevó su participación 

en relación a la población total, al pasar de 25,A.% al 

27.1%. 

El grupo de la población económicamente inactiva se redujo 

durante el período 1970/1980, del 31.9" en 1970 al 31.6% 

en 1980; fundamentalmente porque la población ocupada increme!! 

t6 su proporción en dicho lapso de tiempo, al pasar del 

25. 3% en relación a la población total al 27. 2%. Sin embargo, 

consideramos que lo más importante durante el periodo son 

los cambios en la composición de la población económicamente 

inactiva producidos por el fuerte crecimiento del sistema 

educativo durante la década, donde de una población escolar 

de 12 y más años del orden de 2.4 millones de estudiantes 

que representaban el 4.9% de la población total en 1970, 

se pasó a la cifra de 7.3 millones de escolares en 1980, 
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cantidad que representa el 10.6% de la poblaci6n total. 

El desempleo abierto o población desocupada, que por razones 

antes expuestas no mide la magnitud y gravedad del problema 

en paises como el nuestro, pasó de representar el 7. 6% 

en 1970 con respecto a la población ocupada total, al 8% 

para 1980. En este sentido han fallado todas las predicciones 

del gobierno, donde sus proyecciones mas pesimista& represent! 

das por estimaciones de acuerdo a la tendencia histórica 

daban una tasa de desempleo abierto de 12.8% para 1986. Sin 

embargo, para 1984 la tasa de desempleo abierto es ya del 

12% según cifras oficiales, y según cii'ras del modelo economé-

trice Warton (Proyecciones febrero, 1986) la tasa de desempleo 

abierto esperada para 1986 es de 14.6%. 

Sin embargo, con la cuantificación del problema del subempleo 

nos podemos acercar más a la realidad y gravedad del problema 

de la ocupación en México. '?]_/ 

23/ El método utilizado para estimar el subempleo consiste en sumar a las 
- personas que declararon un ingreso inferior al menor de los salarios 

mínimos en cada entidad federativa, más las que declararon ayudar a su 
familia sin retribución personal a fin de que entre ellos queden in­
cluidos: a) las personas que trabajando a tiempo completo, obtienen in 
gresos anormalmente bajos¡ b) las personas que obteniendo ingresos -­
iguales o superiores al normal no trabajaron a tiempo completo, y que 
habiendo prorrateado su ingreso anual entre los 12 meses del año, de­
clararon un ingreso mensual promedio inferior al srilario mínimo; e) 
aquellas personas que estando mejor capaci tedas, obtienen ingresos -
iguales o inferiores al salario mínimo, constituyendo parte de los que 
no utilizan plenamente su capacidad¡ d) las personas que declararon -
ayudar a la familia sin remuneración en las actividades predominante­
mente tradicionales, personas que en su mayoría se encuentran en 
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Para 1970, los resultados de una de las estimaciones realiza-

das dan un total de 5.8 millones de personas subocupadas 

que representan el 44.8% de la población económicamente 

activa. De este total, el 60% se encuentra en el sector 

agropecuario, el 14. 4% se encuentra en los servicios, el 

10% en la industria de transformación y el 6.4% en el comercio; 

el resto de las actividades insuficientemente especificadas. 

En otro cálculo hecho con las cifras del censo de 1980, 

los resultados dan una cifra de alrededor de 10 millones 

de personas subempleadas que representan el 45% de la pobla-

ci6n económicamente activa. Distribuidos sectorialmente 

de la siguiente manera: 40.4% en el sector primario¡ 12.7% 

en el sector secundario y¡ el 18.7% en el sector terciario.~/ 

Todo este proceso puede apreciarse en la gráfica que aparece -

al final del apartado. 

La poblaci6n ocupada por sectores económicos presentó las si--

ocupaciones con niveles de productividad anormalmente bajo o nulos. 
Que fuera de la cuantificación los individuos con ingresos superiores 
a la media, que no trabajaron a tiempo completo o que no utilizaron -
en forma plena su capacidad. 

~/ Para 1980 el cálculo de subempleo y la distribución sectorial están 
subestimados. sólo hay que tomar en cuenta que para 1980 la población 
insuficientemente especificada de la PEA representó alrededor del 30% 
siendo para 1970 este porcentaje de sólo 6.3%: para ajustar las cifras 
se necesitan cálculos más detallados, seguramente sobre la base de -
una metodología por componentes. 
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guientes variaciones durante la década de análisis; el sector 

primario, que abarca las ramas de agricultura, ganadería, si!. 

vicultura y pesca, disminuyó su participación, tanto en térmi­

nos absolutos como relativos al pasar de 5.1 millones de pers~ 

nal ocupado en 1970 a 4.9 millones en 1980. 

La participación porcentual de este sector en relación a la p~ 

blaci6n total ocupada disminuyó considerablemente al pasar de 

39.7% al 26.0\\\ respectivamente. 
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POBLACION OCUPADA POR SECTORES l!CONOllICOS 

1970 - 1980 

CONCEPTOS 1970 1 9 8 o 
ABSOLUTOS " ABSOLUTOS " 

l. Agricultura 4' 814, 169 37.5 4'120,328 21.9 
2. Ganadería 202, 790 1.6 657, 783 3.5 
3. Silvicultura 77,347 0.6 64,257 0.4 
4. Pesca 13,489 0.1 39,000 0.2 

Sector primario 5' 107 ,807 39.7 4'901,368 26.0 

5. Extrae ti vas 95, 149 0.7 186,862 1.0 
6. Petr61eo 85,178 0.7 105,093 0.6 
7. Electricidad 53,330 0.4 62,881 0.3 
a. Construcci6n 971,822 3.5 l '686, 335 9.0 
9. Alimentos 454,664 3.5 588,623 3.1 

10. Textiles, cuero, vestido, 
calzado 495,366 3.9 446,123 2.4 

11. Derivados forestales 321,622 3.5 265, 704 1.4 
12. Productos químicos 328,915 2.6 393,914 2.1 
13. Const. de indus. met. maq. 

y automotriz 538,145 4.2 621,602 3.3 
14. Otras industrias 36,069 0.3 48,893 0.3 

Sector secundario 3'380,279 26.4 4'406, 530 23.5 

15. Comercio l' 197,884 9.3 2'188,255 11.6 
16. Comunicaciones y tran~ 

portes 402,689 3.1 907, 190 4.8 
17. Turismo y esparcimiento 360,340 2.8 519,976 2.8 
18. Finanzas 184,139 1.4 381,849 2.0 
19. Otros servicios 1'059,771 8.2 2' 629, 552 14.0 
20. Sector gobierno 1' 160,092 9.0 2'860,492 15.2 

Sector Terciario 4'364,914 39.9 9'487,314 50.5 

TOTA: 12'853,000 100.0 18'795, 212 100.0 

Fuente: Sistema. de Cuentas Nacionales. SPP, 1982. 
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El sector secundario, que se integra por 11:1.s ramas Pcon6micas 

de las industrias de bienes de capi t.al, extrae ti vas, petró¡eo, 

alimentos. textiles, derivados for~stales, productos químicos 

y otras industrias, manife~tó el siguiente r.omportamiento 

en relación al err.pleo. La población ocupada por este 

sector fue de 3.3 millones de personas para 1970, cifra 

que se incrementó a 4.4 millones en 1980, no obstante, 

el incremento absoluto logrado durante el período, la 

participación relativa de este sector en relación a la 

población ocupada total disminuyó, al pasar de 26.4% en 

1970 al 23.5% en 1980. 

Sector terciario, este sector es el qJB más se incrementó 

en términos absolutos como relativos, las actividades 

económicas tales: como comercio, sector público, otros 

servicio::i, finanzas y comunicaciones y transportes, incremen­

taron su población ocupada a l'tás del doble de 1970 a 1980, 

de 4.3 millones de personal ocupado que laboraba en este 

sector en 1970 pasó a 9'.4 millones en 1980, lo que significa­

ba pasar de una participación relatlva en función a la 

población total ocupada del 33.9" al 50.5%; lo que por 

sí s6lo evidencia una economía 11 terciarizada11 • A partir 

de la segunda mitad del decenio pasado, las diferencias 

en materia ocup~cion:i.l tienden a agravarse. Si el crccir.iien­

to medio de la población ocupada fue de 3.8% entre 1970 



y 1980, la tasa de r.r6cimiento ñe la demanda a mediados 

de la década apenas alcanzaba a rebasar el 2. 0% anual, 

lo que implic6 un inr.remenLo tanto absoluto como relativo 

uel desempleo abierto que ascendió al 8% en 1980. 

La incorporaci6n de la mujer -=n el proceso productivo 

se incrementó le•1ementc durante la década, vasnndo 2.1 

millunes de mujeres en 1970 a 3.5 millones en 1.980. Su 

pari:icipación relativa dentro de la población ocupada 

fue del 17% al 19% respectivamente. Estas cifras porcentua­

les reflejan la necesidad de mejorar la estructura productiva 

del pa!s haciéndola más flexible a la condición social 

de la mujer. 

A grandes rasgos podemos decir, que la estructura del 

empleo en México, presentu situaciones complejas 1 al ver 

el poco pean relativo que tiene la población ocupada remuner!! 

da en relación a la población ocupada total, siendo en 

1970 del 14.9% y en 1980 del orden del 20%; estas cifras 

porcentuales nos indican, por una pétrte, que nuestra estruct~ 

ra productiva es castigadora del factor trabajo, o por 

otra, que en el sistema de captación estadística se detectan 

sesgos en el tratamiento de la informar:ión, además de 

Que se carece de información homogénea y sistematizada 

que cuantifiquen tiempo, actividad, especialización del 

empleo, etc. 
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Por lo general, los países que tienen una mayor proporción 

de mano de obra en las actividades d~ los sectores secunda­

rios y terciarios son los que mayor grado de escolaridad 

contemplan, mientras que los países que concentra.u arriba 

del 30% en actividades del sector primario, sus niveles 

de escolaridad son bajos. En el caso de México, durante 

1970 1 ld población ocupada que no contaba con instrucción 

representaba el 12.0% de la población ocupada total, cifra 

porcentual que disminuyó hasta el 7. 2% para el año de 

1960. 

La población ocupada con instrucción primaria, bajó en 

participación relativa dentro de la población ocupada 

total durante los diez años, al pasar del 69.6% en 1970 

al 52. 5% <:n 1960. El fenómeno para el grupo de la población 

ocupada con instrucci6n media, que comprende el nivel 

medio básico y medio supe,..ior completos, presentó caracterís­

ticas contrarias al anterior, al pasar su participaci6n 

relativa para ambos años del 16.2% al 36.2%. Por último, 

el grupo formado por la población ocupada con instr1tcci6n 

superior representó el 2.3% er, 1970 de la población CJcupada 

total, cifra porcentual que El.e eleva al 4.2% para el año 

de 1960. Todo ésto se puede constatar en el siguiente 

cuadro: 
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MODALIDADES EN LA POBLACION OCUPADA 

197(}-1980 (miles) 

CONCEPTO 1970 1980 

Población total 50,694.6 69,346.9 

Pob. en edad de trabajar (12-64) 29,039.6 40, 769.6 

Poblaci6n ocupada 12,853.0 18, 795.2 

Población ocupada remunerada 1,914.8 3, 759.0 

Poblaci6n econ6micamente inactiva 13,720.6 14,654.3 

Población ocupada con instrucción 
primaria 8,948.9 9,860. 2 

Población ocupada con instrucción 
media 2,081.6 6,801.3 

Población ocupada con instrucción 
superior 290.0 783.6 

Poblaci6n ocupada sin inatrucci6n 1,542.4 1,349.9 

Poblaci6n escolar de 12 años y más 2,466.0 7,320.2 

Poblaci6n desocupada 970.0 1,500.0 

FUENTES: - Censos IX y X de 1970 y 1980 
- Sistema de Cuentas Nacionales. SPP, 1982 
- Proyecciones y tendencias de la población de México, CONAPO, 

1982 
- Prospectiva Educativa y Desarrollo, UPSNU de la SESIS. SEP, 

1981. 
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En un primer análisis de la estructura ocupacional resultan 

ser los grupos de profesionales y técnicos los que presentan 

un mayor dinamismo, ya que experimentaron un crecimiento 

(período 1970/1980) equivalente al 10.4% anual para los 

profesionales y al 4. 9% para los técnicos. 

En este período se generaron 555, 559 ocupaciones de tipo 

profesional, cuyo número total pasó de 328,621 a 884,180. 

Aunque ello no permite aún formular un juicio sobre el 

nivel educativo de las personas que desempeñan esas ocupaci2_ 

nes, sí es posible afirmar que la estructura ocupacional 

ha experimentado un cambio positivo dado que las ocupaciones 

de tipo profesional presentan requerimientos de calificación 

superiores. 

técnicos, 

Lo mismo es posible afirmar respecto a los 

En el período 1970-1980 la estructura ocupacional del 

país experimentó un sensible mejoramiento, en el sentido 

de que se crearon mayor número de ocupaciones con mayores 

niveles de calificación. 

Este mejoramiento no quiere decir, sin embargo, y necesaria­

mente, que la estructura ocupacion esté evolucionando 

hacia un óptimo teórico, dado 1que la relación funcional 

entre las diferentes categorías ocupacionales podrían 
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no ser la más adecuada. 

Al analizar la relación entre prof'esionistas y .t.éCh_ic9s 

para algunas árt!aS académicas, se observa ·que·. e1··· iÚsteñia 

econ6mico está creando cada vez más pu~stos de trabajo 

de tipo profesional que de tipo técnico. Por ejemplo, 

para las ciencias médicas la proporción era de 2.16 técnicos 

por profesional en 1970 y de 1. ig en 1980¡ para las ciencias 

sociales las proporciones serían de 1.11 y de 0.92 respecti-

vamente, y para arquitectura, ingeniería y ciencias básicas 

la proporción sería 2.0 y 1.21 respectivamente. 

POBLACION OCUPADA POR OCUPACIONES-ESTRUCTURAS OCUPACIONALES 

1970-1980 

POBLACION OCUPADA ESTRUCTURAS OCUPACIONALES 
1970 1980 1970 1980 

Profesionales 328,621 884' 180 2.56 4.64 

Técnicos 323,231 520,893 2.51 2. 74 

Directivos y Admón. 360,954 407,246 2.81 2.14 

Empleados Admón. 2'499,419 3 1655,458 19.45 19.20 

Operarios y arte-
sanos 6'205,362 9'612,990 48.28 50.49 

Personal de ser- 3' 135,446 3'960,241 24.39 20. 70 
vicios 

TOTAL: 12'853,033 19'041,008 100.0 100.0 

Fuente: S.T. y P.S. Proyecto ~ara la ~lanificación de recursos humanos. 
México, 1982. 

NOTA: La cifra de la población ocupada para 1980 no checa con la del Sis-
tema de Cuentas Nacionales, aunque la diferencia no es significati-
va¡ por lo cual pienso puede ser utilizada. 

(") 
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3.1 Algunos aspectos del sector informal en México 

La información está sacada del documento "La ocupación 

informal en áreas urbanas, 1976 11
, publicado por 

SPP en 1979, La metodología utilizada fue emplear 

al hogar como unidad de observación y la unidad 

de análisis fueron los residentes ocupados de 12 

aílos y más. La población en estudio quedó constituida 

por el conjunta de ocupado residentes en hogares 

ubicados en tres áreas metropolitanas (Ciudad de 

México, Guadalajara y Monterrey) y las Unidades 

Primarias Autorepresentadas que son los 42 municipios 

que según el IX Censo General de Poblaci6n y Vivienda 

de 1970 tenían 100 mil o más habitan tes, 

Al universo de la población ocupada se le dividió 

en dos subconjuntos: 

a) El de los obreros y empleados y b) el de los trabaj~ 

dores por cuenta propia y patrones. Por otro lado, 

para considerar a un ocupado como perteneciente al -

sector informal su con~ición laboral debería carecer 

de algunos atributos que fueron considerados repre-­

sentativos de formalidad en las relaciones laborales. 

Estos atributos fueron: 
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a) Para obreros y empleados. a) ingresos superiores 

a un 10% del mínimo legal vigente en la zona del do-

micilio del encuestado; b) acceso a los sistemas in! 

titucionales de prestación médica; e) disfrute de --

prestaciones sociales tales como aguinaldo, vacacio-

nea pagadas, inclusión de los regímenes provisiona--

les de jubilación o pensión, participación en utili-

dades, préstamos para vivienda, seguros de vida¡ d) 

existencia de un contrato de trabajo o bien de un -

vínculo de carácter no ocasional entre el trabajador 

y la empresa¡ e) afiliación a una organización labo-

ral. 

b) Para trabajadores por cuenta propia y patrones.~/ 

La carencia del atributo de ingreso se consideró una ºº!! 

dición necesaria más no suficiente para establecer el C.! 

rácter de ocupado informal, simultáneamente a la caren-

cia del atributo de ingresos, el ocupado debe carecer de 

por lo menos otros atributos de los cuatro restantes pa-

ra ser considerado un trabajador informal. Al total así 

obtenido, se le sumaron todos los trabajadores familia-

Debido al reducido número de patrones que integraron la muestra, no 
fue posible clasificarlos de manera estadísticamente confiable como 
formales o informales y fueron por ello excluidos de los resultados 
estadía tic os. 
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res sin retribución 1 los cuales fueron considerados como 

· informales por la naturaleza de sus condiciones de trabajo. 

La población ocupada total sumó 8.2 millones de personas, 

de las cuales el 62% fueron considerados ocupados formales 

y 38% t3.1 millones) informales. Dentro de los ocupados 

formales se observa que la gran mayoría 1 un 85%, son 

obreros y empleados, mientras que los trabajadores por 

cuenta propia representan un 10% y los patrones alcanzan 

sólo un 5%. En el sector informal, contrariando la identif! 

cación que suele hacerse del informal y el 11cuentapropista 11
1 

la categoría de obreros y empleados es la porción más 

importante de los ocupados informales, el 64%, mientras 

que sólo el 26% son trabajadores por cuenta propia. 

Sin embargo, dentro del total de trabajadores por cuenta 

propia es notable la preponderancia de la informalidad 

como condición laboral (62%). Como es previsible, lo 

contrario sucede con la categoría de obreros y empleados 

en la que predominan las relaciones laborales de carácter 

formal respecto a los informales 68% y 32% respectivamente. 
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, 
POBLACION URBANA OCUPADA FORJIAL E INFORMAL, SEGUN CATEGORIA OCUPACIONAL 

CONCEPTOS 
TOTAL FORllAL INFORllAL 

ABS " ABS " ABS " 
Total 8' 187, 354 100.0 5'051,627 100.0 3' 125, 727 100.0 
(") (100.0) (61.8) (38.2) 

Obreros y empleados 6 1000, 131 77.l 4'308,202 85.l 2'000,535 64.4 
(") (100.0) (68.3) (31.7) 

Trab. por eta.propia l' 303,562 15.9 493,852 9.8 809, 710 25.2 
(") (100.0) (37.9) (62.l) 

Trab.Fam. sin Retrib. 315, 482 3.9 315,482 10.4 
(%) (100.0) (100.0) 

Patrones 259,573 3.1 259,573 5.1 
(") (100.0) (100.0) 

Fuente: SPP/S.T. y P.S. 11 La ocupación informal en áreas urbanas, 197611 

El 88% del total de ocupados informales se encuentran 

en el área metropolitana de la Ciudad de México (45%) 

y en las Unidades Primarias Autorepresentadas (43%). 

Dentro de cada categoría ocupacional, la distribución 

geográfica es aproximadamente similar a la anterior. 



PARTICIPACIOll RELATIVA DE LA POBLACIOH OCUPADA INFORKAL, SEGUN AREA 
llETROPOLITAllA 

(Porcentajes) 

CIUDAD 
TOTAL MEXICO GUADAi.AJARA MONTERREY 42 MPOS 

Total 100.0 44.8 8.2 4,3 42.7 

Obreros y empleados 100.0 44.6 8.9 3.9 42.6 

Trab. por eta. propia 100.0 46.0 6.5 5.5 42.0 

Trab. fam. sin retrib. 100.0 42.7 8.4 4.0 44.9 

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 

Obreros y empleados 64.D 63.B 69.l 58.0 63.9 

Trab. por cta. propia 25.9 26.6 20.6 32.4 35.5 

Trab. fam. sin retib. 10.1 9.6 10.3 9.6 10.6 

Fuente: Cuadro anterior. 

Por otra parte, la composición por categoría ocupacional 

dentro del área de la Ciudad de México y de las UPAR 

(Unidades Primarias Autorepresentadas) es aproximadamente 

la misma que para el total o promedio. Hay, sin embargo 1 

una diferencia notoria en las áreas de Guadalajara y 

Monterrey. En la primera el porcentaje de obrero$ y 

empleados en el conjunto de informales está por encima 

del promedio (69%), mien;.ras que los trabajadores pc..r 

cuenta propia tienen una participación inferior a la 

que tienen en el total de trabajadores informales (20. 6%). 

En Monterrey, en cambio, sucede precisarnente lo opuesto: 



si · · 

la categoría obreros y empleados repr~senta ~n porcen~je_ ~!!. 

ferior (58%) al que tiene en ·el total,. Y; .los trabajad;,res 

po_r cuenta propia dan cuenta · de una porción superior 

· (32.4%) de la que tienen en el total. --.-. 

Un 55% del total de ocupados informales se concentran 

en sólo dos ramas de actividad: servicios (31.6%) y comercio 

(23%), siendo también importante la rama de construcción 

como fuente de ocupación para los informales urbanos 

(10%). Es importante señalar el elevado porcentaje de 

ocupados in'formales que laboran en la industria de la 

transformación (20%), contrariamente a la posición que 

ocupa esta rama como paradigma de actividad económica 

moderna. 
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POBLACION OCUPADA INFORMAL POR SEXO SEGUN RANA DE ACTIVIDAD 

TOTAL Hl»IBRES llUJERES 
ABS " ABS " ABS 

Total 3'125,727 100.0 l' 987 ,582 100.0 l' 138, 145 
(%) (100.0) ( 63.6) ( 36.4) 

Agropecuario 307,119 9.B 291,262 14.6 15,857 
(%) (100.0) ( 94.8) 5.2) 

Ind. de 1 petróleo 2,743 2, 743 .. 0.1 
(%) (100.0) (100.0) 

Ind. extract1va 4,104 0.1 3,739 0.2 365 .. 
(%) (100.0) ( 91.1) 8,9) 

Ind. de transf. 641,896 20.5 431,689 21.7 210,207 
(%) (100.0) ( 67,2) ( 32.8) 

Construcci6n 317,336 10.1 310, 337 15.6 6,999 .. 
(%) (100.0) ( 97.8) 2.2) 

Energía eléctrica 1,094 .. 729 .. 365•• 
(%) (100.0) 66.6) 33,4) 

Comercio 719,928 23.0 427,825 21.5 292, 103 
(%) (100.0) ( 59.4) ( 40.6) 

Servicios 986,907 31.6 388,050 19.5 598,857 
(%) (100.0) ( 39.3) ( 60.7) 

Transportes 103,281 3.3 99,888 5.0 3,393 .. 
(%) (100.0) 96.7) 3.3) 

Gobierno 40,835 1.3 30,854 1.5 9,999* 
(%) (100.0) 75.5) 24.5) 

Insuf. especificadas 466*• 466•• 
(%) (100.0) 100.0) 

Fuente: SPP y S.T. y P.S. ''La ocupación informal en áreas urbanas, 1986" 

Nota: Para los datos que no tienen asterisco, se obtuvo un coeficiente de 
variación menor o igual al 15%. 
•Coeficiente de variación entre el 15% y 20%. 

••Coeficiente de variación mayor al 20% 

" 
100.0 

1.4 

-

18.5 

0.6 

25.7 

52.6 

0.3 

0.9 
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Del análisis separado de los trabajadores informales 

masculinos y femeninos es posible concluir, por un 

ledo, que la concentración de los trabajadores informales 

en las rarr.as de comercio y servicios es notoriamente 

superior que en el de la ocupación masculina: 78% y 

14% respectivamente. 

Por otro lado, la rama de Servicios es la única en 

la que la participación de la mujer es superior a la 

del hombre: 61% 39%. La explicación de este caso 

singular se haya en la elevada participación del sector 

Servicios Domésticos en casas particulares en el total de 

la rama de Servicios (43%) y la tradicional preponderancia 

de las mujeres dentro del sector: 94%, del total de 

la ocupación femenina informal en la rama de Servicios, 

el 81% están agrupadas en dos sectores: Servicios Doniésti­

cos en Casas Particulares con 66.6% y Servicios de 

preparación y venta de alimentos con el 14. 7%. 

Al interior de la industria de transformación 1 la ocupa­

ción informal se concentra en cuatro sectores que dan 

cuenta del 57% de la ocupación informal total de la 

rama: Fabricación de Alimentos ( 17%), Fabricación de 

Prendas de Vestir (21%), Fabricación de Calzado e Indus­

tria del Cuero ( 10%) y Fabricación de Productos Metálicos 
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Excepto Maquinaria y Equipo {9%). Los ocupados informales 

masculinos en esta rama muestran una distribución S.:?cto­

rial mucho menos concentrada que su contraparte femenina: 

éstas se agrupan principalmente en el sector fabricación 

de Prendas de Vestir en donde están el 42% de ellas. 

Respecto a la escolaridad y capaci taci6n de los ocupados 

informales¡ dentro de éstos, al 57.2% no tenía instrucción 

o bien no había finalizado sus estudios de primaria. 

Esta situación contrasta con la que prevalece en el 

sector informal. 

Es notorio, el escaso porcentaje de ocupados informales 

que manifestó haber recibido capacitación para el trabajo: 

sólo un 6%. Aunque el bajo nivel de capacitación es 

igUalmente válido para el caso de los hombres como 

de las mujeres, es evidente que en el caso de las informa­

les femeninas la si tuaci6n es ligeramente distinta: 

el 90% de las mujeres ocupadas informales declararon 

no tener capacitación, mientras que en el caso de los 

hombres el porcentaje es del 96%. Más aún, dentro 

del grupo de ocupados informales con capacitación, 

el grupo de las mujeres es en términos absolutos superior 

al de los hombres¡ esta diferencia es particularmente 

significativa en las áreas de Guadalajara y Monterrey. 
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POBLACIOll URBAllA OCUPADA IllFORllAL, SEGUN GRADO DB IllSTRUCCION 

Total 

Ningún año aprobado 

1° o 2ª o 3ª de primaria aprobado 

4° o 5º de primaria aprobado 

6º de primaria aprobado 

T~cnicos con primaria 

l 0 o 2º o 3º de secundaria aprobado 

Téc. con sec. o téc. con preparatoria 

Otros estudios• 

No éspecificado 

(Porcentajes ) 
100 

17.1 

26.2 

13.9 

24.0 

3.1 

9.5 

1.6 

4,5 

N.R. 

• Incluye: lº o 2º o 3º de preparatoria aprobado, estudios profesionales 
no terminados 1 profesional terminado o postgrado terminado 

NR No representativo. 

Asimismo, es importante hacer explícita la elevada 

participación de los jóvenes dentro de la población 

informal. En efecto, más del 47% del total está cor1forma-

do por trabajadores cuyas edades oscilan entre 15 y 

29 años. La participación de este grupo en el total 

por área geográfica no muestra diferencias significativas. 

Por otra parte, no se verifica la opini6n frecuentemente 

sostenida en e 1 sentido de que en los tramos de edades 

mayores (55 o más) la ocupación informal es preponderante-

mente femenina. Un caso extraño, pero muy ilustrativo, 
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es el de la población trabajadora que podríamos llamar 

adolescentes e intervalos de 12-14 años) en donde puede 

constatarse que casi en su totalidad (93%) forman parte 

del sector informal. Esto se explicaría fácilmente 

tomando en cuenta que un ingreso tan prematuro laboral, 

por su inexperiencia y frente a otros grupos de edad 

en lo que se refiere al acceso al raercado de trabajo 

formal y, por lo tanto, sólo tienen acceso a las oportuni­

dades de trabajo que se ofl"'ecen en el sector informal. 

3.2 Algunos datos del terremoto del 19 de septiembre en relaci6n 

con el empleo 

Como consecuencia del terremoto el problema de la vivienda 

es sin duda uno de los más agudos, pues fueron las 

colonias obreras y en las que habitan asalariados en 

condiciones de suyo inadecuadas y aún inhumanas, las 

que resultaron más dañadas: More los, Tepi to 1 Guerrero, Trá!l 

sito, Centro, Roma, Tlal telolco, Obrera 1 Viaducto, 

Doctores, Merced, Juárez, Bondoji to, Ahorro Postal, 

Veinte de Noviembre y otras. 

Según datos por demás preliminares de la CEPAL, la 

estimación de los daños causados por el desastre es 

de alrededor de 4, 100 millones de dólares. La propia 

CEPAL evalúa cualitativamente que el impacto del desastre 
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es muy superior a lo que a primera vista podr!e revelar 

la cuantificación de los daños, ya que el valor de 

las pérdidas en términos relativos s6lo equivale al 

2.7% del PIB estimado para 1985. 

En relación con las pérdidas en el empleo, hay 150 

mil personas que perdieron su empleo por el sismo. 

A los desempleados a causa del sismo se añaden a los 

ya ~xistentes en la Ciudad de México¡ en 1980 la población 

económicamente activa desempleada de la ciudad representa-

ba un 11.5% del total. Asimismo, en los seis primeros 

meses de 1985 la reducción del gasto pl'.iblico represent6 

la pérdida de 50 mil empleados más. 

Especialmente golpeada fue la industria del vestido, 

se perdieron 500 establecimientos, que dejaron sin 

trabajo a 40 mil costureras. ~/ 

En Teléfonos de México se afectaron 26 de los 60 edificios 

que posee la empresa en la ciudad de México, situación 

que se ha aprovechado para acelerar la introducci6n 

~/ Otra fuente habla de que se quedaron sin empleo entre 15 y 20 mil 
costureras, muchas de las cuales perdieron el empleo en forma de­
finitiva. 
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del sister:;a digital, que significa para los trabajadores 

mayores cargas de trabajo 1 creándose las condiciones 

para reajustes masivos de personal. 

Otro sector particularmente afectado es el de los trabaja­

dores de restaurantes y hoteles¡ en estos últimos se 

estima que en la capital y otras ciudades se está laboran­

entre el 7 y 12% de su capacidad instalada y parece 

previsible que esta situación perdurará. 

Un buen número de cines y teatros de la ciudad resultaren 

severamente dañados, con el consecuente perjuicio para 

los trabajadores de los mismos. 

Otro sector que recibió un fuerte impacto es el del 

pequeño y mediano comercio, donde prolifera el desempleo 

y el trabajo a destajo. 

Finalmente, el derrumbe y deterioro de decenas de edifi­

cios gubernamentales ha afectado a miles de burócratas, 

muchos serán reubicados en provincia como resultado 

de la descentralización administrativa del aparato 

estatal, o se sumarán a los trabajadores que ya han 

sido reajustados. 
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CAPITULO II 
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II.- SISMOS Y VIVIENDA EN llEXICO 

La mayor pa?"'te de investigac!.cne!l y estudios realizados con posteri2 

ridad a les sismos de septiembre coinciden al plantear que los 

efectos más intensos de éstos tuvieron lugar en los inmuebles 

destinados a la vivienda fundamentalmente de los grupos populares 

con menores niveles de ingresos. 

La Comisión ME"tropoli tana de Emergencia reportó un total de 

S, 723 inmuebles dañados. De ellos, el 65% correspondió a viviendas• 

el 15% tenía uso comercial, el 12% correspondió a edificios 

escolares y el 6% de los predios a oficinas del sector público. 

De acuerdo con la misma fuente, 859 inmuebles presentaron derrumbe 

parcial o total: poco más de 2,000 mostraban fracturas o desplome 

de sus estructuras y otra cantidad semejante acusaba daños menores. 

Por su parte, la Dirección General de Reordenac16n Urbana y 

Protección Ecológica del O.D.F. cuantificó los daños en los 

siguientes términos: 1 1 000 vecindades requerirían apuntalamiento 

por riesgo, 3 1 640 vecindades debían repararse por daños menores, 

2,190 tendrían que ser rehabilitadas y mejoradas y 5,482 se 

demolerían y reconstruirían. 

Otra forma de dimensionar y estimar los daños materiales, se 

puede apreciar en el siguiente cuadro: 
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CUADRO 

ESTIMACION DE LOS DMOS MATERIALES• 

MILES DE 
BILLONES MILLONES DE 
DE PESOS DOLARES " DK PIB. 

Banco de México !/ o.s - o.e l.2 - 1.6 

LEFOMEX, S.A. ~/ l.O J.0 2.1 

Asoc. Mex. de Inst. 
~/ 3.0 - 4.0 

de Seguros 

SHCP y 1.0 2.1/: 

CEPAL ?_/ 1.3 ·4.0 '2.7.c · 

Economía Aplicada §/ 1.9 3.9 

• Ninguna de las estimaciones es dato oficial de las instituciones -
correspondientes. 

FUENTES: 

!/ Gerencia del Sector Real del Banco de México, 11 Valuación de la pér­
dida patrimonial derivada del terremoto y su impacto en el presu-­
puesto de la Federación", mimeo, Octubre 31 de 1985. 

B./ LEFOMEX, S.A., "A report on Mexico City•s earthquake of september 
19th and 20th, 1985", mimeo, Octubre 7 de 1985. 

~/ Estimaciones citadas en Humberto Musacchio, Ciudad Quebrada {México: 
Ediciones Océano, S.A., 1985). 

~/ SHCP, Telex enviado a los medios financieros internacionales algunos 
días después del temblor. 

'E,/ CEPAL, 11 oaños causados por el movimiento telúrico en México y sus -
repercusiones sobre la economía del pais 11

, mimeo, Octubre 15 de 
1985. 

§/ Economía Aplicada, "Las fronteras de la política económica actual 11
, 

mimeo, Noviembre de 1985. 
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Frente a la anterior problemática material, y en concreto habitaci~ 

nal, acumulable al déficit existente, er.iergen de manera obligada 

algunas interrogantes que caracterizaremos a lo largo del trabajo: 

1) Qué caracteristicre presentaban los predios antes de los sismos, 

2) por qué los efectos de los sismos repercutieron con más intensi­

dad en los inmuebles usados para vivienda, 3} cómo se articularia 

una política económica restrictiva del gasto público con las 

nuevas necesidades de habitación, y 4) cuál fue el papel de 

la población afectada en la instrumentación de una política 

habitacional articulada con restricciones al gasto público. 

Con respecto a la primera cuestión es importante situar, en 

principio, los patrones que han regulado la reproducción subrepti-­

cia de habitantes sin vivienda, para, enseguida, dar cuenta 

de algunas causas que, correlacionadas con el deterioro parcial 

y total de los inmuebles dificultan el acceso a viviendas conforme 

al mínimo que está previsto en el Programa Nacional de Vivienda 

y diversos estudios realizados al respecto. 

La vivienda es una necesidad básica y un factor de bienestar 

social para le población con el fin de asegurar la reproducción 

de la fuerza humana de trabajo y asegurar la calidad de vida 

de los mexicanos. Sin embargo, la mayoría de la población no 

ha logrado plena satisfacción a dicha necesidad por razones 

tan diversas entre las que se entretejen múltiples obatáculos. 

Por un lado está la al ta concentración de la riqueza y el ingreso 

en sectores reducidos de la población, así como la falta de 
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empleo adecuadamente remunerado en una amplia cuota de trabajadores. 

Obtener una vivienda digna y adecuada ha sido imposible para 

una proporción elevada de pobladores debido a sus exiguos ingresos 

con respecto a los costos especulativos del mercado de vivienda. 

Los costos sora muy altos tanto para adquirir como para construir 

una vivienda, ello ha venido teniendo ese comportamiento por 

el carácter mercantil del suelo urbano, la especulación a que 

está sujeto, por el alza desorbitada de los precios de ·la construc­

ción, el espacio limitado que existe en la ciudades y la acelerada 

dinámica de crecimiento urbano. 

En México predomina un patrón de urbanización al tamante concentrado 

en un número reducido de grandes ciudades. La concentración 

de la población, a su vez, ha sido estimulada por el patrón 

de desarrollo económico establecido durante varias décadas, 

mismo que propici6 el desarrollo no planeado de las áreas urbanas 1 

especulación del suelo y la urbanización de la tierra agrícola. 

El rápido crecimiento en los precios del suelo es un fenómeno 

con varios efectos: por una parte produce un alza en los precios 

de las viviendas 1 pero también 1 incrementa la riqueza de los 

fraccionadores y propietarios de bienes raíces. Junto con ésto 

es preciso advertir otra situación: hay una relativa falta de 

control sobre la especulación que los particulares realizan 

con el suelo. 

A los aspectos antes dcscri tos se agregan otros igualmente importa~ 

tes que inciden en la problemática de la vivienda. Uno de ellos 
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es el poco apoyo de los organismos institucionales hacia los 

sectores de bajos ingresos que enfrentan con mayor fuerza la 

carencia de morada. Los sistemas de financiamiento bancario 

han privilegiado tradicionalmente los estratos medios bajos 

y medios. Pero los estratos socio-económicos de más bajos ingresos 

han sido discriminados y no son sujetos de crédito. El sector 

público, por su parte, se vino avocando a la resolución de vivien­

das entre los sectores populares mediante la puesta en marcha 

del INDECO, organismo que tuvo una cobertura y recursos financieros 

insuficientes. Más tarde, dirigió sus esfuerzos a sectores 

de mayores ingresos, creando para ello organismos como FOVISSSTE, 

INFONAVIT, FOVI, Fondo de la Vivienda del ISSFAM, etc. 

Ante esa serie de factores, que imposibilitan a la población 

para volverse demandantes solventes de las viviendas ofertadas 

en el mercado inmobiliario, los pobladores de menos recursos 

tienen que satisfacer su necesidad de vivienda recurriendo a 

una serie de formas cuya característica general es la de que 

no reunen condiciones mínimas de habitabilidad. Esos mismos 

fenómenos dieron lugar a la proliferación de una tipología diversi­

ficada de formas habi tacionales que permitieran a la población 

asegurarse el mínimo de bienestar referido. De esa manera, 

en el ámbito urbano de la zona metropolitana del Valle de México, 

se establecieron los siguientes sistemas de vivienda: las vecinda­

des, las ciudades perdidas, las colonias proletarias, las colonias 

de paracaidistas, los conjuntos habi tacionales y los barrios 

residenciales. 
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l.- Déficit de vivienda• 

El acelerado proceso de crecimiento de las áreas metropoli ta-

nas,la concentración del ingreso, la especulación del suelo y 

otros fenómenos comentados con anterioridad coadyuvaron a su 

vez para empeorar las condiciones habitacionales de la pobla-

ción, así, el hacinamiento, el deterioro y la falta de servi-

cios aparecieron simul taneamente generándose un déficit habi-

tacional que se analiza en seguida. 

Un estudio realizado por COPLAMAR, revela que en 1960, 34.9 -

millones de personas ocupaban 6.4 millones de viviendas 

que tenían 17. 2 millones de cuartos. En promedio 2. 9 

individuos ocupaban cada cuarto. En el medio urbano, 

25.1 millones de personas habitan viviendas con capacidad 

real para 6.1 millones, originando por lo tanto un déficit 

o sobrecupo de 19.0 millones¡ por su parte, las viviendas 

subocupadas 1 con capacidad real para 7 .1 millones de personas 

tenían una capacidad ociosa de 3.4 millones. 

•Estamos tomando como base la metodología de COPLAMAR 1 en donde se define 
el déficit habi tacional en relación a los siguientes criterios: 
- La necesaria correspondencia entre familia y vivienda 
- Familia sin vivienda o que la comparte con otra familia 
- Espacio por ocupante: 2, 5 personas por cuarto en el medio rural y 2 .O 

en el medio urbano. Por encima de este límite existe déficit. 
- Hacinamiento global: a.- cuando todas las personas que ocupan una vi­

vienda pertenecen a una o más familias, y b.- cuando una de las fami­
lias se descompone y formar otra familia, pero numerosa. 

- Que existan los servicios básicos: dren&je,alcantarillado y clectric.! 
dad. 

En síntesis, existe déficit habitacional cuando no se tiene vivienda o 
cuando se está por encima de 2.5 o 2.0 personas por cuarto, así como no 
cuentan con los servicios básicos o la vivienda se encuentra en mal es­
tado. 
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En términos de deterioro, la fuente consultada revela que, en 1970 1 

5.1 millones de viviendas (61.3%) del total no contaban con 

toma de agua domiciliaria. En ellas se alojaban alrededor de 

31 millones de personas. (61.2% de la población). 

En el mismo año, casi 5 millones de viviendas (58.5%) no tuvieron 

servicio de eliminación de excreta o drenaje. El número de 

habitantes que no tenia cubierta esta necesidad en el área ·urbana 

fue de casi 12 millones. En lo referente a electrificación 

y no obstante los cuantiosos recursos destinados, duran te el 

año indicado sólo disponía de tal servicio 59.6% de la población 

total de México. 

Para 1980 hay un avance significativo en la dotación de tales 

servicios, aunque continúan registrándose carencias en buen 

número de la poblaci6n. De acuerdo con los datos de X Censo 

General de Población y Vivienda, se observa que el número de 

viviendas con toma domiciliaria de agua potable pasó de 3.8 

millones en 1970 a 6.1 millones en 1980 (38. 7% y 49.9% respectiva­

mente). En 1970 había 3.5 millones de viviendas (41.5% del 

total) con disponibilidad de drenaje y para 1980 eran ya 6 millones 

(49.2%). En cuestión de energía eléctrica pasaron de 4,9 millones 

a 9.1 millones (74.6%). 

Lo que puede desprenderse de la información anterior, y con 

base en una categorizaci6n de los autores del trabajo referido, 

es que para 1970 existían aproximadamente 3.5 millones de viviendas 

en áreas urbanas bajo condiciones agudas de hacinamiento, deterioro 
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parcial y total y con servicios insuficientes. Se trata 

de viviendas malas y muy malas con diversas carencias 

y que imponían serios niveles de riesgo, insalubridad 

e incomodidad a las familias que las habitan. Particularmen­

te en el Oistri to Federal, los datos mostraron que l '000, 309 

viviendas estaban por abajo del mínimo considerado como 

satisfactorio. 

Pese a no disponer de información actualizada sobre el 

déficit habi tacional que permita cuantificar con mayor 

certeza la totalidad de viviendas bajo hacinamiento acentuado, 

deterioro parcial y total y carencia de servicios, los 

datos expuestos con anterioridad permiten asegurar que 

el acelerado proceso de urbanización y concentrac16n de 

la población en espacios físicos limitados condujo al 

deterioro paulatino de cientos de viviendas y niveles 

de riesgo que hicieron erupción cuando los sismos sacudieron 

a la Ciudad de México. Los niveles de riesgo estuvieron 

presentes particularmente en las vecinr1ades y los conjuntos 

habitacionales construidos, 

a.- Las vecindades 

Enclavadas en espacios físicos donde lo mismo se observan 

edificaciones con materiales de regular y buena calidad 

en los que residen sectores de población cuy"os niveles 

de ingreso son medios y al tos, las vecindades del área 
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metropolitana van apareciendo conforme se operan las diversas 

etapas de desarrollo del centro de la Ciudad de México. 

Algunos autores sitúan su origen en la parte final del 

siglo pasado, justo cuando la expansión del centro de 

le ciudad se manifiesta en forma acelerada, y se crean 

colonias para los sectores de menores recursos. Estimuladas 

en buena parte por la construcción de la penitenciaría, 

del rastro, las estaciones de ferrocarriles, el aeropuerto 

internacional 1 la intensa actividad comercial, las vecindades 

proliferan por dlsintos rumbos del Distrito Federal, teniendo 

su principal área de asentamiento a las delegaciones poli ti-­

ces Cuauhtémoc, Venustiano Carranza y Gustavo A. Madero. 

En términos generales, las vecindades fueron construidas 

de uno o dos niveles, con un patio central, los baños 

y lavaderos instalados en los exteriores de los cuartos, 

concentrando entre 20 y 50 viviendas de una o dos habitacio-­

nes (siendo el tamaño promedio de éstas de 22.5 m2), habilit! 

das con tapancos para extender la distribución de los 

miembros de las familias, inclusive utilizados como pequeílas 

bodegas y hasta convertidos en espacios para el desarrollo 

de actividades económicas. 

Las casas de vecindad se convirtieron en el modo de 

habi taci6n predominante, que ofrecía la posibilidad de 

bajas rentas y cercanía del lugar de trabajo en las nuevas 



ESTA TESIS rn VEUE 
SALIR DF. LA BWUOTEGA 

79 

industrias y actividades económicas que se localizaban 

en el centro de la ciudad. 

Progresivamente, las vecindades se convirtieron "en el 

espacio donde se da con mayor fuerza la violencia insti tucio-

nalizada de la especulación inmobiliaria, de la die1tribuci6n 

desigual de los ingresos y de las políticas urbanas a 

favor del capital inmobi 1 iario, financiero y comercial". 

Debe, por otra parte, distinguirse entre dos tipos de 

vecindades: de un lado están las de renta congelada y 

del otro las de renta libre. En el caso de las primeras, 

fueron generalmente ocupadas por gente de amplio arraigo 

en los barrios populares 1 viendo pasar y reproducirse 

buena cantidad de generaciones, con ingresos superiores 

a los del habitante promedio de la ciudad y cuya expectativa 

de movilidad a otros puntos de la metropoli es casi nula. 

Están también las vecindades con renta no congelada ocupadas 

por familias con cortos períodos de residencia y de menos 

ingresos; su índice de arraigo con el barrio es bajo y 

sus expectativas de movilidad tienden a modificarse sobre 

todo cuando alcanzan un nivel socio-económico superior. 

Las vecindades pobladas bajo régimen de rentas congeladas 

van a enfrentar condiciones de deterioro parcial y total 

producto en parte a la falta de mantenimiento y reparaciones 

de los titulares. Ciertamente, con motivo de la reglamenta-
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ción emitida por las autoridades capitalinas en 19112 1 

prorrogada en 1948, los propietarios de vecindades inician 

un largo proceso de abandono de las vecindades, descargando 

en los inquilinos las reposicionES o reestablecimiento 

de las viviendas. En el mismo sentido, la calidad y el 

tipo de materiales utilizados resultaban con frecuencia 

de poca resistencia estructural. A la negligencia de 

los propietarios de dichos inmuebles es preciso agrega!' 

el desinterés de los usuarios, mismos que al no sentirse 

propietarios del espacio en que residían, no se ocupaban 

de su cuidado permitiendo que el deterioro siguiera hasta 

convertirse, en múltiples casos, en auténtico desgaste 

es true tura!. Debe también tenerse en cuenta que muchos 

inmuebles fueron construidos con materiales como el adobe 

y con estructuras a base de muros de carga sin columnas. 

Al deterioro habi tacional es preciso agregar también la 

alta densidad y el alto porcentaje de viviendas de un 

s6lo cuarto. En estas, como también se indic6, se alojaban 

a menudo familias extensivas integradas por 10 y más miembros. 

Con respecto a las vecindades de renta 1 ibre, si bien 

el deterioro no era total, si es posible asegurar que 

carecían igualmente de mantenimiento y reparaciones. 

La escacez de vivienda, aunado a la especulación inmobiliaria, 

derivada en desatención de los propietarios o bien en 
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reparaciones mínimas que no significarAn alta erogación. 

Se trata de inmuebles construidos con posterioridad a 

1942, pero que conservaban condiciones en términos de 

materiales, semejantes a las viviendas bajo régimen de 

rentas congeladas. 

3.- Los COnjuntoa Habitacionales 

En la década de 1950, la intervenc16n del estado en la 

producción de viviendas se dirigió principalmente a las 

viviendas en alquiler para grupos sociales de ingresos 

medios y bajos. Antes de proseguir, conviene señalar 

que las acciones del sector público, para dotar de vivienda 

preferentemente a sus trabajadores, da inicio en 1925 

al ponerse en marcha un programa de construcción y crédito 

para empleados federales. Durante 1933 y 1934, Banobras 

y el Departamento del Distrito Federal, financia el primero 

y construye el segundo vivienda popular, sin embargo la 

intervenci6n del Estado en la producci6n habitacional 

para los estratos más bajos tuvo un alcance limitado que 

lo llev6 prácticamente a dejar de construir para este 

tipo de sectores y a financiar o canalizar créditos con 

los sectores de estratos medios, hasta llegar a la construc-­

ción de vivienda en propiedad bajo la modalidad de interés 

social. En 1953 1 el IMSS d16 principio a la construcción 

de vivienda bajo régimen de renta a sus afiliados directivos. 

Los conjuntos habi tacionales construidos fueron en alquiler 
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subsidiado para derechohabientes integrados a los sistemas 

de seguridad social establecidos. 

En términos generales, los conjuntos habi tacionales construi­

dos por iniciativa del sector público se componen de 

edificios multifamiliares bajo la modalidad de viviendas 

en condominio vertical¡ su edificación respondió al déficit 

habi tacional que presentaba la Ciudad de México para los 

sectores asalariados de mejores ingresos. Originalmente 

fueron clasificados bajo estándares físicos de las viviendas 

de buen nivel. Empero, estos conjuntos van a satisfacer 

las necesidades habitacionales de un número muy limitado 

de habitan tes. 

A diferencia de las vecindades 1 en los conjuntos habi taciona­

les van a distribuirse las capas medias de la población. 

El promedio de ocupantes por vivienda se ha estimado en 

4.07 cada una, no registrándose situaciones de hacinamiento, 

deterioro y falta de servicios porque gozan de un buen 

nivel de dotación de agua potable, drenaje y alcantarillado 

y energía eléctrica. Fueron edificados con materiales 

considerados de al ta resistencia, y cuentan con 3 y más 

cuartos. El carácter subsidiado de las rentas propició 

fenómenos de especulación con las viviendas entre las 

cuales destacan los llamados "traspasos" y subalquileres, 

obteniéndo los posesionarlos originales ganancias considera-­

bles y fuentes de ahorro para autofinanciarse la adquisici6n 
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de viviendas unifamiliares en la periferia de la ciudad. 

Asimismo, y ante el déficit habitacional prevaleciente, 

se inició un proceso de sobrepoblación en algunos edificios 

particularmente de los cuartos de azoteas con lo cual 

se generaban sobrepesos. 
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4.- LAS CONDICIONES DE HABITABILIDAD ANTES DE LOS SISllOS 

Según fue expuesto en apartados precedentes 1 la situación habita-­

cional de los grupos de población distribuidos en el área metropo­

litana de la Ciudad de México, muy particularmente en los espacios 

11 reservados" para los sectores de menores ingresos, era 

deficitaria y registraba características de hacinamiento, 

insalubridad, deterioro parcial y total de las viviendas 

{principalmente de las vecindades) e insuficiencia de servicios. 

Los sismos de septiembre vinieron a volver más crítica la cuestión 

habi tacional. Para tener una idea más cercana de las condici.,nes 

bajo las cuales se desarrollaba la vida social de la población 

más afectada, se muestran a continuación algunas características 

de la vivienda en los estratos de ingresos medios y bajos. 

Los aspectos que aplic6 el Instituto de Investigaciones Sociales 

de la U.N.A.M. entre septiembre y octubre de 1985, con la 

población damnificada. La encuesta fue levantada en albergues 

y campamentos de dos delegaciones políticas: Cuauhtémoc y Venusti!!. 

no Carranza¡ aún cuando la información pudiera presentar cierto 

riesgo, resulta altamente significativa en la medida que capta 

las características socio-económicas de la población damnificada. 

Sin embargo, en este apartado es expuesta sólo la información 

relacionada con el rubro que se ha venido analizando y ello 

porque el propósito es tratar de responder a dos de las interroga!! 

tes formuladas con anterioridad. 



Con base en los datos de la encuesta del USUNAM, el tipo de 

vivienda y la forma de tenencia reunía los aspectos siguientes: 

del total de la población encuestada, 60.2% residía en vecindades¡ 

21.7%habitaba en departamentos¡ el 9% en cuartos de azotea, 

el 4.8% en viviendas colectivas (hoteles, pensiones) y el 3.8% 

de las familias en casa sola. En términos de tenencia, se 

observó que un 53.5% de la población en la delegación Cuauhtémoc 

y un 74,6% de las familias damnificadas de la delegación Venustia­

no Carranza vivían en vecindades rentadas en su totalidad, 

siendo una cuarta parte de rentas congeladas. De la población 

residente en departamentos, se estimó que el 12% eran propietarios, 

Con respecto a las condiciones de habitabilidad, el 52 .8% de 

los entrevistados habitan en viviendas de un solo cuarto, otro 

27.1% lo hacía en viviendas de dos y el 10.2% restante de tres 

cuartos. 

miembros. 

Las familias se componían en promedio por 5 y más 

Sin lugar a duda, los datos están reflejando un 

al to grado de hacinamiento. 

En lo que se refiere a los gastos por vivienda, entre los mismos 

estratos de bajos ingresos, el nivel de rentas en ambas delegacio-

nea presenta marcados contrastes. En Cuauhtémoc, 27 .1% de 

de las familias asentadas en vecindades pagaba 'menos de 1,000 

pesos al mes. Otro 27.3% pagaban entre 1,000 y 3,000 pesos; 

un 14.9% de 3,000 a 5,000 pesos; un 15.4% de 5,000 a 9,000 

pesos. En otras palabras la totalidad de la población pagaba 

menos de 10,000 pesos por concepto de alquiler. En Venustiano 
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Carranza, el 29. 3% pagaba menos de 1,000 pesos; el 19.9% entre 

1,000 y 3,000 pesos¡ un 20.9% entre 3,000 y 5,000 pesos y el 

13.1% entre 5,000 y 10,000 pesos. 

La anterior situación es bastante similar, de acuerdo con el 

IISUNAM, en el caso de los cuartos de azotea. Sin embargo, 

en el caso de los departamentos las rentas tienden a incrementarse. 

Así, en la Delegacil.m Cuauhtémoc 1 el 21.1% pagaba menos de 

5,000 pesos al mes; el i?.6% pagaba entre 5,000 y 9,999; el 

18.5% entre 10,000 y 19,999; y el 10.5% entre 20,000 y 39,999 

pesos. 

Por lo que toca a los sectores medios cuya residencia se localiz6 

en los multifamiliares de Tlal telolco y Presidente Juárez, 

se observó que en este último el 79.9% de la población habitaba 

una vivienda en alquiler; 15.41% manifestó ser propietaria 

y el 4.3% declaró poseerla en préstamo. Por su parte, la 

población de Tlatelolco reveló ser propietaria de la vivienda 

en un 50.22%; bajo régimen de renta el 39.75% y el 8.35% manifestó 

tenerla prestada. Que las tres cuartas partes de la población 

del multifamiliar Juárez rentara la vivienda se explica porque 

es parte de una prestación que el ISSSTE ofrecía a sus trabajado--

res. 

De acuerdo con opiniones de la población residente en esos 

conjuntos habi tacionales, la administración, mantenimiento 

y reparaciones de los multifamiliares correspondía al Estado. 
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sin embargo estas acciones no se realizaban e_n forma adecuada. 

En el caso de Tlatelolco, las formas de propiedad no estaban 

claramente definidas, previo a los sismos ocurrieron diversos 

litigios para esclarecer las formas de propiedad, mientras 

se logran conciliar los desacuerdos entre inquilinos o usuarios 

instituciones, los edificios presentaban deterioro parcial 

y total que condujo en 1983 a la aplicaci6n de pilotes para 

contener los problemas de hundimiento y fisuras estructurales, 

sin embargo las medidas como la recimentación se venia aplazando. 

La seguridad de los edificios se vi6 permanentemente amenazada 

por la instalación de bodegas y oficinas en construcciones 

concebidas para usos habitacionales¡ a ello debía también agregar­

se la ocupación creciente de los cuartos de azoteas, por parte 

de sectores de muy bajos ingresos, que quierase o no sobrecargaron 

las estructuras. 

En síntesis, la urbanización anárquica de la capital y su 

crecimiento desorganizado, la sobrepoblación de la zona metropoli­

tana, correlacionada con la alta concentración de las actividades 

productivas, comerciales, financieras y de servicios; la atención 

insuficiente en el mantenimiento y conservación, así como la 

falta de control en las modificaciones en el uso de los grandes 

conjuntos habitacionales: el alto grado de deterioro observado 

en las vecindades habitadas por estratos socio-económicos bajos: 

las sobrecargas en los inmuebles de un piso y en los grandes 

edificios donde se modificaron los usos habitacionales originales 
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para dar paso al establecimiento de viviendas con alto grado 

de hacinamiento, insalubridad y habili taci6n de bodegas y talleres, 

son algunas de las caracteristicas observadas en las unidades 

habitacionales previamente a los sismos y que influyeron en 

los efectos devastadores de éstos. 

Sin lugar a duda, los efectos negativos de los terremotos sobre 

los espacios destinados a vivienda de los estratos medios y 

bajos 1 obligaban a instrumentar medidas que permitieran resolver 

con oportunidad las demandas de la población por viviendas. 

¿Cómo podría articularse una política econ6mica restrictiva 

del gasto público con las nuevas necesidades, en el marco de 

una crisis econ6mica? 
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s. - LA POLITICA DEL ESTADO EN llATERIA DE VIVIENDA 

La legislación mexicana atiende el derecho a vivienda en cuanto 

a los trabajadores asalariados se refiere. En las frac e iones 

XII y XIII del Artículo 123 constitucional se obliga a los patrones 

a proporcionar vivienda digna y decorosa a los trabajadores. 

Con motivo de la promulgación de la Ley Federal del Trabajo 

en 1970 se precisa la temporalidad para que los empresarios 

cumplan con la fracción XII del artículo referido y se incorpora 

un apartado para que las empresas hagan aportaciones al Fondo 

Nacional de Vivienda. La aportación patronal a. dicho Fondo 

será del 5% sobre los salarios ordinarios percibidos por cada 

trabajador. 

De acuerdo con lo anterior puede observarse que aún cuando existe 

reconocimiento del derecho de la población asalariada a disponer 

de una vivienda digna, hacia el conjunto de estratos no asalariados 

ese derecho social ~o ha sido explicitado. Ello podría explicar 

en cierta forma el limitado alcance gubernamental a esta población, 

ya que desde la propia legislación se expresa un carácter discrimi­

natorio de no obligatoriedad para con la población no incorporada 

a empresas que le proporcionen alguna remuneración; no prevee 

el derecho social enunc1ado ni los mecanismos prácticos que 

permitan al Estado ofrecerles habitaciones higiénicas y cómodas. 

De ahí que la política estatal en materia de vivienda, como 

se describe enseguida, va a dirigirse en términos preferenciales 
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hacia los estratos socio-económicos medios bajos y bajos pero 

que gozan de remunera e iones. 

Según quedó indicado en párrafos precedentes, la acción del 

sector público para dotar de vivienda a sus empleados va a verifi-­

carse a partir de 1925 con la puesta en marcha en un programa 

de construcción y crédito que opera la Dirección de Pensiones 

Civiles. 

En 1933 Banobras financia obras de vivienda, para lo cual crea 

el Fondo de las Habitaciones Populares. Un año después, el 

Departamento del Distrito Federal inicia la construcción de 

vivienda popular. Dos decenios más tarde, el IMSS emprende 

la construcción de viviendas en renta para sus derechohabientes. 

En 1954 se crea el Insti tute Nacional de la Vivienda, organismo 

considerado como pionero y uno de los más importantes del gobierno 

federal en materia de construcción de viviendas. Esta institución, 

por decreto emitido en febrero de 1970 1 se transforma en INOECO. 

No obstante su trayectoria efímera, pues desaparece en 1981 1 

el organismo citado va a realizar contribuciones significativas 

principalmente en el área rural. 

En 1955 se inicia la construcción de vivienda para militares, 

tanto de alquiler como para venta¡ PEMEX por su parte, en 1958, 

también empieza a construir vivienda para sus empleados. 

Durante la década de los sesenta es creado el Fondo de la Vivienda 
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(FOVI) y el Fondo de Garantía para la Vivienda. Ar.ibos fideicomisos 

se constituyen para aprobar y garantizar inversiones del sector 

privado en la construcción de vivienda de interés social. Son 

beneficiarios de los créditos correspondientes los trabajadores 

con al tos ingresos, Asimismo, los obreros de la industria azucarera 

se vuelven acreedores de vivienda al crearse en 1969 el FICCOIA. 

En 1972 se crea el Insti tute Nacional del Fondo Nacional de 

la Vivienda para los Trabajadores. En el mismo año se crea 

también el Fondo de Vivienda del ISSSTE¡ pensiones militares 

se transforma en Fondo de Vivienda Militar (FOVIMI) y es creado 

el Insti tute de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas { ISSFAM), 

Las acciones del Estado mexicano para reducir o contener un 

poco las insuficiencias de vivienda, como puede apreciarse, 

datan de 1925. Se estima que la participación gubernamental 

en términos de construcción de viviendas y asignación de créditos, 

hasta antes de 1970, tuvo un lugar poco representativo. En 

casi 35 años los esfuerzos del Estado se tradujeron en aproximada--

mente 500 mil acciones. Van a cobrar un auge significativo 

en la década del 70 al 80, pues lBs acciones en términos de 

construcción y dotación de créditos comprenden cerca de 700 

mil operaciones. 

En todo el período antes descrito la función principal del Estado 

con respecto a la cuestión de vivienda es '1e orden financiero 

y administrativo. La vivienda denominada de interés social 
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es incorporada a la agenda gubernamental y llega a formar parte 

de la política urbana. Los diversos fondos habitacionales orientan 

Su acc16n a la edificación de inmuebles para estratos de asalaria-­

dos medios y bajos y luego se convierten en financiadores de 

créditos para viviendas. Hacia los no asalariados, los programas 

oficiales dedican menos del 10% de las acciones y ello preferente--

mente con pobladores rurales. No es aventurado sostener que 

la poca atención del Estado para con los sectores populares 

va e facilitar el arribo de particulares dedicados a especular 

con el suelo y consecuentemente con la construcci6n de viviendas. 

Es igualmente claro que las acciones estatales en viviendas 

y créditos otorgados se incrementa en forma importante, ello 

en parte alentado por los mecanismos instrumentados desde el 

INFONAVIT y el FOVISSSTE 1 pero circunscribiendo las acciones 

al ámbito de trabajadores asalariados con niveles de ingreso 

equivalentes a más de 2.5 veces el salario mínimo (V.S.M.) 1 

en cambio la oferta gubernamental para los no asalariados 

tiende a declinar. 

A partir de 1979, se observa un amplio viraje en la política 

habi tacional. Con motivo de la presentación y aprobación del 

Programa Nacional de Vivienda, elaborado por la SAHOP, el gobierno 

federal establece un marco general para su acción en la materia. 

Las líneas y programas propuestos establecen las bases de coordina­

ción con los gobiernos estatales y las autoridades municipales, 
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así como con los sectores privados, Orientando las acciones 

de los sectores público, privado y social, por medio de la acción 

popular concertada. En igual sentido el PND plantea el apoyo 

a la autoconstrucción y a las cooperativas de vivienda y de 

materiales. 

Sin embargo, al finalizar 1983 no se verifican cambios sustantivos 

en los tipos de programas desarrollados por los organismos dedica--

dos a la vivienda. De acuerdo con Alicia Ziccardi, casi las 

tres cuartas partes de la inversión y poco más de la mitad de 

de las acciones de dirigieron el financiamiento de vivienda 

terminada¡ el 16. 7% de la inversi6n y el 28.1% de las acciones 

a vivienda progresiva y un bajísimo porcentaje (2.0%) a acciones 

de mejoramiento. Para 1984 la situación tiende a reorientarse 1 

poco más de la mitad (59.5%) de la inversión y en un 40.2% de 

las acciones se dirigen al financiamiento de vivienda terminada. 

En materia de vivienda progresiva la inversi6n comprende un 

28.0% y las acciones 43.6% del financiamiento total 1 el mejoramien­

to sigue teniendo un comportamiento bajísimo (1.6% y 9.6% respecti­

vamente). 

Con el Programa Nacional para el Desarrollo de la Vivienda (PRONAD§. 

VI) 1 anunciado por la SEDUE en 1984, el sector público se propone 

satisfacer el 50% de la demanda habitacional. En tal sentido, 

las metas previstas significan la realización de 165,264 acciones 

de vivienda. De éstas, cerca de las tres cuartas partes de 

la inversión (184,515.l millones· de pesos) y casi la mitad de 
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las acciones (55,132) corresponden a vivienda progresiva. 

El esquema de financiamiento instrumentado para materializar 

las acciones anticipadas contempla la asignación de créditos 

para familias de ingresos medios, y un esquema de recuperación 

en función de la solvencia económica de los deudores y de la 

movilidad que tenga el salario mínimo vigente. 

En 1985 más de las tres cuartas partes de la inversión (85.3%) 

y arriba de la mitad de las acciones (55.3%) se dirigen al financi! 

miento de vivienda terminada¡ los apoyos para vivienda progresiva 

decaen considerablemente, observáridose sólo un 8.48% de la 

inversión y 15.7% de las acciones para esa modalidad¡ la inversión 

y las acciones para mejoramiento continuan registrando un comporta­

miento marginal (1.09% y 14.06% respectivamente con respecto 

al total de acciones e inversi6n pública). 

Analizada la inversi6n por tipo de organismo, el PRONADEVI reporta 

.las siguientes acciones de vivienda: INFONAVIT y FOVISSSTE 

financian casi la mitad de las viviendas (42.01%) ¡ la Banca 

Nacional, absorve un 35.18% de la inversión; FONHAPO participa 

con el 4.03% de la inversión. Las demás participaciones van 

a distribuirse entre otros fondos y organismos (FOVI, ISSSFAM, 

PEMEX, etc.) teniendo un peso relativamente significativo. 

Los datos oficiales presentados son ~n indicador de la orientac16n 

que ha venido tomando la política habitacional desde cuando 
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el gobierno federal decide impulsar acciones en la materia de 

manera más amplia. Lo que se puede comentar es que el tipo 

de acciones promovidas e instrumentadas, en poco han diferido 

de las realizadas tradicionalmente por los diversos organismos, 

es decir,· financiar viviendas terminadas para estratos socio-econ6-

micos de ingresos medios estimular mecanismos crediticios 

para familias con capacidad económica comprobada, sin descuidar 

en el discurso y poniéndose especial énfasis en la necesidad 

de expandir la oferta de vivienda para los grupos sociales de 

menores ingresos. 

La política habi tacional popular definida en el PNV 1 corresponde 

instrumentarla al Fondo de Habitaciones Populares (creado en 

1981). Este organismo pone en marcha una serie de acciones 

entre las cuales destacan el apoyo para la autoconstrucción 

de viviendas, mejoramiento de servicios y equipamiento y obtención 

de tierra para construir vivienda popular; reglamentar la asigna-­

ción de créditos de suerte que no se canalicen con individuos 

o familias sino con grupos organizados (cooperativas u otras 

formas asociativas) de no menos de 10 familias y cuyo ingreso 

sea menor a 2.5 V.S.M. Mientras en el PNV se estructuran lineamie!! 

tos para estimular la participación del sector social y privado, 

los organismos de vivienda continuan desarrollando sus tradiciona-­

les programas de viviendas terminadas, a más altos costos y 

dirigidas a los asalariados de mejores ingresos. 
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Por últir.10 1 en febrero de 1984 se publica en el Diario Oficial 

la Ley Federal de Vivienda. Este instrumento jurídico establece 

los mecanismos de regulaci6n para el fomento de vivienda autocons-­

truida, producción de materiales básicos para la construcción 

y orientaciones para la construcción de cooperativas habi tacionales. 

Mediante dicho ordenamiento el Estado precisa las formas de 

participación que jurídicamente puede realizar para impulsar 

procesos de autoconstrucción de vivienda popular. Sin embargo, 

las formas de participación, centradas en la producción, financia-­

miento y administración de amplios conjuntos habi tacionales 

no van a variar en lo fundamental con respecto a la tendencia 

que se desarrolla desde la década de los cincuentas¡ la política 

habi tacional que permita satisfacer el interés colectivo se 

verá frenada en la medida que la capacidad para atender o bien 

financiar vivienda entre la población de bajos ingresos y la 

no asalariada, es muy limitada. El sistema de autoconstruc--­

ción de vivienda popular encuentra algunas resistencias, primero 

al interior de los propios organismos gubernamentales porque 

carecen de la estructura institucional adecuada, después en 

las organizaciones sociales por el fuerte deterioro de sus salarios 

reales y hasta en el mismo seno de los organismos empresariales, 

por la presunta ••competencia desleal 11 que implicaría la implanta­

ción de dicho sis tema. 
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6.- LA POLITICA llABITACIONAL INSTRUll!llTADA EN FORMA IIOIEDIATA A LOS 

SlSllOS 

Para atender el problema habi tacional de los sismos el gobierno 

instrument6 una estrategia basada en la conceptualización de 

tres categorías de damnificados: 

a) Los que perdieron su vivienda en unidades habitacionales 

administradas por diversos organismos. 

b) Los que residían en colonias populares del centro de la 

ciudad, especialmente en vecindades, edificios de departamen-­

tos y construcciones antiguas ocupadas por numerosas familias. 

e) Los de colonias de estratos medios que habían sido propieta­

rios de los inmuebles que ocupaban o bien los usuarios 

que rentaban algún inmueble bajo régimen de condominio 

o departamento unifamiliar. 

Elaborada la anterior categorizaci6n, el Estado definió los 

mecanismos y las formas para que las instituciones de su ámbito 

enfrentaran la situación de desastre. De esa cuenta, se abrieron 

foros para propiciar el debate y acopiar propuestas provenientes 

de los diversos grupos y sectores sociales. Se instituyó la 

concertación como medio fundamental para la negociación entre 

los organismos gubernamentales y la poblaci6n damnificada, 

y se pusieron en marcha acciones de ayuda inmediata para los 
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damnificados. Todo ello condujo primero a la formación de 

la Comisi6n Nacional de Reconstrucci6n, de la Comisión Metropolit! 

na de Emergencia y al surgimiento del Programa Emergente de 

Vivienda ( PEV) • 

Con el Programa Emergente de Vivienda se definen los lineamientos 

generales para atender rápida y eficientemente el problema 

habi tacional. En ,principio, para satisfacer las necesidades 

del primer grupo, referido con anterioridad 1 se plantean dos 

alternativas: 

a) Adjudicarles vivienda en otros sitios del área metropolitana 

de la Ciudad de México, en su mayoría situada en suburbios 

del Estado de México (Tultitlan, Cuautitlan, etc.). 

b) Asignarles créditos para compra de casa a terceros o construc­

ción propia del usuario, 

Sin embargo, las salidas planteadas van a enfrentarse con algunos 

obstáculos entre los que destacan el que las adjudicaciones 

de vivienda se proporcionarían solo a quienes estuvieran acredita­

dos ante los organismos de vivienda como damnificados, así 

como el carácter limitado de la oferta con respecto a las necesid!_ 

des reales. Por ejemplo, al mes de octubre de 1985 se habían 

entregado, bajo las modalidades descritas, 847 viviendas y 

398 créditos a damnificados de la Unidad Habi tacional Tlatelolco 

y del Multifamiliar Be ni to Juárez. 
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Para el otro conjunto social afectado, es decir los trabajadores 

urbanos no asalariados de muy bajo ingreso, el gobierno 1mpuls6 

diversas acciones encargando la responsabilidad y coordinaci6n 

de ellas a FONHAPO. Sin embargo, para los sectores populares 

el organismo contemplaba únicamente líneas de crédito en términos 

de apoyo para la autoconstrucci6n y mejoramiento de la vivienda. 

Además debla agregarse a lo anterior otra situación limitativa: 

FONHAPO encaraba una responsabilidad que aún no lo liberaba 

de diversos cargos apuntados por los residentes de Tlatelolco; 

en tal sentido se tuvo que crear una nueva insti tuci6n: Renovación 

Habi tacional Popular. 

La acción más destacada del estado, un poco para refrendar 

el compromiso de este con los sectores populares, fue el decreto 

expropiatorio emitido el 11 de octubre de 1985, con lo cual 

se afectaron poco más de 5 mil predios. El decreto comprendi6 

en su gran mayoría vecindades y viejos edificios de departamentos; 

se buscaba con ello que los exinquilinos de los mismos pudieran 

adquirirlos bajo condiciones crediticias moderadas. 

La emisión del decreto levantó respuestas favorables y contrarias 

(éstas últimas provenientes en lo fundamental de los sectores 

más conservadores del país), pese a las polémicas desatadas 

contra lo que se consideró como atentatorio de las garantías 

individuales, el decreto finalmente entró en Vigor, se colocaron 

los letreros en las rachadas de los inmuebles expropiados 

y· pasadas algunas semanas no paree i6 ocurrir nada. 
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Sin embargo, la medida se intrument6 con poco cuidado. El 

censo que la antecedi6 fue realizado con mucho descuido, lo 

que produjo que en la primera lista se incluyeran inmuebles 

considerados como casas particulares unifamiliares, en tanto 

se dejaban fuera muchas edificaciones que debieron expropiarse. 

Como el decreto expropiatorio no abarcó la totalidad de las 

vecindades destruidas o inhabitables, con posterioridad, a 

mediados de 1986, se inició otro programa. El Programa Emergente 

de Vivienda: Fase II, cuyo principal objetivo es atender a 

sectores populares que habitaban viviendas no expropiadas dañadas 

por los sismos, otorgando crédito a los vecinos para que adquirie­

ran los predios y reconstruyan sus viviendas. Aún con naturales 

problemas técnicos que presentó la expropiación esta enlírgica 

medida gubernamental fue el punto de arranque para ejecutar 

un intenso proceso constructiva en un tiempo muy corto. Fase 

II en cambio ha debido enfrentar las dificultades que encierra 

una negociación individual de los inquilinos con propietarios 

de las viviendas que habitan. 

En palabras del Secretario de SEDUE, el proceso mismo de la 

reconstrucc16n, y la verificaci6n de las condiciones en que 

se encontraban las viviendas, fueron llevando a reconocer vecinda­

des con daños severos no incluidas en la expropiaci6n. Para 

atender estos caeos, se creó el Programa de Fase II 1 que ya 

tiene prevista la atención a esas familias, y cuenta con la 

capacidad financiera, técnica e institucional para mantener 
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Por otro lado 1 un aspecto relevante del decreto expropiatorio 

es que procuró preservar el sentido de identidad barrial de 

los pobladores•. Empero, vale la pena señalar que la idea 

de preservar la identidad barrial no surge como un ac!o de 

buena Voluntad, incluso tampoco deriva de los planes y programas 

de renovación barrial ensayados años atrás como el Plan Tepito , 

sino que es resultado de la movilización de las asociaciones 

de vecinos, colonos 1 inquilinos y aún de comerciantes en pequeño 

que desde principios de los setentas defendían un estilo de 

vida, un espacio físico de actividad económica, como su arraigo 

barrial y el derecho a no ser desalojados. 

En este subgrupo de damnificados se pone de manifiesto la magnitud 

del problema habi tacional, se evidencian los problemas urbanos 

generados durante varias décadas¡ con respecto a los damnificados 

de los conjuntos habi tacionales se va a evidenCiar en el mismo 

sentido la actuación del Estado en materia de política de 

vivienda, al mismo tiempo, se expresa el carécter complejo 

inherente a la resolución del problema habi tacionaL 

~tario de SEDUE lo justifica de la siguiente forma: 11 El Es teda 
Mexicano reguló el conflicto con la expropiación. Al hacerlo, sentó el 
principio de una decisión que, en toda su cadena de consecuencias, se-­
ría la más justa y acertada. Volver a construir, en las mismas zonas, 
para los antiguos habitantes del centro. Si en vez de reconstruir los 
barrios 1 se hubiera optado por el desarrollo de nuevos fraccionamientos 
junto con la casa, se hubiera perdido el empleo y las nuevas viviendas, 
habían representado un costo financiero por lo menos diez veces supe--­
rior, en virtud de las inversiones complementarias. El Estado no podía 
asumir para sí, la responsabilidad futura de adminiatrar la vivienda, -
de convertirse en casa teniente: tomó le ,decisi6n de beneficiar a las f!, 
otilias fncqitando ~u aoceso n un ré&im•n ·de propiedad. 
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Para el grupo compuesto por familias de los estratos sociales 

intermedios casi no hubo pronunciamientos del gobierno. Si tuaci6n 

hasta cierto punto entendible si se considera que se trata 

de un sector con posibilidades econ6micas y de gestión para 

enfrentar la emergencia de haberse quedado sin casa. Sin embargo, 

se les llegó a contemplar en las lineas de estrategia habi tacional 

de la Comisión Metropolitana de Emergencia, ello aún cuando 

no se les precisaron canales ni criterios para acceder a los 

créditos ofertados por el FOVI, FOGA, FOVISSSTE, INFONAVIT 

y AURIS, (éste del Estado de México). 

Visto en forma general el Programa de Vivienda por la SEDUE 

respondía, por un lado, a las demandas de dos grandes grupos: 

los residentes de conjuntos habi tacionales administrados por 

el Estado y los residentes de condominios del sector privado. 

Los damnificados de los sectores medios fueron atendidos en 

lo fundamental por organismos de vivienda oficiales. De acuerdo 

con el informe dado a conocer· por la SEDUE el 21 de enero de 

1986, el INFONAVIT atendió a un 31. 7.% de los damnificados pertene­

cientes a los sectores medios y el FOVISSSTE al 26.1%. La 

totalidad de damnificados del multifamiliar Juárez fueron atendi­

dos por FOVISSSTE, asi como un 26.29" de los damnificados de 

Tlatelolco. El INFONAVIT, ·absorvió el 19.3" de los demandantes 

de Tlatelolco; FOVI-BANCA absorvió un 34.4%, PEMEX un ll.25% 

y FOVI-ISSFAM un 5.01 por ciento de dichas familias. Para 

quienes no contaron con posibilidades de ser beneficiados por 
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los dos ?rincipales fondos de vivienda ( INFONAVIT, FOVISSSTE) , 

·se abrieron créditos en FOVl-BANCA, accediendo el 14.37%, AURIS 

·atendiendo al 10.57% y PEMEX a un 6.32% de trabajadores pe!·tene-

cientes a esta paraestatal. Para los habitantes de condoi':'linios 

adquiridos en el mercado de l<l. vivienda la restitución resultaba 

particularmente difícil porque en los programas gubernamentales 

- no se contaba con inmuebles con la calidad demandada por los 

usuarios damnificados, asimismo el monto de crédito erogado 

resultaba muy por abajo como para que pudieran acceder a inmuebles 

del mercado privado. 

Por otro lado, para los sectores de más bajos ingresos, habitantes 

de vecindades y cuartos de azoteas, para jubilados, pensionados, 

viudas sin dependientes económicos, minusválidos y anc~a:ios, 

resultaba difícil hacer frente a las condiciones crediticias 

establecidas por los organismos de vivienda de manera que con 

este grupo se les encomienda satisfacer sus necesidades a Renova--

ci6n Habitacional y al Programa Emergente de Vivienda, Fase 

II, así como también se cuenta con el apoyo de los organismos 

no gubernamentales•. 

La creación de Renovación Habi tacional Populgr tiene un al to 

significado en la trayectoria habitacional desarrollada por 

el estado mexicano por haberse consti tuído bajo condiciones 

adversas: ocurre en un contexto de crisis caracterizado por 

•run:dación para el Apoyo de la Comunidad (FAC); Cruz Roja Mexicana; Cen­
tro Cívico de Solidaridad¡ Programa Metodista de Vivienda; UNICEF; Com_!. 
té Ecuménico Mexicano de Ayuda a los Damnificados, etcétera. 
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el deterioro creciente del ingreso real de la población trabajado­

ra y la escasez de recursos públicos particularmente para 

vivienda¡ bajo condiciones donde la vivienda aparece como un 

bien muy caro y además escaso¡ ante un comportamiento de atención 

limitada y puntual, por parte del gobierno, hacia la satisfacción 

de un bien que no podía postergarse; debía darse respuesta 

inmediata ampliando las lineas de crédito tradicionalmente 

definidas para no asalariados¡ en un espacio territorial plagad.:i 

de múltiples obstáculos legales (propiedades intestadas 1 predios 

con situación jurídica confusa, etc.)¡ teniendo como interlocuto-­

res a familias que no admitirían la sola rehabilitación de 

11aus 11 viviendas por el alto deterioro observado en éstas, donde 

la población tenia motivaciones lirni tadas en términos de mejorar 

la calidad de vida, y expectativas circunscritas a ámbitos 

de su entorno inmediato y con muchas décadas de arraigo en 

zonas en que realizan prácticamente la totalidad de sus activida-­

des. 

El presupuesto de inversión de Renovación Habitacional Popular 

por un monto de $ 200, 512.6 millones de pesos, está dividido 

en dos partes: una parte del crédito elegible proveniente del 

Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF), que 

ampara $ 126 1 043.4 millones de pesos; y una parte no elegible 

por $ 74,469. 7 millones que se ejerce directamente por el organis­

mo. Para el ejercicio de los recursos en la parte elegible, 

Renovación Habi tacional Popular ha contratado créditos por 
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predio con el Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones 

Populares, organismo de vivienda, ejecutor de dicho crt!odi to 

del BIRF. 

Bajo ese marco de adversidades, Renovaci6n habi tacional y 

posteriormente el Programa Emergente de Vivienda, Fase II, 

inician todo un proceso de reconstrucción de las viviendas 

populares del centro de la ciudad. La tarea de reconstruir 

procurará garantizar el arraigo de los habitan tes, acercar 

mecanismos crediticios suficientemente flexibles para dar oportun!, 

dad a la poblaci6n al disfrute de vivienda, establecer un sistema 

de comercializaci6n que asegure el acceso a loe principales 

materiales de construcción y a precios más bajos que los del 

mercado, expedir un certificado personal de derechos que garantice 

al jefe de famil!a la propiedad de una vivienda digna y decorosa, 

asi como promover la organización social de la población bajo 

figuras asociativas que representen a cada vecindad. 
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7 - - SISllOS, llOVIllIENTO POPULAR Y POLITICA llABITACIONAL 

El proceso de urbanización creciente, anárquico y distorcionado 

tle la. zona metropolitana del valle de México trae C'onsigo condici~ 

nes de vida precarias y deterioradas para la mayor parte de 

habitantes pertenecientes a los estratos de menores ingresos. 

Según fue expuesto el crecimiento poco planificado de la ciudad 

derivó un conjunto de problemas entre los cuales la vivienda 

apareció como el de mayor intensidad. El dé-fiel t habi tacional 

viene acompañado de otras irregularidades, particularmente 

en las relaciones arrendador-arrendatarios que produjeron 

oposición de éstos traducida en reivindicaciones planteadas 

a las autoridades, para que se dieran respuestas a situaciones 

de arbitrariedad cometidas por los propietarios de inmuebles 

de alquiler. En forma simultanea se han desarrollado manifestaci2 

nes de la población residente en la periferia como de los llamados 

"invasores": unos por requerimientos para que les dotaran 

servicios (agua, luz, pavimentación, etc.), y otros con demandas 

especificas en términos de regularización del suelo ocupado 

en forma violenta o mediante negociaciones subterráneas con 

expropietarios. 

La década de los setenta registra numerosas movilizaciones 

de colonos en el sur, oriente y poniente de la ciudad. Inmigran-­

tes provenientes de entidades del centro de la república comienzan 

a poblar zonas de antig1Jns ejidos, predios federales, propiedades 



107 

particulares y terrenos ociosos en los puntos referidos, Así, 

por ejemplo, en las colonias Héroes de Padierna, José L6pez 

Portillo, Belvedere, Campamento 2 de Octubre y otras más, los 

movimientos de los colonos cobran fuerte significado fundamental-­

mente por el tipo de reivindicaciones planteadas como el carácter 

pol 1 tic o impreso a sus demandas. El elemento aglutinador y 

movilizador es uno: regularización de la tenencia de la tierra. 

La respuesta gubernamental, al principio, se da en términos 

de coerción contra los demandantes y de negociación posteriormente. 

Esas formas embrionarias de movilizaci6n popular son, a mediano 

plazo, mediatizadas conforme las autoridades capi telinas van 

reconociendo instrumentando acciones favorables para la 

población solicitan te del suelo donde han levantado viviendas 

precarias. 

Por otra parte, en el mercado de la vivienda los fraccionadores 

y propietari?s de bienes inmuebles, ante la baja participaci6n 

estatal, establecen condiciones especulativas de alquiler¡ 

amplían el proceso de condominización de las viviendas para 

obtener utilidades que les permitan seguir monopolizando el 

suelo y los conjuntos unifamiliares. El proceso inflacionario 

desatado en la primera mitad de la década referida propicia 

también una tendencia alcista en las viviendas de alquiler, 

afectando nuevamente a la población de menos ingresos. Los 

programas de reordenaci6n urbana, puestos en marcha desde 1958 1 

cuyo prop6sito básico ha sido la expulsión hacia la periferia 
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de la población con amplio arraigo en el centro de la ciudad, 

el aliento del capital especulativo inmobiliario, produjo también 

resistencias de los vecinos con una larga tradición en los 

barrios creados inclusive desde el siglo pasado. 

El centro de la ciudad, pese al deterioro por el que ha pasado 

y las pésimas condiciones de habitación, se convirtió en terri to-­

rio en disputa de quienes lo concibieron como un espacio para 

desarrollar actividades de alta rentabilidad en los campos 

financiero, comercial, etc. Transformar la zona central es 

parte de una estrategia global de re valoración del suelo, para 

acabar con la oferta de vivienda en alquiler a bajo costo y 

expulsar a la población hacia la periferia, 

A lo anterior debe agregarse que desde el sexenio de Luis 

Echeverria la construcción de vivienda para arrendamiento es 

nula y los planes gubernamentales al respecto apenas cubrían 

un diez por ciento de las necesidades. Los propietarios de 

inmuebles por su parte, ante la falta de instrumentos reguladores 

y criterios unificados en torno a los mínimos incrementos en 

renta. aplicaron aumentos en montos que rebasaban (y rebasan) 

la capacidad de la poblaci6n para acceder a ese servicio. 

Todo lo anterior motivó múltiples conflictos¡ unos a ni'lel 

de litigios en los tribunales civiles lo mismo que en la instancia 

encargada de defender al consumidor. Otros promovidos por 

los agentes inmobiliarios centrados en juicios de desalojo 
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contra inquilinos "morosos 11 o resistentes a cumplir con los . 

incrementos establecidos. 

Conforme transcurría el tiempo, esas formas individuales de 

resistencia potenciadas por inquilinos inconformes se convirtieron 

en movilizaciones espontáneas por vivienda, empleo y contra 

la carestía de la vida. Asimismo, se constituyen :formas asociati­

vas de vecinos cuyas reivindicaciones siguen siendo contra 

los lanzamientos y la expulsión del centro de la ciudad. Las 

organizaciones vecinales van a actuar en dos frentes: uno de 

carácter jurídico, interponiendo recursos legales de diverso 

orden, y otro político, compuesto por la realizaci6n de manifes~a­

ciones, mítines, plantones, denuncias y articulación de las 

uniones vecinales en organismos más amplios. Los pro¡:.ós i tos 

centrales del embrionario movimiento popular se van a fundamentar 

en la consecución de tres objetivos básicos: a} asignar el 

destino social de la zona de inquilinato, b} mantener la congela-­

ción de rentas como mecanismo para contener la especulación 

inmobiliaria y c} expropiar las vecindades para favorecer a 

los inquilinos. 

Los inquilinos acumulan amplias experiencias de movilización 

y organización, producto de acciones violentas en que se han 

visto inmersos. La colonia Guerrero, creada desde 1872, fue 

originalmente un espacio de habitación para la población vinculada 

con los trabajos de la estación de ferrocarriles lcx::aliza:ia en 
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Buenavista. Las casas de vecindad se convirtieron en el modo 

de habi taci6n predominante ya que eran de bajas rentas, Sin 

embargo, en la década de los sesenta, debido en parte a la 

renovación de las zonas centrales deterioradas, a la construcci6n 

del conjunto habi tacional Nonoalco Tlatelolco y a las obras 

viales de apertura de la avenida Reforma Norte, son expulsados 

poco r.iás de 15 mil habitan tes. En 1978, la instrumentación 

del plan rector vial (es decir la construcci6n de ejes viales), 

coadyuva al despoblamiento de la colonia, a su cambio de fisonomia. 

Tepito es otro barrio que cuenta con infraestructura social 

de largo arraigo y donde se fue forjando una basta defensa 

inquilinaria, derivada de las diversas intervenciones gubernamen-­

tales: las pol lticas de •'salubridad urbana11
, los programas 

de "regeneración urbana", la construcción de ejes viales, son 

algunas medidas instrumentadas para desalojar a las familias 

de bajos recursos económicos, misma que en contrapartida, 

auspician la organización vecinal de los tepitenses desde 1970. 

A principios de los ochenta, en la calle de labradores, situada 

en la colonia Morelos, nace también una organización inquilinaria 

cuyo objeto constitutivo es la defensa contra los desalojos, 

el logro de mejores negociaciones de contratos y rentas con 

los propietarios de inmuebles. 

En los espacios reservados para la habitación de los estratos 

medios, emergen igualmente formas asociativas de vecinos para 
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oponerse a diversas acciones de los organismos encargados de 

administrar los conjuntos habi tacionales multifamiliares. 

La Unidad Nonoalco Tlatelolco l'S otra de las zonas donde el 

movimiento urbano consigue incorporar a residentes inconformes 

con la polltica de los administradores privados y públicos. 

El descontento vecinal se va a expresar en términos de demandar 

la definición de las formas de propiedad aún confusas hasta 

antes del sismo. Las agrupaciones dentro de las cuales se 

organizaron los residentes adoptan di versa conformación y ello 

porque la problemática en Tlatelolco adquiere matices corres--

pendientes al tipo de pobladores ahí asentados. El consejo 

de edificios en administración, con 11 años de existencia legal, 

la Asociación de Residentes de Tlatelolco con 6 años de existir, 

el Frente de Residentes de Tlatelolco, representante de la 

totalidad de la población y la Coordinadora de Cuartos de Azotea, 

componen las principales figuras asociativas de una población 

empeñada en demandar recimentación de los edificios y mantenimien­

to porque el agua alojada en las cisternas que surten ese líquido 

reblandecía el subsuelo. En el caso de los habitantes instalados 

en los cuartos de azotea, estimados en 1,200, sus reivindicaciones 

centrales son dos: a) Defensa en contra de arbitrariedades 

de funcionarios públicos y b) acceso a una vivienda para cada 

familia. 

El movimiento inquilinario logra sumar adeptos de un número 

amplio de barrios y colonias populares: la Doctores, la Emiliano 
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Carranza, la Valle Gómez y tantas más encuentran en la organiza­

ción y movilización vecinal los mecanismos para enfrentar los 

acapa1'amientos de propiedades, demandar el derecho a la VJ.Vienda, 

contener la especulación inmobiliaria e iniciar fórmulas negociarl~ 

ras con los propietarios. No tienen, al principio, r.iayor~s 

apoyos que los acumulados durante varios años de resistencia. 

Las articulaciones intervecinales son aún incipientes, procuran 

resolver sus problemáticas en forma aislada o bien agregándose 

a plataformas partidarias. Ante el Estado no son reconocidas 

como interlocutoras, antes al contrario, el aparato institucional 

interpone el derecho individual como la vía idónea para· dirimir 

los conflictos entre propietarios e inquilinos. 

Algún resultado consiguen las organizaciones después de tanto 

forcejeo al promulgarse en 1984 la ley inquilinaria. Al margen de 

las limitaciones existentes en dicho ordenamiento regulador, 

es innegable que la movilización popular logra que un problema 

propuesto, como ha sido la especulación inmobiliaria, traspase 

el ámbito de lo cotidiano familiar. 

Cierto es que la legislaci6n de la vivienda en alquiler es 

también producto de presiones y negociaciones desatadas por 

el capital inmobiliario, ello en virtud a la vieja demanda 

por disolver la ordenanza que amparaba las rentas congeladas, 

empero la presi6n social orquestada por las organizacióncs 

vecinales va a ser un factor decisivo en la puesta en marcha 

de la Ley correspondiente. 
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Resumiendo, el movimiento popular urbano, del centro de la 

ciudad, se desarrolla para contener la especulación inmobiliaria, 

enfrentar los programas de reordenación urbana, mismos que 

pretenden desalojar a los inquilinos de amplio arraigo en las 

vecindades, oponerse colectivamente a las alzas desorbitantes 

de las rentas, evitar los desalojos y juicios de deshaucio, 

Organizarse para defender la vivienda y el barrio se vuelven 

premisas básicas de las uniones vecinales consti tuídas antes 

del sismo. 

1.1-Bl movimiento popular durante los siemoe 

Al ocurrir los terremotos, como ha sido señalado en varios 

trabajos, las autoridades capitalinas y federales muestran 

falta de capacidad para atender en condiciones de emergencia 

a la población damnificada. Nadie efectivamente esperaba los 

sismos¡ nadie tenía experiencia. Ninguna persona poseía equipo 

adecuado para rescatar a las victimas de un terremoto. La 

población debió auto-organizarse, aprovechar la infraestructura 

social edificada en las jornadas contra los caseros y ponerla 

al servicio de las contingencias. La conciencia de la necesidad 

de movilización y organización resurgi6 de manera impactante. 

Los vecinos se hacen cargo de las tareas de rescate, distribución 

de agua y comida, instalaci6n de campamentos y albergues, apunta!! 

miento y/o reparación de las primeras viviendas, remoción de 

escombros y peritajes apoyados por técnicos de instituciones 
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educativas de nivel superior. Emerge lo que alguién definió 

como "capacidad colectiva de actuar y decidir". 

Bajo el marco del desastre y la emergencia, los habitan tes 

convertidos en colectivos soci&les surgen ahora para denunciar 

nuevas arbitrariedades de los propietarios de inmuebles y, 

con mayor vigor y entusiasmo, para demandar la res ti tuci6n 

o reparación de sus viviendas. 

Durante las dos úl t\mas semanas de septiembre se desarrollan 

movilizaciones de damnificados. Denuncian ante el poder legislat! 

vo la falta de atención a sus necesidades apremiantes. La 

población busca interlocución sin obtener respuestas. Las 

autoridades por su parte plantean que los damnificados se instalen 

en albergues mientras logra definirse la estrategia a seguir 

con ellos. No obstante, entre los vecinos están latentes viejos 

temores y no sin razón se oponen al traslado. 

La memoria colectiva tiene muy presente las intervenciones 

gubernamentales por desalojarlos. Gradualmente va articulándose 

un movimiento con sentido_de ritmo. Las organizaciones vecinales 

de la Morelos, Tepito, Tlatelolco, la Guerrero, el Multifamiliar 

Juárez y muchas más, juntas o por separado, estructuran lineas 

de acci6n, programas concretos y reclamos básicos: 

Cr6ditos para reponer la vivienda y materiales de construcción 

Participación en los peritajes 

Respeto al arraigo vecinal y no modificación del uso del 
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suelo 

Detener las acciones fraudulentas, abusos y desalojos de 

los propietarios de inmuebles 

Congelamiento de rentas 

Expropiación de terrenos baldíos para construir viviendas 

De la demanda contenida en el último punto pasan a otra propuesta 

que más tarde cobrará al ta significación: expropiar predios 

en beneficio de los afectados. La demanda de expropiación 

va a articularse con el inicio de un proceso modificador de 

las relaciones entre las instancias estatales y una proporción 

de la sociedad civil. El temor del aparato estatal de perder 

consenso y ver alterada la paz social, le obliga a establecer 

una confrontación de ideas con las representaciones vecinales. 

La negociación, antecedente de la concertación, se instituye. 

como mecanismo de equilibrio, como dispositivo para conr.".:n~r 

un conflicto que se aproximaba a su punto máximo de erupción. 

El movimiento vecinal crece y se multiplica. Las calles son 

nuevamente escenario de denuncia y presión. Hasta ese momento 

el Estado venia atendiendo los requerimientos por separado, 

ello con un doble propósito: desarticular la insurgencia vecinal 

e ir aplacando el conflicto que se condensó en el problema 

de la vivienda. Con el anuncio del Programa Emergente de Vivienda 

se empieza a dar respuesta a los damnificados de las unidades 

administradas por el Estado, como a los estratos medios 
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de condominios adquiridos en el mercado privado de la vivienda. 

El S de octubre de 1985 es consti tuída la Unión de Vi:'cinos 

y Damnificados 19 de Septiembre. La integran básicamente familias 

de las colonias populares. Reiteran demandas aún sin satisfacción: 

restituci6n de casas, representación de damnificados en el 

Fondo Nacional de Reconstrucción, realización de un censo de 

damnificados. Cinco días más tarde ocurre una nueva manifestaci6n 

exigiendo al Presidente de la República la expedici6n de un 

decreto expropia torio. En ambas partes del entramado social 

y polftico se gestaban decisiones: los damnificados sin atención 

anunciaban traslado de todos los campamentos, al zócalo si 

no se resolvían sus peticiones. Algún resul tedo encontraron 

les movilizaciones, los plantones, las conferencias de prensa, 

los mitines y, sobre todo la organización vecinal. El movimiento 

popular veda coronados sus esfuerzos cuando el 11 de octubre 

el Presidente de la República decreta la expropiación de predios 

en las colonias dañadas por los sismos. La demanda popular 

es finalmente atendida por el Estado. La medida beneficiaría 

y según las autoridades capi talines a 180 mil damnificados. 

A su vez se anuncia la creación del organismo llamado Renovación 

Habi tacional Popular. 

La acción expropiatoria es recibida con júbilo, miles de afectados 

realizan una manifestación a la residencia presidencial para 

apoyar la expropiación, pero también avanzan con el propósito 

de demandar la extensión del decreto a zonas dañadas no incluidas. 
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Los vecinos no se dejan llevar por espejismos. Advierten la 

presencia de una coyuntura que bien puede significar el principio 

para impulsar una reforma urbana que abarcada el conjunto 

de la probler.ática de las zonas afectadas y de la c~udad en 

su conjunto. Observan con cautela el acto expropiatorio pues 

de nueva cuenta preveen que ello puede traducirse en el tan 

anhelado desalojo reclamado por los programas reordenadores 

desde los cincuenta. 

El decreto, tal y como fue publicitado en diversos medios, 

contenía múltiples errores, razón por la cual es revisado de 

manera que se reducen más de mil casos y es exigida la ampliación. 

Vecinos de la colonias Doctores, Obrera, Buenos Aires y Algar!n 

marchan hacia el Palacio Legislativo para solicitar la inclusión 

de 300 vecindades más de dichas colonias. Los vecinos de la 

Colonia Guerrero plantean por su parte la ampliación de manera 

que se expropien 500 predios de la colonia. 

A un mes de los sismos se realiza el I Foro de Damnificados 

y es constituida la Coordinadora Unica de Damnificados. Habitan-­

tes de aproximadamente 20 colonias, agrupados en asociaciones, 

frentes y uniones de inquilinos, establecen acuerdos de coordina-­

ción y unificación así como la elaboraci6n de un pliego de 

demandas entre las cuales destacan: participación de la CUO 

en las instancias creadns para la reconstrucci6n, suspensión 

del pago de la deuda, créditos según las posibilidades económicas 

de los afectados, ampliación del decreto expropiatorio, congela--
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miento de rentas, restitución de la vivienda. 

Las demandas planteadas deben tener alguna resonancia, por 

ello el 26 de octubre marchan por las calles unos 30 mil habitan-­

tes y solicitan audiencia con el Presidente, pero el diálogo 

insti tuído en días pasados es parcialmente suspendido al no 

ser recibidos por el ejecutivo. Ante la negativa de ser escucha-­

dos, deciden plantarse en la plaza principal del centro capitalino 

por espacio d'! siete horas. Finalmente reciben atención del 

Departamento del Oistri to Federal y de la SEOUE. Este último 

organismo va a fungir como interlocutor para la negociación 

con los miles de damnificados. 

Después de varias intentonas, se integra una comisión negociadora 

compuesta por representantes de la CUD y el o.O.f., esta instancia 

jugará un papel de enlace entre la primera y las diferentes 

dependencias con quienes tendrán algún intercambio¡ las nuevas 

propuestas de ex?ropiación van a considerarse para un dictamen 

posterior, aunque el Regente capitalino ya había definido en 

otra ocasi6n que no habría rnás expropiaciones. 

Las pláticas van a permanecer estancadas por algunas semanas, 

existiendo diversos factores que influyen en cuanto a los pocos 

avances: por una parte la situaci6n económica del país, las 

medidas de austeridad implantadas para contener los efectos 

de la crisis que continúa su rumbo rebelde y acelerado¡ la 

falta de recursos financieros, la inviabilidad desde la óptica 
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ofici8.l de continuar expropiando. El movimiento popular ::Úgue 

instrumentando formas de lucha y organización tendientes 

exigir ·ta resolución de una problemática que se torna cada 

vez más compleja. El movimiento va madurando progresivamente, 

de las reivindicaciones inmediatas pasa a un nivel superior 

de reflexión, conciencia y planteamiento de alternativas: se 

propone un p!"oceso de reconstrucci6n en que las acciones redunden 

en un reforzamiento de la estructura urbana de los barrios, 

articular actividades económicas con proyectos de desarrollo 

social. 

En el marco de negociaciones interpenetradas, pues no es válido 

simplificar el carácter tanto de las conquistas sociales como 

del pacto propuesto por el estado para atender los problenas 

inmediatos a los sismos, el movimiento popular recurre de nueva 

cuenta a la movilizaci6n (el 26 de noviembre de 1985), para 

reiterar ante las autoridades demandas que parecían no encontrar 

salida. Luego se articulará con otras fuerzas sociales para 

avanzar en un frente que se bifurara, no de manera intencionada, 

en la búsqueda igualmente de respuestas a otro problema derivado 

de los sismos, como fue el empleo. 

El movimiento popular, durante lm; tres meses posteriores al 

terremoto, establece (o impone) una serie de características 

que permearán diversas iniciativas estables en materia dE> política 

habitacional. Luego del decreto exproplatorio emergían en el am­

biente dos interrogantes, ¿fue un logro o una concesión? en 
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la perspectiva de los analistas desvinculados del movimiento 

popular 1 no podia concebirse (la expropiación) como un logro 

genuino de los inquilinos por cuanto la dinámica de negociaciones 

"la impuso11 el Estado. En su opini6n los representantes del 

Estado concertaban citas que cambiaban de un día para otro, 

daban largas a las soluciones, ocultaban sus propuestas para 

vivienda y no daban respuesta a la demanda de ampliación del 

decreto expropiatorio. Asimismo, la penetración y desarticulación 

de las organizaciones vecinales, la imposición de convenios 

individuales y la conversi6n del régimen de propiedad, es decir 

la condominización de la vivienda, advert!anse como un conjunto 

de medidas orientadas a opacar por un lado el flujo popular 

y por otra a incrementar la credibilidad en las instituciones 

oficiales. 

Por otra parte, desde la 16gica del movimiento popular, el 

decreto expropiatorio -junto con otras acciones emanadas antes 

y después del mismo- no era una graciosa concesi6n gubernamental, 

sino el producto de una larga, profunda y decidida convergencia 

colectiva que impuso al Estado la necesidad de expropiar. 

El Estado debió modificar las formas de atenci6n, y diseñar 

una política especifica para los damnificados, debido a la 

presión ejercida por las organizaciones vecinales. El movimiento 

determinó las acciones del sector público. Aunque admiten 

la falta de respuestas concretas, no dejan de resaltar que 

la movilizaci6n popular se convirtió en factor decisivo de 
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la expropiación. En tal sentido conciben la decisión gubernamen-­

tal como un triunfo del l'!'.ovimiento urbano popular. 

Al margen de lo polémico que hay en ambas concepciones, una 

cuestión importante a considerar, o bien la mejor lección obtenida 

en la trayectoria de la lucha inquilinaria y el quehacer oficial, 

es que la determinación de expropiar no puede observarse ni 

simplificarse al nivel de mero logro popular, ni de concesión 

estatal. fue en todo caso un proceso de mutuas determinaciones 

e interlocuciones gestadas en la coyuntura de los sismos. 

En ninguno de los dos ejes de confrontación se contaba con 

opciones que pudieran en un momento dado sobreponerse. Al 

interior de las organizaciones vecinales se carecía de un proyecto 

que llevara a la estructuración de una nueva ciudad, o bien 

a la generación de políticas que produjeran un mejoramiento 

cualitativo de quienes han poblado la sobres aturada ciudad 

de México. Para un número amplio de damnificados se trataba 

de su primera experiencia; nunca antes habían accedido a las 

esferas donde se hace política y se toman decisiones. Ganaban 

la calle y con ello lograban salir de una situación de apatía 

en la cual vivieron inmersos durante décadas. En apariencia, 

la suma de esfuerzos les posibilitaba superar la perspectiva 

reivindicacionista que caracteriza a los movimientos urbanos, 

más en el fondo subyacía el concepto gremial. La unidad entre 

damnificados les di6 fuerza, identificación con actores sociales 

igualmente afectados. Lograron detener irregularidades cometidas 

por algunos organismos públicos. Aprendieron a gestionar colecti-
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vamente, aunque el término preciso debiera ser grupalmente. 

Sin embargo, la perspectiva del movimiento inquilinario, articula­

do con reivindicaciones de f'amilias pertenecientes a estratos 

medios, era una sola: restitución de la vivienda. Por lo 

demás. los planteamientos incorporados en terminas de deí.landar 

la situación de diversas necesidades sociales, como de redefinir 

los mecanismos de participación en la esf'era gubernamental, 

aparecieron sólo como complemento de puntos programáticos in~rodu­

cidos por organizaciones políticas que se fundieron con los 

inquilinos, 

En el centro de las demandas por los damnificados estaba principa!_ 

mente la de vivienda. El sismo desgarr6 una proporci6n significa­

tiva de predios ocupados por habitantes con niveles socio-ecOnómi­

cos heterogéneos. Al ver repentinamente destruidos sus espacios 

cotidianos, los habitantes de vecindades, departamentos 

inmuebles unifamiliares, eslabonan un conjunto de acciones 

orientadas a la satisfacción de su principal problema. El 

curso de las acciones se va decidiendo conforme progresan o 

se detienen las ofertas gubernamentales. La fuerza alcanzada 

les significará ser reconocidos como interlocutores y sujetos 

copartícipes en las decisiones y proyectos de reconstrucción. 

Empero, ese reconocimiento será sostenido en la medida que 

amalgamen sus formas asociativas, como sus demandas, a la lógica 

de participaci6n 1 gestión y resolución insti tuídas por los 

gobernantes, en la coyuntura de emergencia social y de vigencia 
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inmediata. 

El grupo gobernante 1 por su parte, cuya política habi taC"ional 

aplicada durante varias décadas se caracteriza por potenciar 

la construcción de inmuebles para sectores reducidos de la 

población capitalina, en la coyuntura de los sismos carecerá 

aparentemente de estrategias para resolver el problema de las 

viviendas destruidas¡ esta situación debe considerarse con 

la relatividad del caso,pues es preciso recordar que la categoriz!!_ 

ción de los damnificados en tres grupos no surge de manera 

espontánea, sino como una extensión de estrategias habi tacionales 

ensayadas con anterioridad, así 1 los habitan tes que residían 

en conjuntos administrados por el propio Estado reciben ofertas 

de vivienda en la periferia y créditos para su adquisición; 

con respecto a los residentes en predios privados o unifamiliares 

se instrumentan apoyos financieros otorgados por organismos 

como FOVI-BANCA y AURIS. De suerte que hacía estos grupos 

la política gubernamental no es redefinida sino sólo adecuada 

con base en mecanismos preestablecidos por los organismos de 

vivienda. Es con los es tratos de bajos recursos y no asalariados 

donde tropezará la estrategia aplicada desde que se propuso 

atender a los sectores populares, y ello por una cuestión: 

FONHAPO cuenta únicamente con dos líneas de apoyo, es decir 

apoyo para la autoconstrucción y mejoramiento de la vivienda. 

La primera línea se ven!a empleando o promoviendo con la población 

asentada en la periferia, pero resultaría difícil instrumentarla 
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entre las familias del centro por no contar con antecedentes 

o una práctica de participaci6n en esa direcci6n. Si acaso 

en la Colonia Guerrero, que unos meses antes de los sismos 

logró edificar sus viviendas recurriendo al sistema de autocons-­

trucción, pero la totalidad de afectados carecia en absoluto 

de esa tradición. Desde esa limitante el Estado tendrá que 

ir asimilando las propuestas sugeridas por las organizaciones 

vecinales al tiempo que ir formulando acciones innovadoras 

o mínimamente ajustadas a las condiciones prevalecientes. La 

posibilidad de reubicar a los afectados en unidades habi tacionales 

ubicadas en la periferia chocaba con la larga situación de 

arraigo vecinal e identidad con sus barrios. Adquirir predios 

en un espacio generalmente sujeto a los vaivenes de la especula-­

ci6n inmobiliaria tampoco resolverla el problema, en primer 

lugar por la escacez de recursos financieros que permitieran 

cubrir la adquisici6n de suelo 1 en segundo lugar porque los 

costos de construcción rebasarían considerablemente las expectati­

vas previstas para vivienda y con dificultad la poblaci6n cubriría 

los importes correspondientes; en tercer término porque discrepaba 

de criterio social. De manera que la voluntad de expropiar 

no aparece como un mero acto de concesiones ante la presión 

popular sino en e 1 marco de limitaciones técnicas 1 físicas, 

financieras y sociales. La movilización vecinal le imprime 

fuerza y legitimidad a la decisión expropiadora, pero, reiterarnos, 

no la determina. El Estado tampoco dispone de un proyecto 

para la reconstrucción en la coyuntura de emergencia, dispone 
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si de infraestructura técnica para promover vivienda popular 

que sin embargo está muy distan te de las necesidades inmediatas. 

La propia dinámica de emergencia lo obliga a estructurar estrate-­

gias con base en las características de los barrios, de acuerdo 

a las negoc tac iones sostenidas con las organizaciones y en 

función de las propias restricciones presupuestarias. 

Observado con objetividad, prescindiendo del triunfalismo guberna­

mental y el que las organizaciones sociales suelen imprimir 

a todo aquello que "arrancan" al Estado, el decreto expropiatorio 

y la reconstrucción deben entenderse bajo el marco de condiciones 

impuestas por la emergencia. Por la via de los hechos se tuvo 

que perfilar una forma nueva de hacer las cosas directamente, 

sin la soberbia de los planes. El problema de la vivienda 

no cabia en ese momento abordarlo ya únicamente como una cuestión 

de orden jurídico y técnico, pues ambos habían sido rebasados 

por las exigencias de la población¡ la coyuntura de emergencia 

demandó atender la cuestión habitacional como un asunto social 

que presupuso, además, políticas púolicas muy transparentes, 

para posibilitar el acceso a la vivienda digna por parte de 

los damnificados. El paralelismo entre las demandas sociales 

de los damnificados la necesidad de diseñar un conjunto de 

medidas capaces de frenar la especulación inmobiliaria y de 

intervenir en las cosas dejadas a la inercia, . condujo a la 

articulación obligada de las organizaciones vecinales con las 

instituciones del Estado, para resolver un problema que parecía 
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rebasar a ambas instancias. Lo que también quedó claro es 

que la movilización vecinal contribuyó para influir en la esfera 

gubernamental a fin de que ésta iniciara un proceso de rearticula­

ción de las funciones urbanas que dañaran los años y los sismos. 

Fue tambi~n visible el surgimiento de un compromiso político 

del Estado con los grupos sociales, reconociéndolos como interloc~ 

torea, respetando sus prácticas autogestionarias y a sus organiza­

ciones, aún cuando se llegó a plantear que la participación 

independiente estuvo sujeta a la voluntad del Estado porque 

éste ejerce el monopolio de la política legítima, en los hechos 

ocurrió exactamente alrevés, la práctica política real y cotidiana 

del movimiento vecinal pudo perfectamente expresarse no tanto 

por la buena fé del Estado, sino por la propia legitimidad 

de sus demandas • 

El movimiento vecinal introdujo elementos de muy variado signific!! 

do para que el Estado diseñara y pusiera en práctica una política 

habitacional de nuevo tipo, dirigida básicamente hacia los 

sectores sociales de menos recursos. 

Independientemente de que tal política ocurrió bajo una coyuntura 

de emergencia, en los hechos la acción gubernamental mostró 

capacidad para dar respuestas concretas a los habitantes damnific! 

dos¡ gener6 instancias institucionales para resolver el apremiante 

problema de vivienda de los sectores populares; instituyó un 

mecanismo crediticio para la población de bajos e inestables 

ingresos¡ respondió a los sectores populares reconstruyendo 
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las viviendas y garantizando el arraigo de éstos; para la 

ejecución de la política habitacional incorporó las demandas 

de los prlnc ipales actores sociales. 

El movimiento vecinal, sin síntesis, inauguró un estilo diferenci!!. 

do de relación entre el Estado y los sectores populares, redefinió 

las formas clientelares prevalecientes hasta antes de los sismos; 

presionó para que el Estado fuera observado como una auténtica 

instancia dirigente, representante de los intereses populares. 
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CAPITULO 111 



III. LA RECONSTRUCCIOH EH VIVIENDA POPlJLAR 

1.- La acci6n gubernamental 

129 

Al realizarse la evaluación global de los daños producidos 

por los simos, los organismos guberna..7.entales se percataron 

de diversas dificul tadcs que con toda seguridad harían h.as 

compleja la tarea de reconstrucción. La estrategia expropiatoria, 

acompañada de la const.i tución de un orge..'lismo oficial encargado 

de promover, coordinar, financiar y ccnstruir viviendas pa:-a 

los da:-Jlificados del centro de la ciudad, no resultaban condicio--

nes su!'icientes para resolver la problemática inmediata. 

Una pr:i.lcra dificultad se dió en términos del perfil socio-econór • .!_ 

co que mostraba la población. De acue:-do con la información 

levanta.da por la SEDUE, se detectaba que casi el 83% de los 

jefes de familia estaba al margen de les principales programas 

de viv!enda. Ello cor.iplicaría la defir.ición de proyectos por 

cuanto se desconocía la capacidad eco:i6mica de las propias 

f'amilies por una parte; era incierto saber en Ql:J.e rnedida se 

podrían recuperar los apoyos f'inancieros proporcionados y también 

los mecanismos crediticios que se instrumentarían con los benefi--

ciarios. En el mismo sentido, solo un 57% de los encuestados 

contaba con trabajo de planta y de éstos el 72% percibían ingresos 

entre una y 2.5 veces el salario rnínimo. 

Otra dificultad correspondía a las carac:erísticas que tendría.., 

las viviendas. Se debían diseñar pro:otipos que asegurasen 

el arraigo y la cohesión social lograda por las familias corno 
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resultado de la extensa conviver,cia vecinal. Ello, a su vez, 

sugería r.:a."ltener el espacio típicamente definido para la interac­

ción cult"..:ral y cotidiana de las familias, es decir, el patio¡ 

procurar :a conservaci6n de la estructura tradicional de las 

vecindades que forman parte del acervo histórico de la ciudad 

de México. 

Se tendrían que construir aproximadamente 42 mil viviendas, 

porque Ct':'ca del 63. 9% de los inmuebles presentaban deterioro 

avanzado. Luego, los espacios reservados para ese propósito 

no debían rebasar la edificación de conjuntos familia:-es por 

arriba de 40 viviendas. Los nateriales de construcción debían 

también se:- de al ta resistencia técnica pero sin que significaran 

sobrecargas por el riesgo de volver a enfrentar si t\.laciones 

de vulnera.:ilidad que afectaran de nueva cuenta las construcciones. 

En ese ma:-co, habían también que anticipar áreas pera alojar 

provisiona::iente a las familias durante todo el tier.ipo que 

durara la construcción de las nuevas viviendas. Más esta acción. 

supon la pf:-suadir a las familias para su reubicación te.".':poral, 

lo cual ts..11poco era bien percibido por éstas -un poco pc..r el 

temor late:;te de ser desalojados como venia siendo la tendencia 

de otros p:-:>gramas rcordcnadores-. 

Un elemen~::; más que complicaría el proceso de reconstrucción 

corresponde a la escasez de recursos financieros para llevar 

a cabo ta::. significativa tarea. Los recursos captados mediante 
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el fondo de reconstrucción se hablan canalizado para atende:­

prioridades tales como edificación de hospitales, escuelas 

y otras más. Las autoridades hacendarias enfrentaban fuertes 

renegociaciones con la comunidad financiera internacional. Con 

respecto a las donaciones enviadas por fundaciones y grupos 

privados del exterior había ciertas reservas, motivadas po:­

·1a imagen deteriorada y estereotipada hacia el gobierno 

mexicano. 

En suma, la incertidumbre prevaleciente en los planos de carácter 

t~cnico, social y financiero· estaban generand~ la prolongación 

de respuestas concretas y auspiciaban con ello la aparición 

de malestares sociales que pudieron derivar en rompimiento 

de la paz social o bien en la aparición de condiciones explosivas 

que desbordarían los controles establecidos por la sociedad 

pol!t!ca. 

Bajo esas circunstancias marcadas de nueva cuenta por la adversi-­

dad el 13 de t"Layo de 1986 más de 80 organizaciones sociales 

de damnificados, universidades, grupos técnicos de apoyo, colegios 

de prof'esionistas, cámaras, asociaciones y fun~aciones, fir~an 

con la SEOUE, el Departamento del Distrito Federal y Renovación 

Habitacional Popular, el convenio de concertación democrática 

para la reconstrucción de vivienda. 

La concertación denocrática viene a redefinir las relaciones 

típicas establecidas entre gobernantes y gobernados. Se erige 
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co::::> un mecanismo de participación y diálogo entre los sectores 

sc::iales del ámbito urbano. 

Para el director de Renovación Habi tacional, la firma del convenio 

"no tiene precedentes por su singularidad, por la buena fé, 

por el interés, por el apoyo y ;>or el respaldo que todos los 

par~icipantcs en el han mostrado •.• se trata de unir voluntades 

en torno a un objetivo concreto: restaurar el daño causado 

por los siseos y rehacer lo destruido cuando sea necesario". 

La ?residente de la Federación de Comités de Reconstrucción, indi­

có: 11 En el proceso de negociación que ha concluido con este 

cor.venia la Federación ha postulado tres puntos fundamentales: 

a) respeto a las organizaciones con una vocación pluralista 

pero atendiendo debidamente el p!:-so real de cada una en las 

zones afectadas, b) concertación democrática para atender las 

legítimas demandas de los damnificados •.• y c) claro criterio 

social en la aplicación de los recursos y en las decisiones 

de financiar.iento y construcciónº. 

El Secretario de la SEDUE, haciendo un recuento constructivo 

del proceso de negociación llevado a la consumación de la 

fir::ia del convenio de concertación, expuso:" el 31 de marzo 

pasado, el Señor Regente y el Secretario de SEDUE, presentamos 

al c. Presidente de la República un balance sobre los programas 

de reconstrucción de vivienda popular. Sus instrucciones fueron 

precisas: en primer lugar, proceder a una negociación general 
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que sc..":'iara los esfuerzos del got~erno y toda la sociedad, en 

las ta.-eas de la reconstrucción. .~imismo, precisar los términos 

del fi:-:.anciamifnto, las necesidades de recursos fiscales, concluir 

la ne,goclació:i con el Banco Mur::!ial y establecer condiciones 

crediticias qce permitieran acelerar los trabajos constructivos, 

atendiendo a un claro criterio de j:.:sticia social". 

Las instruccic!'les emitidas por el Presidente debieron traducirse 

en inicio del diálogo con cada una Ce las organi:acioncs vecinales, 

con base en criterios de respeto al pluralismo, igualdad de 

condiciones, reconocimiento de la presencia real de éstas en 

las vecindades y zonas afectadas. 

LH. solicitud de diá".ogo permanen-:e colocada en el centro de 

las de:::andas expuestas por las o:-ganizaciones de damnificados 

tuvo cabida al momento de ser sugerida por el Presidente. 

Las or&anizaciones pudieron enton=es expresar sus puntos de 

vista, reiterar sus demandas y discutir con amplitud cada una 

de las decisio:-,es que les pudieran af"ectar. la ardua y compleja 

tarea Ce conce:--tación con las orga.::.izaciones implicó el acuerdo 

con cada familia respecto al proyecto arquitectónico que debía 

implantarse, dialogar en términos de la .disposición interna 

de la vivienda y los espacios comúnes que recibiría, las condicio­

nes de pago con las que quedaba comprometida y las formas de 

tenencia observadas en lo sucesivo. 

En el caso de los organismos no gube:-:lar.ientales (y con universida-
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des públicas Y1 privadas) el procedimiento fue similar, 1 aunque 

debieror. precisarse aspectos relacionados con la res;>onsabilidad 

de éstos en materia de decisiones técnico-constructivas y de 

financia-:'liento. 

En térr..!nos generales, el convenio de concertaci6n contemplaba: 

llevar e cabo acciones de vivienda para una población estimada 

en 250,000 habitantes. Las organizaciones oriente.rían a las 

familias afectadas para que firmasen contratos de corn;>ra-venta 

con Rencvaci6n Habi tacional Popular; se firmaría un solo contrato 

de cor..pra-venta y obtención de crédito: cada contrato establecía 

que la venta quedaba libre de gravámenes y respor.sabi 1 i dades 

de los beneficiarios reconocidos por el programa; el precio 

de venta de las viviendas nuevas sería de dos millones ochocientos 

noventa y seis mil pesos, incluyendo la adquisición del terreno; 

con res;:ecto a la forma de pago, se sostuvo que se realizara 

mediante abonos mensuales equivalentes al 30% del salario mínimo 

vigente en el Distrito Federal¡ con un interés a.~ual sobre 

saldos i:-.solutos del 17%, sin enganche ni anualidades y contando 

con un p:azo para finiquitar la vivienda de 8 años y medio•. 

El conver.io previó también acciones para benef'iciar damnificados 

cuyas V~"J'iendas requerirían rE"paraciones o rehabilitaciones 

menores, estableciendo formas de crédito y pago del mismo. 

Se inclu_t"6 igualmente un clausulado para atender demandas de 

Con el pro;:5sito de profundizar en este punto, les reco;:iendamos 
consultar el trabajo "Sistema de Recuperación de los Créditos de Vi­
vienda otorgados a los damnificados de la Fundaci6n para el Apoyo de 
la Comunidad". (Mimeo). Septiembre, 1987. 
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peque:tos comerciantes que ocupaban accesorias en los inmuebles 

incluidos en el programa de R.H.?.• 

Quedó establecido que la forma de tenencia para las vivie:idas nue-

vas era la figura jurídica Ce condominio, que la escri tu rae ión 

y el :-egistro corrían por cuenta del organismo y en los contratos 

se anticiparon claúsulas para proteger a los propietarios contra 

la especulación inmobiliaria. Respecto a personas imposibi 1 i tadas 

para pagar las mensualidades, se indicó que, previo estudio 

socio-económico, recibirían apoyo del propio R.H.P. o de los 

organismos no gubernamentales.•.• 

Finalr..ente se instrumentaron diversas estrategias encaminadas 

a dar alojo provisional a los damnificados, en lo que se 

construían reparaban o rehabilitaban las viviendas. 

A un Q.ño de haber ocurrido los simas, el balance realizado 

por los dive?"sos organismos participantes en las tareas de 

reconstrucción indicaba que un 88% de las obras se encontraban 

en proceso de construcción. Hasta ese momento, se habían realiza-

do 795 reparaciones menores 1 6 1 655 rahabi 1 i taci enes Y 37, 055 

viviendas nuevas estaban en proceso de conclusión. Fueron 

entregadas a esa fecha, 6,22.G viviendas y 41, 710 certificados 

personales de derechos. 

Con el propósito de profundizar en este punto 1 les recomendamos consul­
tar el trabajo 11Sistema de Recuperación de los Créditos de vivienda - -
otorgados a los dar..nificados de la fundación para el Apoyo de la Comu­
nida~_". (Mineo). Septiembre, 1987. 

"•Con todo detalle en el apartado correspondiente a los organismos no gu­
bernamentales, se describirán las principales éaracter!sticas de un Fi­
deicomiso para apo,v01· personas iríabi litadas, creado por ld Cruz Roja -­
Mexicana y la Fundación para el Apoyo de la Comunidad, A.C. 
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Los esfuerzos no guardaban procedentes y pese a no haber siCo 

resueltas la totalidad de demandas, en el ambiente se percibían 

condiciones de trabajo, apenas equiparables a las inmediatas 

de los sismos. Comenzaba a superarse la situación de desastrf, 

poca credibilidad y tensión entre las organizaciones socieles 

de da.71ni ficados. En el mismo sentido, la incertidur.ibre financie­

ra parecía aclararse t;tl iniciarse el proceso de recuperación 

de los créditos asignados. En octubre de 1986, 2,629 familias 

pagaban las mensualidades correspondientes, mismas que permitirían 

diversos movimientos para continuar reparando, reconstruyer:do, 

etc. En este contexto se creó el Fideicomiso de Recuperación 

del Programa de Renovación Habi tacional Popular (FIDEF..E). 

Entre las razones que se esgrimieron para crear este organis:no 1 

están la disciplina financiera presentadaenla parte de la inver-­

si6n elegible del eré di to, la necesidad de mejorar la experier:cia 

en poÜtica de subsidio para programas de vivienda, así como 

la necesidad de tomar en cuenta que el tiempo máximo de amortiza­

ción fué calculado en ocho años y medio. 

Inicialmente, se había previsto que el FONHAPO, como organismo 

ejecutor del crédito, se abocara a la recuperación directa 

de los créditos en su mecanismo tradicional de otorgamie~to 

crediticio 1 pero dado el volumen de cuentas individuales no 

tiene capacidad para hacerlo. 

ConsiCerando también que R.H.P. será liquidado en 1987 al haber 

cumplido sus f"inee de acuerdo a su programa ·de operaci6n, y 
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habiendo evaluado diferentes al terna ti vas como son el apoyo 

de las sociedades nacionales de crédito, el apoyo del FIVIDESU, 

o el de la Tesorería del D.D.F., se encontró que el mecanismo 

de recuperación más adecuado es la instru!l\entación de la cobranza 

vía bancos, y su administración a través de un :;:.equeño Fideicomiso 

que se financiará de un porcentaje de la prcpia recuperación. 

En materia de empleo, las construcciones estir.ialaban la generación 

de aproximadamente 114,000 empleos directos indirectos. 

La industria de la construcción, importante sector impactado 

fuertemente por la crisis económica, acusaba cierto repunt~ 

al participar, en uno de sus componentes, con 800 constructoras. 

En diciembre de 1986, el proceso de recons-:rucción adquiría 

una faceta más dinámica, caracterizada por la disponibilidad 

de recursos y el ampl lo avance que se observaba en el desarrollo 

de las· obras. De acuerdo con los datos proporcionados por 

R. H. P., se proporcionaron 41, 877 certificados, lográndose con 

ello el cumplimiento de un 99% respecto a lo programado.• 

!n cuanto a obra o vivienda terminada, el avance r.oslrado era del 

50 por ciento (21,188 viviendas estaban terminadas). El presupue! 

:o previsto para vivienda provisional como definitivo, cuantifica-

• Fina:.mente entre R.H.P., organizaciones no gubernar.:entales y organiza­
cion~s de vecinos se apoyaron 2,993 predios, 44,852 viviendas y 3,670 
pccesorias. 
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do en 200 1 512.6 r.;.illones de pesos ocupaba un sobregiro significativo, 

pues en esa fecha la inversión total era de 233,163 millones. La ad­

judicaci6n beneficiaba a sólo un 25% de las familias (10,438 viviendas 

habían entregado). Aunque ésta no impactaba directamente en la recc­

peración financie:-a porque los beneficiarios disponían de un mes de -

11gracia 11 para lle·;ar a cabo lo relativo a n:uCanzas y regularización -

de sus mensualidades. 

Al 15 de septier.ibre de 1987, de 2,993 predios, 44,862 viviendas 

y 3,670 accesorias a entregar, se habían entregado 2,950 predios 

43, 599 viviendas y 3,615 accesorias. De estas acciones entregadas, 

a esta fecha se habían liberado. 2,261 predios, 29,977 viviendas 

y 1,941 accesorias. 

Asimismo, de las .43,599 viviendas y 3,615 accesorias entregadas 

por R.H.P., 1,412 viviendas y 17 accesorias fueron cedidas y entrega­

por el Pro~rama Emergente de FASE 11. Esto sin contar que existen 

acclones mixtas, o sea, donde gente perteneciente a predio no 

expropiado o Fase 11, ha sido reubicada a predios expropiados 

(l!.H.P.). 

Con esto parece que concluye una etapa de la política habi tacional 

más audaz y sin precedentes en los canales de la estrategia 

gubernamental instrü::ientada para atender r.ecesidades de los 

sectores sociales de más bajos ingresos. Conc 1 us i ón que es 

también inicio, búsqueda y mul tipl ic&ción de esfuerzos orientados 

a superar viejos lastres derivados de un proceso de crecimiento 

urbano, desordenado, que produjo la especulación inmobiliaria, 
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el encerecimiento del suelo y la reproducci6n de necesidades 

sociales insatisfechas, como el caso de la vivienda popular. 

Sin embargo, el Prograrr:a Emergente de Vivienda: Fase I 1, está 

en rnarcha abarcando un universo de acción definido, a 12 mil 

familias•, pero el mismo pone en evidencia el conjunto Ce intere-

ses contr2dictorios que están presentes en el mercado y:""ivado 

de vivienda popular y las dificultades que deben enfrentar 

las instituciones gubernamentales y organismos no guberr.ar.:entales 

que desean incidir en el mismo. 

El programa Fase II atenderá, de manera preferente, inmuebles dañ! 

dos por los sismos ubicados en las delegaciones políticas 

Cuauhtémoc, Benito Juárez, Miguel Hidalgo, Venustiano Cé.:-ranza, 

Gustavo A. Madero, Iztacalco, Azcapotzalco, Iztapalapa y Alvaro 

Obregón. 

Para el lo se firmaron el 9 de septier;;bre de 1986 unas bases 

generales de entendimiento entre las s igu1entes organizaciones: 

SEDUE, O.D.F. y FONHAPO, y organizaciones no guberné:.::'1er.tales: 

UNICEF, Cruz Roja J.!exicana, Fundación para el Apoyo de la Ccmuni-

dad, A.~., Comité Ecuménico para la Ayuda a los Dar-"lificados 

y, Programa J.ietodista de Vivienda. 

Las organizaciones no gubernamentales que aportan apoyo económico 

podrá hacerlo de dos maneras; 

•se reconoce c:;ue sólo se apoyarán 672 predios de las aproxir.:aCamente . 
3,000 solicitudes. 
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A.- El, financiac!ento que los no gubernar.i.entales otorguen a cada 

beneficia:-io será complementario del que sea otorgado por el 

Gobierno fed!ral a través de FONHAPO. 

- Cada acció:: de vivienda que intervenga FotlHAPO, tendrá un 

valor hasta por el equivalente a 1,765 v.s.m.d. (veces sa­

lario mínü:o diario en el D.F.). De la anterior cantidad 

FONHAPO fir.anciará a largo plazo, 1,350 v.s.m.d. En el e!! 

tendido de que aún cuando el costo de la acción sea supe-­

rior a 1,765 v.s.m.d., el Programa se hará responsable de 

la terminación de la vivienda. 

- Los no gubE::-narnentales podrán aportar como donativo y /o -­

préstamo sin intereses, una suma por vivienda nueva o reh! 

biliz.ada, equivalente a 415 v.s.m.d., compuesta por una -­

aportación adicional de 265 v.s.m.d. y un enganche de 150 

v.s.m.d. 

- Los no gubernamentales podrán hacer aportaciones mayor de 

415 v.s.r.i.d. con el propósito de que se reduzca el monto 

de financi<?!:iento de FONHAPO. 

- La aportación de los no gubernamentales se realizará en b;! 

neficio directo a los vecinos para ser usado indistintame!! 

te 1) como pago para la adqusición de los inmuebles, y 2) 

como pago de acciones que faciliten el inicio de las obras, 

como son: estudios técnicos, demolición, preparación del -

terreno, co:::pra de materiales, etc. 
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B.- Los no gubernamentales podrán financiar has:a cien por ciento 

el costo de un accion de vivienda. 

Es muy posible que de no haberse presentado la coyuntura de los 

s!smo, la politice habitacional seguida por el Estado mantendría 

la tendencia experimentada durante dé-cadas. ::s también válido 

s;;poner que de no haberse movilizado la sociedad, particularmente 

les organizaciones de damnificados, las respuestas en términos 

Ce satisfacer demandas por una vivi~nda digna, se hubieran aplazado. 

Sin embargo, es preciso dejar sentado que por la coyuntura de 

les sismos, la organización y movilización .vecinal, como también 

·por la voluntad política de los gobernantes, la poHtlca habitacional 

debió reorientarse. La reorientación se tradujo en diversas formas 

de beneficios que irradiaron lo mismo a los ~:-incipales actores 

de la rcconstrucci6n que a los impulsores. la población se 

le presentó la posibilidad de acceder a crédj tes tradicionalmente 

reservados ·para los estratos medios. Los o:-ga.,ismos de vivienda 

debieron flexibilizar, por lo menos en la te:-.poralidad dictada 

pcr la reconstrucción, sus mecanismos y condiciones crediticias. 

Les sismos. demostraron, en suma, que si es p~sible llevar a cabo 

p:-ogram8s de vivienda para los sectores pc¡:m~ares, sin existir 

r:esgos de nula recuperación. 
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2.- LA PARTICIPACION DI! LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES 

Describir la participaci6n de las organizaciones no gubernamenta­

les e:: un trabajo como éste, enfrenta diversos riesgos. Tal 

vez el mayor de ellos es que no se consideren los diversos 

esfue:-zos realizados por las instancias de la sociedad civil 

que de alguna manera apoyar:>n el proceso de reconstrucción¡ 

es igualmente posible que en el afán por recuperar la "raemoria 

colectiva de los sismos", se omita el concurso de cientos 

de miles de personas que_, ya removiendo escombros, preparando 

refrigerios, diseñando, apor~ando al¡ún recurso, contribuyeron 

decisf".·amente en una tarea de al to significado no sólo nacional 

sino r:undial, ésto último por cuanto a tiempo para reconstruir 

se ref!ere. 

Lo más relevante de la participaci6n instrumentada en esas 

instañcias es que desde los momentos más apremiantes de los 

sismos r:iantuvieron relaciones a distinto nivel con las autorida­

des feCerales, con los mismos damnificados y entre las propias 

organizaciones. La coordinación desplegada se significó por 

la bús;ueda de un objetivo central: apoyar la reconstrucción. 

Ya fuera mediante donativos, construcción de viviendas, elabora­

ción de proyectos para pror.iover la autoconstrucci6n, y tar..bién 

distribyendo bienes de uso duradero y no duradero entre la 

población damnificada¡ asimismo, una realidad inobjetable 

fue que su participaci6n no se interrumpi6 (ni se ha int~rrumpido) 

durante las diversas etapas implicadas en los trabajos de 
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reconstrucción. 

En aportaciones anteriores hemos tratado de explicar la articula-

c16n que para lograr la reconstrucción se di6 entre el Estado y -

las organizac!.or.es populares. Sin embargo, con todas las rese:---

vas del caso, necesitaríamos incluir e:l e-sta articulación la par-

ticipac:ión de las organizaciones no guber:-;amentales. 

Si se mide la participación de las organizaciones no gubernament! 

les en términos cuantitativos, sea indistintamente por el número 

de viviendas construidas o recursos financieros utilizados en es-

te proceso, 12 participación medida única:--.ente en relación a lo -

realizado por Renovación Habitacional Popular, podemos afirmar --

que impacta en alrededor del 15% de lo realizado por este organi:;! 

mo federa•. Con estos datos se puede pensar en un esfuerzo irnpo! 

tante pero no r.iuy significativo. Ahora bien, cuando medimos el -

esfuerzo en relación a otroa parámetros, lo realizado por estas 

organiz'aciones tiene un impacto diferer:te. Por ejemplo los recur-

sos financieros utilizados en la reconstrucción son equivalentes 

a la inversión total realizada por el FOVISSSTE en 1985; represe!! 

tan también 2.5 veces la inversión total de FONHAPO en ese mismo 

año. En otro contextO, estamos hablando de recursos semejantes 

a los utili%ados por el Gobierno en alfabetización, uno de sus --

programas prioritarios, durante tres añ::is seguidos. Sin embargo, 

creemos que la partic.ipación de las organizaciones gubernamenta-

les había que analizarla de acuerdo a su influencia cualitativa 

en el proceso de reconstrucción, como uno de los importantes -

agentes que intervinieron e influencia:"'ion en el diseño 

instrumentación de la polltica 

•Se calculó en base a lo realizédl perlas organizaciores no ~es 
en predios expropii:d:s y ro expn:piaó:s¡ en estos úl tirrc& sobre la base del 

~cy{cnoertac:Jfn d!m:x:rática. EslB!Ds dejaroo fuera lo reallla<h en la lle 
. . "acx:laie!i de Bl.,,....tar !tt!al y fltpleo. •· 
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de vivi~nda adoptada en forma inmediata a los sismos 

de 1985. A pesar de ello, es necesario considerar que para 

ponderar su impacto preciso en el proceso de reconstrucci6n, 

sólo es posible determinarlo a través de una investigación 

detallada que invlucre a buena parte de los actores no gubername!! 

tales, \·ecinales y oficiales que intervinieron en este gran 

esf\Jerzo. 

Entre las organizaciones no gubernamentales que han realizado 

acciones de vivienda, debemos mencionar a: 

-- Cruz Roja Mexicana 

- Fundación para el apoyo de la Comunidad, A.C. {FAC} 

- Centro Civico de solidaridad, A.C. 

- Progra.-:a Metodista de Vivienda lPROMEVI) 

- Fondo c!e las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) 

- Co11ti
0

té EcuménicoJlexictwio de Ayuda a los Oamni :ficados (CEKAD) 

- Fundación para el Desarrollo de la Comunidad y Ayuda Infantil 

A.C. (FUNDECAI) 

- Patronat.o Nacional de Promotores Voluntarios 

- Fundación Social Anáhuac, _I.A.P. 

- 5610 por Ayudar, A.e, 

- UNAll 

- Fondo U:tido Rotario. A.C. (FURAC) 

- Grupo J;uevas Alternativas, A.C. 

- Centro Operacional de vivienda y poblamiento, A.C. (COPEVI) 

- Cruz Roja Suiza 
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- Partido socialista de ~os trabajadores 

- Uniones de vecinos (Colonia Doctores, Gue:-rero, Peña Morelos, 

Ca:::pamentos Unidos, Nuevo Amanecer del Ba..-rio, etcétera. 

Una· descripción breve de las organizac!on~s más ir.iportantes 

que intervienen o in~ervinieron en el proceso de reconstrucci6n, 

es la siguiente: 

Cruz Roja l·!exicana 

Es una institución de asistencia privada con personalidad 

propia, según lo establecen sus estatutos, que son la máxima 

Ley dentro de la institución. Ti ene po~ objeto mantener los 

principios fundamentales, asumir en su o;:;ortunidad las tareas 

asignadas por los convenios de Ginebra, actuar en calidad 

de institución neutral en caso de conf!ictos bélicos. Así 

como capacitar personal voluntario para que actúe en situaciones 

de emergencia, reunir material sanitario, y contribuir al 

mejoramiento de la salud en todos sus aspectos. 

Su personalidad jurídica, está !"ijada por Decreto Presidencial 

del 21 de febrero de 1910, y con la ley de Instituciones de 

Asistencia Privada. En tal calidad tiene capacidad para adquirir 

enajenar y gravar, sin carácter lucrativo. 

A partir de los acontecimientos de sep":iembre de 1985, la 

Cruz Roja ~:exicana corrobor6 la necesidad de que la poblaci6n 

,:i vil debe estar preparada para poder enfrentar cualquier 

1esastre. Con este fin, ha redoblado sus esfuerzos para capaci-
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tarla en la prevención, actualizaci6n,'· y acciones poster:..:>res 

a desastres. 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UtHCEF) 

Está cons~i tuída corno organismo integrante de la organiza:ión 

de las Naciones Unidas (ONU), con carácter semiautónot:'lo ;ara 

estal'1ecer programas y aprobar presupuestos a través de su 

Juntt\ Ejecutiva de acuerdo a la resolución 57 ( I) adpo":ada 

el 11 de diciembre de 1946 y enmendada por la Resolución 417 

(V), aproba1a el lo. de diciembre de 1950 en las correspondie::tes 

asamt•leas generales de la Citada organización, y ·reconocida 

espedficar:.ente por el RepresPntante P~rmanente de :.~éY.ico 

en l.i ONU, a través de la carta de entendimiento firmada el 

20 de mayo de 1954. 

Que FU finalidad es cooperar con los gobiernos i:niembros de 

la oro y otros organismos afines 1 gubernamentales o no 1 para 

satis:'acer las necesidades de los niños de acuerdo a la si tuac~6n 

mediar.te acciones previst.as frente a factores de alto ri'!!:go 

para :a supervivencia y el de~arrollo infantil. A fin de 

alcan~:tr estos objetivos "UNICEF" apoya programas de desarrollo 

comuni~ario y de apoyo a las familias de más escasos recursos. 

Que es su deseo coadyuvar con el gobierno en la reconstruccién, 

mediar,:e su apoyo al proceso de reconstrucción y mejoramiento 

de laf viviendas afectadas por los sismos, conjuntamente con 

los gr.Jpos de vecinos que resulten beneficiados con este tipo 
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de acciones. 

?rograr..a Metodista de Vivienda (PROMEVI) 

Es una asociación civil, que tiene como objeto social atender 

la problemática que ha surgiCo del siniestro del día 19 de 

septier..?::l;-e de 1985, provocando g:-andes daños económicos, sociales 

y administrativos a los habitantes de algunas zonas de la 

ciudad de México, investigando y aportando la información 

;>ara resolver la crisis que sufren los habitan tes damnificados. 

Asesora.":'.iento técnico y jurídico, así como construcción y 

:"eparacién de bienes inmuebles afectados. Desarrollo de progra­

:-=.as de integración de la conunidad de los siguientes aspectos: 

social, cultural, recreativo, etc. 

Comité Ecuménico Mexicano de Ayuda a los Damnificados (CEi·~AD) 

E's la expresión organizada de Iglesias y Organismos Cristianos 

que están involucrados en tareas de apoyo a la comunidad. 

Asimismo, participa canalizando recursos humanos y materiales 

en proye.;tos de vivienda y desarrollo comunitario. 

Centro Cívico de Solidaridad, A.C. 

J..sociaci6n Civi 1 formada por di versos líderes de empresas 

y agrupaciones empresariales, desplegó sus esfuerzos con el 

claro p:-opósi to de ayudar y colaborar con las autoridades 

ante la o.:agnitud de los siniestros. 
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Fundaci6n pB!"'a el Desarrollo de la Comunidad y Ayuda Infantil, 

A.C. (FUNDECAI) 

Save tha ch:.ldren, representado en México como FUNDECAI, es 

una asociación original 'Tiente consti tuída para dar atención 

a los nif~os huérfanos de la segunda guerra mundial¡ a raíz 

de los sisr..os, comenzó a ca.nalizar fondos de apoyo a los damnifi­

cados, traducidos en: construcción de viviendas, educación 

para adultos, capacitación para mujeres. 

Fundación .Soc!.al Anáhuac, I.A.P. 

La Universidad Anáhuac y la Fundación Social Anáhuac, con 

el apoyo de di versas instituciones y personas, como el Sr. 

Plácido Oc:-iir.go, construyeron el CIDECO, Centro Integral de 

Desarrollo Co::'!unitario, buscando satisfacer las necesidades 

de vivienda, educación, salud y empleo, de 200 familias damnific_! 

das. El CI!:OECO consta de clínica médica, jardín de niños, 

escuela prir.iaria, secundaria técnica, centro de capacitaci6n 

y centro de ir.tegraci6n y desarrollo familiar. 

Nuevas Al terna:ivas, A. c. 

Es un grupo formado por 4 matrimonios mexicanos y uno suizo. 

Este grupo para la realiznción de sus proyectos ha recibido 

donativos nacionales y extranjeros y del Gobierno de México. 

La asociación, además de la ayuda de emergencia, se pretende 

aportar ideas, esfuerzos y recursos en un mar de nuevas alternati 



149 

vas de mayor justicia, de responsabilidad,~ trabajo, productividad 

Y verdade!"'o desarrollo personal y social, para todos, y no 

con el fin de reconstruir y volver a la situación ar.terior 

al temblor. 

Fondo Unléo Rotario, A.C. (FURAC) 

Este fondo se consti tuy6 con recursos de los rotarios del 

mundo (res~ltando Jap_én ) y apoyos privados nacionales y del 

gobierno del D.D.F. Su esfuerzo principal ha sido canalizado 

a la lla-::ada Unidad Habi tacional Retarla ubicada en la 

11 Cabeza de Juárez11
, Delegación Izte¡>alapa, Mt!xico, O.F. 

Patronato 1'acional de Promotores Voluntarios 

Es un orgar.!smo público descentral.!.o::ado con personalidad jurídica 

y patrir.ionio propio. Lo preside la señora del Presidente 

de la· Rep:1blica en ti.Jrno, y en el participan los sectores 

público, p=-ivado y social. En relación con los sismos de 

1985, han trabajado en el llamado Plan Bondojito, concent~a 

do acciones entre sectores y g:-upos heterogéneos, así como 

en el Fidc:comiso PROPULSA (Proyectos Populares, S.A. de c.v.) 

donde también participa la Cruz Roja Mexicana. 

Sólo por Ayudar, A.C. 

Asociación Civil promovida por una periodista de la cadena 

de televisión privada, cuyos fonéos iniciales para apoyar 

a :familias de damnificados los obtuvo de las regalías por 
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lBs ·;entas de su ·libro sobre rec•tas familiares de cocina 

mexic~na. 

Centro Operacional de Vivienda y· Ploblamiento, A.C. (CC?EVI) 

Orgar.!.zaci6n involucrada en la formacj ón de coope:-ati vas de 

prodL;:ci6n en Tepito y la Colonia Morelos, con a:.ticipación 

a loe sismos, desarrolló múltiples y variadas :formas de particiP! 

ci6n que van desde discutir con las autoridades el tipo de 

progr.::r.ias de construcción de vivienda, la intencionali dad 

de l:s proyectos 1 hasta intervenir en el Comité 'i"écnico que 

se cc::stituy6 para organizar los proyectos ~de reconstrucción. 

Fir..alr.e':te los esb..ldiantes de lhiversidades privadas como de la propia 

Univf:-sidad Nacional, registran un número incuantificable 

de é:ciones en favor de la población damnificada. Respecto 

a les. primeros, destaca en primer lugar uno de los proyectos 

elabc:-ados en la Universidad Anáhuac, consisten!:e en diseñar 

mobi:!ario para las viviendas nuevas o en proceso de construcción. 

Es !;ualmente significativa la emisión de B,000 rensajes al 

extra1jero recurriendo al servicio de radio-aficionados. 

Por lo que corresponde a los alumnos. maestros y directivos 

de la UNAM, la participación comprendió actividades de alta 

sign!!'icancia: asesoría u orientación legal a los inquilinos 

de '\"!'cindades, a los deudos de las víctimas, asesoría para 

proyf:tos de construcción y autoconstruccJ6n, apoyo psicológico, 

socidógico y de medicina preventiva, asf como de construcción 

direc'ta en predios expropiados mediante la relación »:EXTRA-UNAM. 
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Es en suma invalua~le la serie de esfuerzos dedicados por los 

organismos no guberna.i\entales a las tareas de apoyo y reconstrucción 

de las zonas amplia.~ente ·impactadas por los sismos. Tal vez lo 

más relevante de su incidencia en la reconstrucción es que se 

convirtieron en inte:"'locutores imprescindibles del quehacer guberna­

mental; la gran varie::ad de grupos, asociaciones, colegios y fundaci~ 

nes con capacidad ::écnica o simplemente fungiendo como enlaces 

de la ayuda internac!.onal, coadyuvó a la proliferación de múltiples 

propuestas que procu:-aron respetar el tipo de vivienda y vecindad 

demandado por los ;:.ropios damnificados. Su vinculación con los 

sectores sociales de ::lenores ingresos les condujo a unos, a replan­

tear sus prácticas académicas, a otros comprender mejor la dinámica 

social de los sectores populares, así como sensibilizar a quienes 

tenían acercamientos superficiales con la realidad cotidiana de 

la poblaci6n pauperizosda del centro de la ciudad. 



3.- FUNDAClON PARA EL APOYO DE U. COMUNIDAD, A.C. (FAC) 

3.1- Justificaci6n y Antecedentes 

A consecuencia de los sismos ·ocurridos en la C~:.;dad de México 

el 19 y 20 de septiembre de 1985, se agudizó !a problemática 

económica y social, sobre todo para aquellos secto;aes de población 

que resultaren más dañados. 

!.a Arquidiócesis de México, el día 20 del mismo mes en que ocurrie­

ron los siswos, creó un fondo de Ayuda Católico, que canalizó 

::fonaciones de diferentes grupos y personas del país y del extrnaje­

:-o. 

Je inmediato se empezó a uti 1 izar dicho fondo para dar ayuda 

de emergencia a los damnificados. 

Sin embargo, superado este periodo, la magnitud de las tareas 

Ce reconstrucción exigia la necesidad ,¡je pasar de la sola acción 

asistencial de la iglesia a una etapa en la que se promovieran 

r.uevas formas de organización y acción comunitaria ¡:;ara enfrentar 

las secuelas del desastre. 

La reconstrucción tendría que convertirse en una actividad permane!! 

te y de carácter integral por la vla de realizar acciones en 

el sentido de: 

- Educar a los partici~antes y beneficiarios en alternativas 

creativas de análisis, gestión y enfrentamiento de sus problemas 
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como grupo sccial, a fir. de que la presencia de la Iglesia, en 

el alivio y apoyo en le :-esoluci6n de las necesidades, sea tes­

timonio de la esperanza cristiana. 

- Promover la C':"ención de :entres para el apoyo de la comunidad -

con base en las activida.:!es realizadas en las di~erentes Vica--

rías de la Ciudad de México. 

- Coordinar, evaluar y apc:,·ar iniciativas surgidas de los diferen­

tes centros, en las árees de educación, salud, e::-:pleo, vivienda 

y asistencia social. 

- Gestionar y canalizar el abastecimiento de alimer.tos y bienes 

básicos a las comunidades necesitadas y diseñar los mecanismos 

;:.ara articula.- su distribución a bajos costos. 

- Organizar, ad::iinistrar y apoyar cooperativas de consumo, de vi­

vienda', de crédito y de producción. 

- Crear bolsas de trabajo para cubrir las ofertas y demandas de 

e:npleo de los diferentes centros, creando cuando se considere 

conveniente, fuentes de trabajo en forma de ocupaciones de a~ 

t:o-empleo y servicios. Fomentar y apoyar el traslado de fami­

lias a provincia. 

- Organizar un servicio de asesoría técnica especializada en las 

diferentes áreas. 

- Promover la creación de un si steme permanente de cap8ci taci6n 
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de lideres y prc::otores comunitarios, a fin de que contribuyan 

a la tarea de los centros y aseguren la continuidad y eficien­

cia de sus activ!dades. 

- Editar, difundir y propiciar la publicación de libros, folle­

tos y material didáctico, orientados a la resolución de cues­

tiones prácticas en las diferentes áreas. 

- Por todo ésto, se impulsó la creación de la Fundación para el 

Apoyo de la Comunidad, A.C., {FAC) en el mes de diciembre de 

1985. 

3.2-0bjetivos 

Los objetivos que persigue la Fundación son: 

- Reforzar el espíritu de solidaridad, ayuda y reflexión cristia­

na, entre las co:-,~nidades de las ocho Vicarías en las que está 

dividida la Arquidiócesis de la Ciudad de México. 

- Gestionar, canalizar y administrar adecuadamente los recursos 

provenientes de las comunidades eclesi~sticas nacionales e i!!_ 

ternacionales 1 así como de otros grupos. 

- Patrocinar 1 administrar y organizar tanto a instituciones como 

actividades destinadas a promover el mejoramiento de la salud, 

educación, vivienda y capacitaci6n de los habitantes de las C,2 

munidades. 
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- Promover y crear bolsas de trabajo, cooperativas de producción, 

de crédito. de consumo y de vivienda. 

- Promover estudios e investigaciones, que ¡Jermi tan brindar una 

mejor asesoría en las áreas de vivienda, ;:>remoción de empleo y 

bienestar social. 

Para cumplir con los objetivos antes mencio;iados, la Fundaci6n se 

encuentra en condiciones de: 

- Establecer relaciones y elaborar convenios con otras insti tuci~ 

nes con f'ines sinilares en el país y en el extranjero. 

- Adquirir, poseer y administrar toda clase de bienes muebles e 

inmuebles indispensables para lograf' sus propósitos y cumplir 

con sus objetivos. 

- La aceptación de donativos legales, herencias, usufructos, 

fideicomisos y la celebración de toda clase de convenios y 

contratos, que sin fines de lucro, tiendan al aumento, de­

sarrollo y corisolidaci6n del patrimonio de la institución. 

- L.a elaboración de todo género de actos y contratos, sin fi­

nes de lucro, ni que tengan finalidad preponderantemente ec~ 

n6mica para el logro de sus objetivos y en especial para 11,!. 

var a cabo una labor benéfica y para el bienestar de los gr~ 

pos más necesitados de la comunidad. 
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Estructura 

La fundación se estructura de la siguiente manera: 

Presidente: C2!:eza de la Iglesia C~ la Ciudad de México. 

Consejo Directivo: Organo supre:-.o de la Arquidiócesis de 1-:'éxico. 

Vicepresidente Ejecutivo: Representante asignado por el Consejo 

Directivo para la supervisió!'l de la Fundación y responsable 

del buen funcjc:iamiento de ella ante el mismo. 

Director Ceneral: Representante y responsable de las acciones 

de la Fundación, supervisa su buen funcionamiento, tanto en 

la asignación de recursos como en las acciones a seguir. 

Consejo de Consulta Pastoral y Educativa: Asesoría a la Dirección 

General ?'! materia de pastoral s:>cial y educación. 

Dirección Adjunta: Coordina ~as Acciones de las Direcciones 

deo área de la Fundación, para asegurar el cumplimiento. de las 

politices, criterios y procedir.ientos que rigen a la Fundación. 

Dirección de Vivienda: Coordina las acciones de pror.ioc16n y 

construcción de vivienda, para 2.segurar la correcta aplicación 

de las políticas de la fundación para esta r.;ateria. 

Dirección de Promoción de Empleo: Coordina las acciones de 

promoción y generación de trt:leo, p~ra asegurar la correcta 

aplicación de las pol í tj cas de la Fundación para esta materia. 
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Dirección de Bienestar Social: Coordina las acciones de integrac.'..ón 

familiar y r.iejoramiento de la comunidad, atención a la infancia, 

vejez y enfermos o minusváliCos y da apoyo a las instituciones 

asist.enciales para asegurar la correcta aplicación de las político.\S 

de la Fundación para esta ma~er~a. 

Centros de Apoyo a la Comunidad (CEPAC): Infraestructura operativa 

de la fundación creada en cada una de las ocho Vicarías de la 

Ciudad de México, 9 en total 1 puesto que en la IV Vicaría, dada 

la i..agni tud de los daños en esa zona, se cuenta con dos centros 

de .::.¡>oyo. La función de estos centros es promover, organizar 

y a;:ioyar proyéctos er1camir.3c!::>s a satisfacer las necesidades 

de la comunidad, en el marco de la Pastoral So~ial de la Iglesia. 

Como el presente trabajo es~á relacionado con el aspecto social 

en r..ateria de vivienda, hace::ios abstracción de las otras áreas 

que coi.'.¡}onen a la Fundaci6n, así como del área técnica al interior 

de la Dirección de Vivienda, o sea, la relacionada con los disefios 

arquitectónicos, contratación de constructoras y superviSión 

de ot-:-a. 

Realizada esta aclaración, procedamos a describir brevemente 

la rr.etodologia y problemática general del trabajo desarrollado 

en el área social de vivienda (ver diagrama No. l}. 
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Entre los principales problemas relacionados con la metodología 

de trabajo 

siguientes: 

del área social de vivienda, podemos mencionar los 

A.- Compra de predios no expropiados en colonias populares.­

Siempre resulta un problema a tratar con los propietarios 

la venta de sus viviendas, a lo cual habría que agregarle 

la irregularidad legal en la que se encontraban buena parte 

de estos predios. 

B.- La integraci6n de expedientes.- Resalta en este punto el 

descuido "natural" de las gentes en cuanto a tener en 

orden sus papeles se refiere¡ lo cual no es tan grave como 

la negligencia y apatía en cuanto a sus trámites de por lo 

menos 25% de la población atendida por la Fundación. De 

estos últimos, alrededor de la mitad actuaron en forma neglige!!_ 

te por tratarse de personas que ya habían recibido algún 

otro crédito de vivienda por ser dafmnificados, tenían altera-­

dos sus papeles o trataban de esconder alguna si tuaci6n 

irregular ídesdoblamientos principalmente). 

C.- La obtención de constancias y/o certificados.- En predios 

expropiados la problemática fUe la siguiente: la emisión 

de certificados a personas "originales" de las vecindades 

que ya poseían propiedades en otras zonas del área metropoli ta­

na. Esto se . trató de corregir con respecto a las personas 

desdobladas o reubicados de predios no expropiados a expropia-
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dos, al exigirles la constancia de no propiedad en el Distrito 

Federal a los conyuges. Sin embargo, este procedimiento 

presentó dos limitaciones: La posibilidad de tener propiedad 

en algún municipio del Estado de México, así como de alguna 

organización no gubernamental o del propio gobierno, al 

no existir un sistema de información integrado y eficiente. 

En predios no expropiados, la emisión de los certificados 

de damnificado ha sido un poco lenta, al caer la responsabili­

dad de la firma en solo dos personas: una para las viviendas 

de Tlate lo leo y otra para todos los demás predios. Asimismo, 

aunque importante, el sistema de información de la SEDUE 

solo detecta si se ha realizado algún trámite como damnificado, 

sin tomar en cuenta si se le asignó finalmente la vivienda. 

Además, este sistema de información no fue 11obligatorio 11 

o 11concertado" previamente con las organizaciones no gubername!! 

tales, por lo cual quedaron algunas fuera del sistema. 

Finalmente, consideramos que lo más grave, es que el sistema 

de información comenzó a ser relativamente eficiente en 

cuanto a los trámites realizados ya avansado el proceso 

de reconstrucción, por lo cual hace pensar que en sus inicios 

existió gente que aprovechó esta situación. 

Sin embargo, con este sistema funcionando se pueden mejorar 

las asignaciones de la llamada Fase II, checando si las 

familias candidatas han sido apoyadas con vivienda por algún 

otro organismo. En este contexto, el problema del sistema 
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es que no puede operar automáticamente, dado que no podemos 

estar seguros si el crédito fue finalmente asignado, haciéndose 

sumamente lento, aunque necesario, este proceso de cruce 

de información. Asimismo, la credibilidad del sistema no 

es todo lo deseable, al conocerse casos de personas no damnifi­

cadas por los sismos que cuentan con certificado de damnificado; 

lo cual no seria grave si mediara una política al respecto. 

Esta situación se puede dar por dos motivos: a.- Falsificación 

de las constancias de daño, residencia y testimonios vecinales, 

y; b.- Palancas, presiones de grupos o conseciones a organiza­

ciones relativamente importentes en el proceso de reconstruc­

ción. Por último, resulta grato mencionar que estos hechos 

han sido de excepción, pues la regla ha sido generalmente 

honesta y profesional, 

D.- La esCrituraci6n a ºRégimen de Condominio11 .- No existen criterlcs· 

homogéneos en cuanto e los requisitos técnicos para escriturar 

a régimen de condominio, dep.endía del Notario o de la organiza­

ción no gubernamental, tanto los requisitos como los honorarios. 

Esto fue posible que se diera, por la falta de acuerdo entre 

el Colegio de Notarios y el Gobierno para tratar a los 

predios no expropiados igual a los expropiados. 

E.- El aspecto ético de la asignación.- Este problema se relaciona 

tanto con las personas encargadas de decidir aspectos importan­

tes relacionados con las viviendas de familias de damnificados, 

as! como en relación a los representantes o líderes de 
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las comunidades apoyadas¡ parece ser que el balance en estos 

sentidos es más bien positivo. 

Otro aspecto importante del trabajo realizado por el área social 

de vivienda, lo podemos encontrar descrito con todo detalle en 

el documento "Sistema de recuperación de los créditos de vivienda 

otorgados a los damnificados de la Fundaci6n11 lf 

Entre otras cosas, en dicho trabajo se describe la metodología 

utilizada por la Fundación para condonar parcial o totalmente 

los créditos de las personas ~amnificadas, dependiendo de su 

nivel de vulnerabilidad económica reflejado en un censo socio-

económico que se les levantó. Como este trabajo sólo incluye 

a las familias apoyadas por la Fundación, cuando en realidad 

el problema de imposibilidad para pagar su vivienda existe en toda 

la población, se decidió junto con la Cruz Roja Mexicana y el orga­

nismo Renovación Habi tacional Popular, crear el siguiente Fideicom,! 

so con las siguientes características: 

A.- La Fundación y la Cruz Roja Mexicana pagarán el producto 

del Fideicomiso, las mensualidades que por concepto de financia­

miento de vivienda tengan que cubrir las personas que hayan si­

do dotadas de vivienda por Renovación Habi tacional Popular 

(RHP), previamente aprobadas por la Fundación siempre que sean 

de escasos recursos y presenten algunas de las siguiente caract! 

rísticas. 

• Circulado en el mes de septiembre de 1985. 



- Ser máyor de 65 aílos 

._ ser ménor de edad 
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- Padecer alguna inhabili taci6n física o mental que lo incap.! 

cite para realizar un trabajo normal 

B.- El número máximo de personas acreedaas a los beneficiarios del 

Fideicomiso será de doscientos cincuenta. 

c.- R.H.P. propondrá a la Fundación a los posibles beneficiarios, 

que previo dictamen t6cnico serán aprobados por la Fundación. 

D.- Aprobada por la Fundaci6n la persona que goza del producto del 

Fideicomiso, gozará de los siguientes beneficios: 

D.1.- La Fundación se obliga a cubrir los pagos mensuales y las 

firmas de los seguros que se hubieran contratado, así co­

mo los adeudos atrasados que por estos conceptos deba el 

beneficiario. 

0.2.- CUando se apoye a menores de edad, deberá establecerse qlJe 

estos no podrán enajenar, gravar, arrendar o limitar de a! 

gún modo la propiedad de la vivienda asiganda por R.H. P. 

D.3.- Que si el titular de vivienda apoyado muriera y sus bene­

ficiarios fueran menores de edad, se firmará un convenio 

de acuerdo con lo señalado en el inciso 0.2. 

D.4.- Si un titular apoyado muriera, sus beneficiarios serían -

loa que conforme a la ley, tenaan ese derf'.'cho. 
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o.s.- En el caso de que se apoye un titular sin que tf"nga her! 

de ros conforme a la ley, la vivienda pasa a poder de la 

Fundación, que la asignará a una familia necesitada. 

Estos subsidios a pesar de ser relevantes, económicamente no repre-

sentan los subsidios de mayor impacto e importancia asignados por la 

Fundación a los beneficiarios de vivienda. Los subsidios más impar-

tantes son los asignados mediante la diferencia entre el costo de --

produi:ción de les viviendas y su precio de venta, así como el propo! 

clonado mediante las condiciones para la recuperación financiera. El 

costo de venta esta subsidiado en promedio un 35% en relación al CO§. 

to de produce i6n y más del 100% en relación al precio comercial¡ pa-

ra la Fundación el 35% de subsidio representó más de 2,000 millones 

de pesos. En cuanto a la recuperación financiera al subsidio esta -

dado tanto por la baja tasa de interés sobre saldos insolutos, cómo 

por el monto recuperable y la forma de amortización del capital. 

(Ver documento sobre recuperación financiera antes citado). 

A los P.rimeros días del mes de mayo de 1987 la Fundación había reci-

bido alrededor de 15 millones de d6lares y 500 millones de pesos. --

Además, existían ofrecimientos adicionales por 3.5 millones de d6la-

res para la segunda fase de vivienda. Entre los donadores extranje-

ros destacó la Organización Católica Internacional•, así con la Di.§. 

•Las organizaciones Católicas Internacionales son de los siguintes países: 
Italia, Alemania, Estados Unidos, Francia, Suiza, Holanda, Austria, 
Luxemburgo y España. 
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La Fundación aplicó la mayor parte de sus recursos financieros naci2. 

nales y extranjeros en el área de vivienda, donde al mes de octubre 

de 1987, había entregado alrededor de 2,543 viviendas y 29 acceso--

rias de la llamada fase I y 453 viviendas y 20 accesorias de la F,! 

se 11. En total, 2,906 viviendas y 49 accesorias. 

Este esfuerzo se ha realizado con diversas modalidades de participa-

ción de otros organismos e instituciones. En este contexto destaca 

el trabajo realizado con el CEPAC IV Sur (597 viviendas y 6 acceso-

rias), con el Fideicomiso VITRO-FAC (180 viviendas), con la institu-

ci6n PLAQUETS, S.C. (40 viviendas)¡ en todos estos casos las obras -

se realizaron conjuntamente con estas organizaciones. Sin embargo, 

también se ha trabajado en forma por demás importante con la Cruz R~ 

ja Mexicana!/, Centro Cívico de Solidaridad, A.e}./, Sociedad de San 

Vicente de PaUl, A.C.~/, Grupo Nuevas Alternativas, A.c.~/, Patrona-

!/ Se ha trabajado estrechamente en proyectos tan importantes como -
el "Fideicomiso de ancianos 11

1 donativos mutuos para apoyo a la -
construcción, aSí como donativos de la Cruz Roja Mexicana a per­
sonas beneficiadas por FAC, como complemento para disminuir el -­
costo de las viviendas. 

g/ En el área de vivienda se le ha apoyado a esta organización selec 
cionandole e integrandole alrededor de 150 expedientes para dive~ 
sos proyecto!';. 

~/ Se les apoyó con la compra del terreno, así como la selección e 
integración de expedientes de 38 personas que incluye en proyecto 
de los Arcos de Colinas del Sur. 

~/ Se le apoyó a esta organización con recursos de Caritas Alemania 
para su proyecto de Delicias 58, Colonia Centro. 
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to Na'cional de Promotores Voluntarios~/, Fundación Social Anáhuac, 

I.A.P.~1 , Fondo de las Naciones Unidas para la InfanciaZ/, Funda-­

ci6n para el Desarrollo de ia Comunidad y Ayuda Infantil!!/, así e~ 

mo con asociaciones de vecinos, cooperativas y particulares~/. 

'§./ Se trabajó conjuntamente con este organismo descentralizado en el Fide! 
comiso VITRO-FAC. 

§/ Se les apoy6 con recursos financieros, as! como enviándoles personas 
damnificadas para ser seleccionadas conforme a sus criterios. 

11 Se trabajó en forma conjunta en Huehuetoca 1 estado de México, proporcio 
nando recursos financieros para apoyar 90 familias, así como donativos­
para mejorar la construcci6n de las viviendas asignadas en dicho asent.! 
miento. 

!:!/ Se le apoyó comprando el terreno e integrando los expedienten de las -
personas que componen el proyecto del Jazmín. 

'l./ Podemos mencionar: Comunidad 2 de octubre; Nuevo Amanecer del Barrio, 
A.C.; Viaducto 148; Emancipaci6n del Pueblo, Benito J'!árez 111, etcét!: 
ra. 
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4.- ALGUNAS RELACIONES PRF.LIMTNARF.S DEL ESFUERZO EN RF.CONSTRUCCION 

Comparar lo realizado por la Fundaci6n para el Apoyo de la Comunidad 

A.C., con el esfuerzo de otras organizaciones no gubernamentales, es 

una tarea muy difícil, principalmente por el estado que guarda la i!} 

formación cstadítica disponible: por ejemplo, se confunde acciones 

en vivienda con vivienda terminada, etcétera. Sin embargo, ensayar~ 

mos un ejercicio estadístico deducti"Jo: 

A.- Hasta la fecha (octubre de 1987), la reconstrucci6n de la ciudad 

de México incluye 77, 724 viviendas y alrededor de 4, 500 acceso-

rias. De estas cifras, se puede afirmar que aproximadamente el 

85% corresponde a vivienda nueva. Las cifras están compuestas 

de la siguiente manera: 

No. de No. de 
Viviendas Accesorias 

Programa Emergente de vivienda!/ 16,332 
Fase I 

Renovaci6n Habi tacional Popul~/ 44, 862 3,670 

Programa Emergente de vivienda-ª1 12,000 780 
Fase II 

No gubernamentales en predio no Y 4,530 50 
expropiado 

Total 77, 724 4,500 

!/ Esta cifra hay que uti 1 izar la con mucho cuidado, pues si bien muchas 
personas aceptaron una vivienda de los organismos del sector público 
(INFONAVIT, FOVISSSTE, FOVJ-BANCA, FOVJMJ, AURIS, PEMEX, CFE, etc.) 
Aun cuando su localización estaba en la periferia de la ciudad y exis 
tan déficit importantes en el equipamiento e infraestructura habita-: 
cional en algunos desarrollos, no podemos afirmar que todas sean vi­
viviendas nuevas, pues las cifras también incluye los créditos que se 
dieron para adquisición de vivienda. Es necesario recordar que estas 
viviendas que asignaron los organisr.ios del sector público, correspon­
dieron al 11 STQK 11 que disponian al momento de los sismos estos organis­
mos. 

g/ En esta cifra se incluye lo realizado por las organizaciones no guber­
namentales en predios expropiados, ·así como las viviendas que R.H.P. 
le ha asignado a la llamada Fase 11. 

~/ Son estimaciones que corresponden a 672 predios finalmente aprobados. 
El promedio de vivienda por pr~dio aeria de 17.86. 

~( Significan estimaciones en base a un reporte esb¡dfstico de la SEDUE. 
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B.- Este esfuerzo de reconstrucci6n es equiparable al total de vivie!! 

da entregada en 1987 por los organismos INFONAVIT y FOVISSSTE. -

Sin tomar en cuenta lo entregado durante el Programa Emergente de 

Vivienda, FASE I, que de alguna manera correspondió al "disponl-

ble" de viviendas que al momento de los sismos tenían los organi!!_ 

mos del sector público, el esfuerzo realizado es ligeramente ma-

yor al total de vivienda entregada en 1987 por el INFONAVIT. Asi-

mismo, en recursos financieros, lo gastado sólo por el organismo 

R.H.P. es semejante a lo ejercido en 1987 por todas las Univers!, 

dades públicas (UNAM 1 UAM, estatales). Además, con todas las r! 

servas del caso (prototipo, metros, materiales, etc.) R.H .P. re!_ 

liz6 alrededor del 61% de las viviendas iniciadas en 1967 por el 

INFONAVIT, y ejerció. sólo aproximadamente el 46% del presupuesto 

de dicho organismo. 

C.- La participación en vivienda construida de las organizaciones no 

gubernamentales en los predios expropiados (R.H.P.), es la si--

guiente•: 

*Las Cifras son preliminares por lo siguiente: A.- R.H.P. maneja la cifra 
de 1,448 viviendas entregadas por las organizaciones no gubernamentales 
en predios expropiados; creemos que no toma en cuenta lo realizado por 
las Uniones de Vecinos, donde por r~gla general fueron apoyados por orga 
nizaciones no gubernamentales. b.- La investigadora Alicia Sicardi (ReÜ 
ni6n sobre Evaluación de Reconstrucción)maneja la cifra de é. 1 437 vivien= 
daa realizadas por las organizaciones no gubernamentales en el programa 
de R.H.P. Nosotros pensamos que ésta última cifra es la correcta, pues 
considera algunos de los proyectos mixtos realizados, así como las acce 
sorias. Sin embargo, el cuadro antes expuesto representa un buen acerci 
miento a la realidad. -
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Predios No. de No. de 

ORGANIZACIONES Apoyados Viviendas Accesorias 

Fundación para el Apoyo de la Comunidad 34 696 35 
A.C.•• 

Partido Socialista de los Trabajadores 17 304 24 

Unión de Vecinos de la Colonia Guerrero 12 243 12 

Iglesia Metodista 10 157 5 

Nuevo Amanecer del Barrio 5 71 6 

Campamentos Unidos B 75 1 

Cruz Roja (Mexicana pi-incipalmente) B 139 13 

Uni6n de Vecinos de la Colonia Doctores 2 49 24 

AMEXTRA-UNAM 4 52 3 

Otros 15 146 16 

Total 115 1,932 139 

o.- La participación en vivienda construida de las organiz"aciones no gubern!. 

mentales en predios no expropiados, es la siguiente••.t: 

•• Incluye lo realizado por el CEPAC IV Sur 
••• Esta estad!stice es también preliminar por lo siguiente: a.- Existen algu 

nas duplicaciones entre cifras del cuadro de predios expropiadoá y no ex: 
propiados¡ no la corregimos por ser menor a li:t.s 100 viviendas, que bien -
puede ser lo realizado por las organizaciones sin información¡ b.- No -
estamos claros en lo realizado por Cruz Roja, pues no sabemos si son apo­
yos con donativo para completar la adquisición parcial o total de vivien­
da, o a6lo vivienda construida: nos inclinamos por lo primero. 
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ORGANIZACIONES 

Fundación para el Apoyo de la Comunidad, A.C.•• 

Cruz Roja Mexicana 

Centro Cívico de Solidaridad, A.C. 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 

Patronato Nacional de Promotores Voluntarios 

Fundación Social Anáhuac, I .A.P. 

Centro Ecuménico Mexicano de Ayuda a los Damnificados 

Fundación para el Desarrollo de la Comunidad y Ayuda 
Infantil, A.C. 

Grupo Nuevas Alternativas, A.C. 

Sociedad de San Vicente de Paul, A.C. 

Programa Metodista de Vivienda 

Sólo por. Ayudar, A.C. 

Total 

· Número de 
Vivienda 

l,847 

779 

525 

400 

418 

200 

171 

76 

76 

38 

(sin información) 

(sin información) 

4,530 

E.- Finalmente, consideramos que las cifras antes descritas subestiman lo lo-

logrado por las organizaciones no gubernamentales en materia de vivienda. 

En el mejor de los casos estamos hablando de alrededor de 7 mil viviendas 

construidas en el Distrito Federal, sin tomar en cuenta los apoyos asign!_ 

dos para el Programa Emergente de Vivienda, Fase II. 

•• Incluye lo realizado por el CEPAC IV Sur 
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A pesar de estar subestimadas las cifras no creemos alcance la cant! 

dad de 12 mil viviendas construidas que se mencionó en lo. última ne!:! 

ni6n sobre Evaluación de Reconstrucción (septiembre 18 de 1987) ¡ ci­

fra que no es congruente con la inversión supuestamente realizada -

( 50 millones de dólares), al menos con los costos unitarios conoci­

dos. 



172 

CAPITULO IV 
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IV - Los beneficiarios de la Fundsci6n para el Apoyo de la Collunidsd, A.C. 

A un año y meses de los sismos, y en el marco de los acuerdos dados 

a conocer en el convenio de concertación democrática, la Fundación P!! 

so especial atención en el rubro de subsidiar a los damnificados que 

no podrían cumplir sus compromisos crediticios. 

Al principiar 1987 planteó la realización de un estudio mediante el 

cual fuera posible advertir los niveles de vulnerabilidad económica 

entre sus principales beneficiarios, de esa cuenta, el trabajo ini-­

cialmente se abordó con base en una metodología que permitiera inda-­

gar sobre algunas características socio-económicas de los damnifica­

dos que venían siendo atendidos por la Fundación. La idea original 

tuvo como objetivos fundamentales: la descripción y análisis de al­

gunos indicadores socio-económicos observados por las familias en 

los predios nuevos; determinar la capacidad de evidencia económica 

entre las unidades familiares y, reunir elementos para decidir el 

tipo de subsidios o apoyos que se aplicarían con las familias, en 

términos de los créditos proporcionados, el estudio pues debería -

acercar suficientes elementos de tal suerte que ayudaran al establ!, 

cimiento de un prototipo de condonación temporal, parcial o total 

para algunas familias. 

Antes de llevar a cabo el trabajo, flotaba entre los damnificados 

una preocupación por cierto número de familias que con todo y la 

buena voluntad para cumplir con los pagos mensuales del crédito -­

asignado, su si tua~i6n económica les impediría cumplirlos en tiempo 

y forma. Los representantes vecinales, virtuales interlocutores de 

l1t.. Fundación, llevaron consi¡o la delllBnda de flexibifizar loa J>aj¡oa· 
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sin er::bargo, deCidir a quién, c6mo y cuándo aplicar acciones de co!!_ 

donaci6n no era trabajo de simple simpatía o proposicioneS per.:;ona­

lcs, d~bía explorarse plenamente la situación de bienestar entre las 

familias, para que con base en .tres acciones se determinaran los ca­

sos que de cor.dcn3ción. En tal sentido, y luego de re-al L~ado el es­

tudio socio-econ6::iico en su primera fase, la acci6n condonación se 

formuló considerando: a) ingresos económicos por abajo del salario 

mínimo de subsisti:ncia¡ b) ratificación de las autoridades vecina-­

les y e) análisis individual con el damnificado propuesto. 

Para llegar al prototipo de condonaci6n se convino realizar el est!:!. 

dio con la totalidad de damnificados atendidos por la Fundación, ésto 

es aplicar una encuesta con las aproximadamente 1022 familias. La 

investigación se llevaria a cabo vivienda por vivienda, en los alber­

gues o bien en los lugares de residencia de los sujetos afectados, no 

obstante , las condiciones encontradas obligaron a modificar la es­

trategia, optando por levantar la información en cada vivienda nueva. 

Entrevistar a los jefes de familia en sus viviendas no fue algo fortu! 

to, debió hacerse así para observar con lujo de detalle los niv"!les de 

vida y bienestar prevalencientes 1 pues generalmente los estudios que 

tienen como única fuente de información al sujeto entrevistado presen­

tan ciertos sesgos y son poco confiables para los propósitos que sue­

len definirse. Ya incluso algunos trabajos oficiales advertían esa 

limitación, además debe insistirse en otro aspecto: luego de ocurri-­

dos los sismos, algunos organismos procedieron a recopilar informa-­

c16n con fines diversos, ein ánimo de cuestionar los usos que de ella 

hlCieron, el problema fue que la poblaei6n co11enzé a intarponer meca-
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, nis.os ºdefensivos y adopt6 posturas en términos de proporcionar datos 

que no les significaran compromisos. Es decir, cuando lograron perc! 

bir que la ayuda interna y externa se canalizaba preferentemente ha-­

cia los grupos de bajos ingresos, las posturas comunmente asumidas -­

por los damnificados procuraban mostrar condiciones de precariedad -

que en múltiples casos resultaban preconstruidas. Para evitar enton­

ces sesgos en los datos recopilados, se determinó acudir a cada vi-­

vivienda, entrevistar al Jef'e de Familia y registras las condiciones 

f!sicas y de bienestar existentes en los hogares. 

La metodología utilizada constó básicamente de dos teénicas: la en-­

trevista estructurada y la observación participante. Mediante la pr!, 

mera se exploraron cuatro aspectos: composición social, ocupación, n!, 

veles de ingreso y egresos¡ la segunda reparó en tres apartados: con­

diciones de la vivienda, niveles de bienestar y problemática familiar 

en términos de casos de fa~macodependencia, alchoholismo y minusváli­

dez. El trabajo ee estructuró en tres fases: la primera, ralizada -

entre febrero y marzo, se hizo con 229 jefes de familias distribuí.das 

en 5 comunidades. De esta deriv6 básicamente el prototipo de condon! 

ción que se fue aplicando una vez concluida tal etapa. La segunda 1 

con un ritmo más intenso, tuvo lugar con 243 jefes damnificados de 12 

comunidades, produciendo un documento que d16 cuenta del perfil soci2 

econ6mico de 550 damnificados. Con base en esta fase el prototipo de 

condonación se fue ajustando, quedando definidos los criterios míni­

mos para condonar y las modalidades de ésta: se incorporaron, también 

factores de corrección. En tal sentido, el prototipo quedó establee!_ 

·do en los siguientes términos: il) condonacilin temporal del crédito -­

.. asignado, en donde.los jefes de familia P"illil ~6lo un:l°"·s!e~. monto -
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mensual convenido, durante dos años; b) condonaci6n parcial, en donde 

las familias pagan 20% de la mensualidad, durante el mismo lapso¡ en 

ambos casos, los subsidios proporcionados se plantean con esa tempora­

lidad al término de la cual, y previa comprobaci6n, regularizan 

sus pagos, es decir continuan pagando el 30% del salario mínimo 

vigente, la tercera se debió efectuar bajo una dinámica de lavantamie!! 

to más espaciada por dos razones: en primer lugar no se acaban 

de construir las viviendas; en segundo lugar, por regla general 

las familias no ocupaban las viviendas de manera inmediata, sino 

que dejaban pasar entre uno y dos meses para babi tarlas defini tivamen­

te. Durante esta fase se encuestó a 381 jefes de familia. 

El total de entrevistados, en dichas fases, fue de 853, alcanzándose 

con ello un 83% de los casos originalmente programados: aunque 

en términos de áreas de residencia (o comunidades) se logró cubrir 

un 88%, faltando por entrevistar a 169 personas de cuatro áreas 

de vivienda. 

El estudio, en suma, examinó la estructura sociodemográfica y socioec2 

n6mica de las unidades familiares distribuidas en las viviendas 

nuevas, determinó en alguna medida la composición social de los 

damnificados asentados en dichas viviendas y logró definir los 

niveles de vulnerabilidad entre los jefes de familia. Con base 

en los resultados de las doi> primeras etapas, pudo detectarse que 

la mayor parte de beneficiarios, aun cuando pertenecen a estratos 

socio-econ6micoa bajos, goza de capacidad para cubrir los compromisos 

crediticios y s6lo une proporción de ellos (menos del 10%) tendrá 

dificultad para asumi~los. So encontr6 también-· ia presencia de 
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familias situadas en estratos medios que no precisan de appyos 

adicionales a los ya recibidos. El trabajo, a su vez, rectificó 

diversos supuestos generalmente extendidos entre la comunidad académi­

ca y algunos organismos gubernamentales en el sentido, uno 1 de 

que hubo estrecha asociación entre ser damnificado y pertenecer 

a estratos bajos; otro formulario en términos de que la política 

habi tacional para los sectores populares estaba fuera de las priorida­

des inmediatas por no contar éstos con solvencia para cumplir los 

requerimientos tipo, establecidos por los organismos de vivienda. 

Que no necesariamente por pertenecer a estratos de bajos recursos, 

se carece de capacidad para asumir positivamente responsabilidades 

crediticias. Se logró igualmente comprobar que tras los grupos 

sociales de presumible limitancia económica se ocultan niveles 

de vida y bienestar muy por encima incluso de los observados entre 

familias de estratos medios. 

Esas características, tomando como base los cuatro cúmulos antes 

descritos, se presentan en los siguientes apartados. 

1 .. - Características de110gráf'icas de los beneficiarios 

En este apartado se esbozan algunas características demográficas 

de la población damnificada apoyada por la Fundaci6n. A partir 

de tales características, comparadas con las registradas por un 

estudio realizado en la U.N.A.M. y otro elaborado por SEDUE, se 

describen ciertos rasgos que muestran la especificidad de la organiza­

ci6n familiar prevalenciente. Debe advertirse que los datos proporci~ 
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nados corresponden únicamente a los jefes de familia, en tanto 

la información de cada núcleo familiar, no obstante haberse levantado 

sigue en proceso de análisis. Esta limitan te probablemente hace 

discrepar los datos con respecto al trabajo de la U.N.A.M. pero 

no así con los de SEDUE. Otra consideraci6n al respecto es que 

la encuesta empleada por el Area de Población del lnsti tu to de 

Investigaciones Sociales de la U.N.A.M. (IISUNAM), recopiló informa-­

ción de los refugiados en albergues, de manera -que y como es también 

aclarado en ese trabajo- los datos obtenidos van a reflejar las 

condiciones socio-económicas de dallUlificados, empero no toda la 

población refigiada en albergues resultó damnificada, concretamente 

en términos de vivienda. De ahí que las discrepancias puedan ser 

muy marcadas. 

De acuerdo, con el estudio del IISUNAM, la población damnificada 

exhibe las siguientes características: cerca del 40% tiene menos 

de 15 años y sólo el 3% más de 65¡ el 57'% restante se distribuye 

en rangos que van de los 16 a los 64 años. Considerando que el 

patr6n típico de quienes juegan su rol como jefes de familia está 

situado en 17 y más años, cerca del cuarenta y cinco por ciento 

caería en este último nivel, pero no proporciona la edad promedio 

de los damnificados. La SEDUE por su parte, expresa que los damnific! 

dos tienen una edad promedio de 43 años. 

Al hacer el análisis de la distribución de edades observadas por 

los jefes de familia se aprecia que tienen una edad promedio de 

42. años, pero como el valor de la variable con ma.vor frecuencia 

es 258, la edad modaL de dichos jefes es de· 34.5 ai'ios. 
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CUADRO 1 

EDAD DE LOS JEFES DE FAMILIA 

GRUPOS DE EDAD No. DE JEFES DE FAllILIA " (ellos) 

17 - 19 .59 

20 - 24 69 8.09 

25 - 29 129 15.12 

30 - 39 158 30.25 

40 - 49 170 19.93 

50 - 59 116 13.60 

60 - 69 69 8.09 

70 - 79 25 2.93 

~o y más 7 .82 

Sin respuesta 5 .59 

TOTAL 853 100.0 

De acuerdo con estos datos el 50% de los entrevistados se concentra en 

las categorías de 30 a 49 años. En tanto los jefes de edad avanzada, 

más de 60 años, representan el 11.8% del total, es decir están 

casi en ocho puntos porcentuales arriba de los entrevistados por 

el IISUNAM y se aproximan a la proporción registrada por SEDUE 

(l0.4"l· 

La estructura anterior muestra que se trata de una población fundamen-

talmente joven, incorporada -como se verá más adelante- al mercado 

laboral en términos activos. A partir de los 20 años la d1stribuci6n 

se ensancha, reflejando ello una estructura por edad propia donde 

los grupos presentaran feci.indidad al ta, dando con 8110 lugar a 

la aparici6n de familias nucleares· propo1•ciuria!mente numerosas. 
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Por otra parte, la distribución de la población con respecto a 

los sexos es marcadamente desigual, tanto en los datos analizados 

por la SEOUE como en el estudio del IISUNAM. Según la primera, 

61. 82% de las personas son hombres y 38.18% son mujeres. Para 

el segundo, hay 94 hombres por cada 100 mujeres. La informaci6n 

recopilada con los beneficiarios de FAC, exhibe las proporciones 

-señaladas en el cuadro 2. 

CUADRO 2 

SEXO 

MASCULINO 

FEMENINO 

TOTAL 

DISTRIBUCION DE LOS JEFES DE FAMILIA POR SEXO 

JEFES DE F AJIILIA 

624 

229 

853 

" 
73.15 

26.85 

100.0 

En el caso de las dos fuentes se manifiesta clara predominancia de la 

población masculina sobre la femenina, observándose esa desigualdad -­

por el patrón previsto en 125 familias mexicanas: los jefes del 

hogar son básicamente los proveedores del ingreso econ6mico principal 

y como éste lo proporcionan los hombres adquieren por ese motivo, 

entre otros, la autoridad del núcleo doméstico. No significando 

lo anterior que todos los hombres son jefes de familia ya que una 

proporci6n considerable de mujeres suele jugar ese rol, particularmen­

te las madres solteras. Siendo éstas las que desempeñan un doble 

papel: por una parte les toca fungir como representantes del núcleo 

.Y a ello deben agreaar su condici6n de trabajadoras. Ahora bien 
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la desigualdad de proporciones, pese a no haber incluido la correspon-

diente a los miembros de los grupos domésticos 1 no debe ser objeto 

de sorpresa ya que ello tiene relación con los niveles diferenciales 

de funciones familiares, de la sobrevivencia entre sexos y por 

las migraciones también diferenciales. 

1.2 - Estado civil de los beneficiarios. 

En el cuadro tres se presenta una comparación entre las estructuras 

por estado civil de los organismos referidos la del Distrito Federal 

y la registrada por la Fundación. 

CUADRO 3 

DISTRIBUCION DE LOS JEFES DE FAMILIA POR ESTADO CIVIL 
(PORCENTAJES) 

ESTADO CIVIL SEDUE IISUNAM• DISTRITO• FAC 
FEDERAL 

Soltero 17.50 43.6 42.3 15.94 

Casado 53,45 45,4 so.o 52.64 

Uni6n Libre 15.2 15.59 

Separado o 2.47 5.1 2.8 6.57 
Divorciado 

Viudo 11.56 5.9 4.8 9.14 

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 

• Incluye población de 12 y más años 

En ambos casos no diferencian las proporciones de casados y en unión 
libre sino que engloban en una sola condición civil a las categorías. 
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En relaci6n con los sol teros se observa cierta correspondencia entre -

los datos de SEDUE y los de FAC, pero en loe dos casos la proporción 

es menar en los atendidos por FAC que los beneficiarios de SEDUE, 

lo cual estaría indicando que la Fundación apoy6 menos a l.os damnifi-­

cados sol teros que los organismos gubt>rnamentales 1 la elevada porpor­

ci6n registrada por el IISUNAM se debe al hecho de haber considerado 

como damnificado a todo sujeto encbntrado en albergues. 

La proporci6n de casados es m6.s alta en los datos de SEOUE que 

lci de los otros organismos y aún que la del Distrito Federal, observa­

das las cuatro fuentes puede advertirse cierta similitud, pero 

vistos por separado, la distribuci6n muestra que las acciones básicas 

de vivienda se han desarrollado con los jefes de familia casados 

y si a este E>strato se agregan los de unión libre, las proporciones 

se elevan hasta poder casi sostener que el esfuerzo de la Fundación 

· qued6 depositado con las familias donde mínimamente predomina un 

patr6n de vtrlculo marital en cualesquiera de eue expresiones. 

Asimismo, llama poderosamente la atenci6n la. proporci6n de jefes 

en unión libre, pero ello se explica en el marco de valores introduci ... 

dos por las sociedades en expansión donde los vínculos t!picos 

suelen entran en conflicto para dar lugar al establecimiento de 

relaciones informales, caracterizadas por la celebraci6n de pactos 

temporales que no signifiquen compromisos duraderos. Sin embargo, 

esto. que bien encuentra explicaciones para el analista social, 

al trasladarlo a un ámbito propiamente Jur!dico susci ts algunas 

dU'icul tades por cuanto no es muy claro sobre quien recae tanto 

la propiedad de laa viviendas como el cumplimiento de loa compromisos 

crediticios. 
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Los jefes de familia separados o divorciados tienen una distribución 

de relativa significancia en el caso de SEOUE aunque se mantiene 

al ta en los beneficios de FAC. Los viudos, a su vez, observan 

una relación inversa en el caso de éstos organismos. La Fundación 

atiende una proporción menor, debido, quizá a la baja cantidad 

de damnificados que le correspondió atender. Pero lo relevante 

en ambos casos ha sido le. voluntad de no dejar al margen de los 

beneficiarios a un grupo de población que además de esta condición 

civil rebasa generalmente los cincuenta años, disminuyendo con 

ello la posibilidad de vincularse al mercado laboral y neutralizando 

su disponibilidad para enfrentar los compromisos crediticios, 

Es de destacar además que el mayor número de casos de viudez se 

manifiesta con intensidad en las mujeres. 

1,3.- Escolaridad de los Beneficiarios 

El nivel educativo es un· indicador que se incluy6 para determinar 

por una parte, hasta que·' punto la escolaridad estaba asociada con 

los niveles de ingreso econ6mico: que tan válido era definir el 

estrato social de los damnificados en funci6n de indicadores del 

ámbito adquirido, influye en lee actitudes de la población, muy 

en particular si por la preparación e informaci6n de los sujetos 

se esperarían posiciones favorables o desfavorables con. respecto 

a sus responsabilidades ciudadanas o de tipo crediticio. 

En cuanto a ese indicador, la SEDUE y el IISUNAM no recpilaron 

información o si lograron captarla no se v16 plasmada en sus respecti­

vos inf'ormes. 
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CUADRO 4 

NIVEL DE ESCOLARIDAD DE LOS BENEYICIARIOS 

Nivel Educativo No. de Jefes de Familia " 
Sin instrucción 44 5.16 

Primaria 431 50.53 

Secundaria 183 21.45 

Bachillerato (l) 71 8.32 

Normal 52 6.10 

Provisional 7 .82 

Terminal elemental (2) 62 7.27 

Ms / MR 3 .35 

TOTAL 853 100.00 

(1) Incluye el bachillerato general (preparatorias, bachilleres y -

c. c. H's) y el bachillerato técnico (terminal y bivalente). 

(2) Comprende a los que concluyeron el nivel elemental y recibie­

ron capacitación para el trabajo como a los que cursaron carreras 

comerciales cortas. 

Los datos del cuadro anterior muestran, por un lado, que el 

nivel educativo obtenido por la población refleja de alguna 

manera la si tuaci6n de precariedad prevaleciente durante las 
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épocas que debieron incorporarse de la escuela. Exhibe también 

aspectos interesantes, por ejemplo, el 14.4% curs6 al menos 

algunos grados del nivel medio superior. V plantea como se 

ha ido incrementando la escolaridad del país, pues según los 

datos del Censo de 1980, la proporción de personas con secundaria 

y más fue de 26%, en cambio en este estudio se eleva a 43.96% 

(incluyendo a los de terminal elemental). 

Es igualmente claro observa, pese a la elevación escolar en 

lo general, como el acceso de los jefes de familia a los centros 

de educación media superior y superior va disminuyendo, comprobando 

nuevamente el patrón prevaleciente en el sector educativo: los 

beneficiarios de la educación superior son aquellos con orígenes 

socio-económicos medios y al tos. En cambio, para los estratos 

bajos la alternativa educacional se sitúa en el nivel elemental 

y medio. Esta premisa parece reproducirse con los entrevistados 

por cuanto el 50.53% de las personas cuenta con estudios de 

nivel elemental o primario, un 21.45% logró avanzar hasta la 

educación media, y con estudios superiores sólo cuenta el .82%. 

Ante ese nivel educativo conseguido por los jefes de familia 

es de esperarse actitudes favorables no sólo con respecto a 

los adeudos contraidos sino tambien en el horizonte de la organiza­

ción para consolidar las estructuras comunitarias gestadas bajo 

la coyuntura de los sismos. 
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i. 4 .- Arraigo de los Beneficiarlos 

Una de las condiciones pactadas con los organismos gubernamentales 

fue justamente la de respetar los espacios donde los damnificados 

desarrollan sus actitudes económicas y sociales. En los barrios, 

según qued6 indicado en otro capítulo de este trabajo, la poblaci6n 

más afectada generaba sus ingresos de actividades tan diversifica-­

das que cualquier intento por desarticularlos generaría (y generó) 

oposición generalizada; en ellos también existite un alto grado 

de cohesión social cimentado en los lazos de parentesco, las 

características del empleo ahi desarrollado y los largos años 

de residencia. 

La antigiledad promedio de las familias en los barrios se ha 

cuantificado en 17.6 años, aunque esta cifra oculta naturalmente 

los casos de familias con más de 30 años de vivir en ellos. 

Desde ese punto de vista, se trata de unidades familiares fuerteme!! 

te arraigadas, identificadas con su barrio y portadoras de valores, 

costumbres y actitudes difícilmente modificables. 

Durante los largos años de residencia, la población jugó un 

papel de arrendataria, observaban con el paso del tiempo las 

vecindades que habitaban pasaban de un estado de deterioro parcial 

a uno total. Las oportunidades de acceso a viviendas dignas 

eran improbables por no ser sujetos crediticios de los organismos 

públicos y privados. Ello a su vez propició el desarrollo de 

act1 tudes · d8sf'avv!'GblAd hacia los inmuebles. ~scvo interés 
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por mantenerlos en buenas condiciones t pese· a tales circunstancias, 

aunado a ello el impacto de los sismos que vino a destrulr 

materialmente sus moradas, los vecinos no daban indicios de 

movilidad¡ por el cOntrarlo, .se multiplicaba eu ·arAn por permanecer 

en el barrio que de alguna manera los vió nacer, reprod~cirse 

y perpetuarse. Crearon ha ta cierto modo. una cultura de bart'iO 

que difícilmente podrán rearticular o reconstituir en otros 

espacios. 

CUADRO 5 

AHTIGUBDAD EN LA VIVIENDA 

No. de l'a111lias " 
- l año 12 l.41 

De 1a4ai\os 158 18.52 

De 5e9años 192 22.51 

De 10 a 19 años 235 27.55 

De 20 a 29 años 118 13.83 

De 30 a 39 años 58 6.80 

De 40 a 49 años 59 6.92 

De 50 y más 15 1.76 

MS/MR 6 .70 

TOTAL 853 100.00 
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La conversión de arrendatarios en propietarios de sus viviendas 

no modificará el alto sentido de cohesión, ni violentará la 

identidad y pertenencia barrial, sino al contrario va a reforzar 

el conjunto de valores, costumbres, tradiciones y ritos acumulados. 

El sentido de propiedad sobre los inmuebles proporcionados, los- -

vuelve también sujetos confiables de crédito. Aunque no deben tam­

poco descartarse los casos aislados de individuos que -habitua-­

dos al régimen de rentas congeladas durante casi tres décadas,- se 

resisten a conservar en buenas condiciones las viviendas, a 

participar en tareas comunitarias y cumplir con el plan de crédito 

asignado. 

2.- Participaci6n econ6mica de los Beneficiarlos 

De particular interés para la Fundaci6n fue el conocimiento 

de la inserci6n productiva de sus beneficiarios. Saber si trabaja­

ban, la ocupación desempeñada y la antigUedad en el empleo declara­

do, asociados estos indicadores con otros de control que no 

son aquí incluidos por el uso interno que de ellos se hizo, 

fueron las variables clave que llevaron a definir el nivel de 

vulnerabilidad económica de la población. 

La idea comunmenten extendida respecto a esos indicadores era 

que la mayoría de damnificados carecía o había quedado sin empleo 

luego de los sismos; se llegó a sostener que el status ocupacional 

de éstos estaba situado entre las actividades de lo que se ha 

denominado sector informal de la economía. También circul6 
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el argumento de que por ocupar puestos marginales difícilmente 

iban a cumplir sus compromisos crediticios. 

Pero estar plenamente seguros de la situación laboral entre 

los damnificados, como de la ocupación desarrollada, y de esa 

manera inducir o aproximar medidas de apoyo complementarias 

para las familias de escasos recursos, fue que se analizaran 

los indicadores referidos 1 encontrando los siguientes aspectos. 

2.1- Si tuaci6n Laboral 

El rasgo sobresaliente de la situación laboral de los damnificados 

atendidos por la Fundación es la al ta tasa de actividad en toda 

la poblac16n. De los 853 casos estudiados, el 91.33% declaró 

contar con alguna ocupaci6n, obtener recursos líquidos por el 

trabajo realizado, desempañr un solo trabajo y emplearse en 

jornadas discontinuas, generalmente de oeho horas días. Otro 

rasgo significativo de la población es la porpor,ci6n de jubilados 

y pernsionados, representados por un 3.63% del total. Las demás 

distribuciones, como consta en el cuadr_o 6, corresponden a deeocup! 

dos temporales y jefes de familia dedicados a labores dom6eticas. 

El desempleo abierto no está fuertemente desarrollado entre 

dicha poblaci6n ya que de los cesantes ( 14), algunos buscaban 

empleo al momento de la entrevista¡ los inactivos temporales 

preeentaban esa aituaoi6n por enfermedad transitoria, vacaciones 
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o vencimiento de contrato. Sin embargo, el desempleo como tal 

no se manifiesta con intensidad o en los términos de la tasa 

de desocupación cuantificada a nivel nacional. 

CUADRO 6 

DISTRIBUC!ON DE LA SITUAC!ON LABORAL 

No. de jefes de familia " 
Trabajan 779 91.33 

Cesante 14 1.64 

Labores domésticas 11 1.29 

Jubilado 31 3.63 

Inactivo temporal 4 .47 

Di versas razones 4 .47 

Sin respuesta 10 1.17 

TOTAL 853 100.00 

2. 2 ·- Ocupaci6n Principal 

En cuanto a la ocupación principal, se obtuvieron resultados que -

pueden sorprendientes para los analistas del ámbito académico, 

pero no para quienes han estado inversos con la población damnifi--

cada. Definida tal variable como las labores a las cuales los 

ocupados le dedican la mayor parte de su tiempo de trabajo y 

de cuyo ejercicio obtienen sus ingresos básicos, la ocupación 

de los beneficiarios es decri ta en el cuadro 7. 



CUADRO 7 

DISTRIBUCION DE LA POBLACION EMPLEADA SEGUN OCUPACION DESEllPALADA 

OCUPACION No. do jef'es de familia " 
Come re ian te 82 9.61 

Trabajador fami 1 i ar 21 2.46 

Empleado en fábricas o talleres so 9.38 

Obrero de la construcción 24 2.81 

Obrero en diversas industrias 42 4.92 

Técnico o profesionista 54 6.33 

Obrero por cuenta propia (2) 41 4.81 

Profesor 7 .82 

Trabajo doméstico asalariado 10 1.17 

Artesano 9 1.06 

Vendedor ambulante 79 9.26 

Empleado en comercio y servicios 163 19.17 

Empleado en oficinas de Gobierno 99 11.61 

Chofer en taxis o camiones 53 6.21 

Trabajo en otras actividades ( 1) 21 2.46 

Sin respuesta 68 7.97 

TO TA L 853 100.00 

(1} Se incluye aquí los casos de las personas que señalaron dedica!. 

se a labores del hogar, los jubilados, los inactivos temporales, --

los cesantes y los que no respondieron o no supieron dar la inform! 

ci6n. Ello explica el aparente número de casos elevado. 

(2) Incluye mecánicos, hojalateros, electricistas, etc, 



192 

La distribución anterior muestra realidades interesantes: alrededor 

de la mitad de los 'trabajadores, manuales y no manuales, deser:ipef".an 

trabajos subordinados, contratados como empleados. la segunda 

categoría en importancia es la de las personas dedicadas al 

comercio en pequeña escala y la de trabajadores por cuenta propia¡ 

en la que están 14.4% de los ocupados. Por lo que corresponde 

a los vendedores ambulantes, sólo el 9.26% señaló dedicarse 

a esta actividad. Analizados los datos por posición en la ocupa-­

ci6n se percibe 1 nuevamente, que la primera categoría la integran 

los trabajadores que son ocupados en términos de empleados (40.9%) ¡ 

luego vienen los vendedores ambulantes y quienes trabajan ;:>or 

cuenta propia desempeñando diversos oficios (sumando en ar:ibos 

casos el 14.07%¡ aparecen en tercer lugar los comerciantes en 

establecimientos propios ( 9. 61%); en cuarto lugar los obreros 

de la construcción y de otras industrias (7.73%) y en quinto 

sitio de importancia quienes se ocupan como choferes. 

La diversidad de ocupaciones desempeñadas está fuertemente relacio­

nada con las alternativas ocupacionales que ofrecen los sectores 

econ6micos de diferente tipo, establecidos en la zona central 

de la ciudad. De hecho, en esta se concentra la pequeña industria, 

el comercio, los servicios públicos bancarios, financieros, 

oficinas gubernamentales y almacenes, que absorven un buen número 

de los trabajado.res damnificados. 
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2.3.- AntigUedad en el empleo 

Con excepción de las personas cuyas actividades económicas se 

rigen por la eventualidad del mercado labora, es decir, quienes 

cue~tan con alguna ocupación pero no tiene carácter permanente, 

casi la mitad de entrevistados (42.6%) señaló una antigüedad 

en el trabajo mayor a 7 años. Existiendo numerosos casos de 

trabajadores con 15 y 25 años de laborar en el empleo declarado. 

Este aspecto es importante considerarlo porque rectifica en 

cierta forma el supuesto de extendido en términos del carácter 

fluctuante que aparentemente tiene la ocupación de los damnificados. 

Coexiste con la anterior categoría un subgrupo de trabajadores 

cuya antigüedad no rebasa el año. 15.3% de las personas, primor--

dialmente los jóvenes con edades de 17 a 19 años, declara haberse 

incorporado recientemente al mercado laboral. Mientras las 

proporciones restantes tienen antigUedades intermedias. 

CUADRO 8 

ANTIGUBDAD DE LOS OCUPADOS EN LOS KllPLEOS DECLAllADOS 

Antigüedad 

Menos de 1 año 

De 1 a menos de 2 años 

De 2 a menos de 3 años 

De 3 a menos de 4 años 

De 4 a menos de 5 años 

De 5 a menos de 7 años 

De 7 a más ai1os 

No sabe/No respondió 

TOTAL 

No. de jefes de familia 

129 

67 

50 

44 

43 

83 

364 

73 

·853 

" 
15.13 

7.85 

5.86 

5.16 

5.04 

9.73 

42.67 

8.56 

100.00 
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El análisis de los tres indicadores, en forma global, permite 

inferir di versas conclusiones: por su situación laboral, las 

familias de damnificados, aun cuando los jefes de ellas pudieron 

haber perdido su empleo inmediatamente después de los sismos 

{por cierre temporal de las fuentes de trabajo), tienen en la 

actualidad trabajos fijos y remuneradores, siendo éstos la princi-­

pal garantía para cubrir los compromisos crediticios convenidos 

con la Fundaci6n. Respecto a la ocupación principal, sin conside­

rar todavía los ingresos percibidos, las familias se emplean 

básicamente en trabajos subordinados de los tres sectores que 

componen la estructura económica capitalina. El sector público 

y el privado con sus principales fuentes de empleo, lo cual 

lleva a suponer que por lo menos el 45.8% de las personas debieron 

ser atendidas por los organismos públicos de vivienda (INFONAVIT 

y FOVISSSTE) ya que tienen la condic16n de derechohabientes 

y en ese sentido se vuelven sujetos de crédito de tales institucio­

nes. Alguna raz6n tuvieron para no acudir a estos organismos, 

empero ella se desconoce por cuanto no fue objeto del estudio 1 

además de desconocerse su situación real cuando ya eran beneficia­

rios de la Fundación. Al margen de ello, en este conjunto social, 

considerado globalmente, se advierte plena disposición para 

responder al plan crediticio proporcionado. La caPacidad de 

pego de estas familias es igualmente soportada por la antigüedad 

en los empleo desempeñados. Aunque deben esperarse incumplimien­

tos con la proporción de familias cuya antigüedad no rebasa 

el año y con los que disponen de ocupaciones fluctuantes. 
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3, - Estructura del ingreso familia 

La capacid~d de pago entre la población damnificada está determina­

. da por el número de ·miembros que componen a los núcleos familiares, 

el tipo de trabajo desempeñado y el nivel de ingreso obtenido 

por el jefe del hogar. 

En otros estudios realizados para aproximar la solvencia econ6mica 

de las familias, en términos del financiamiento otorgado para 

vivienda, se tomó el ingreso individual como el indicador predomi­

nante mediante el cual sería posible decidir la posibilidad 

de acceso a los créditos ofrecidos. Desde el punto de vista 

gubernamental, los damnificados de bajos recursos difícilmente 

accederían a los créditos de los fondos habi tacionales por dos 

rezan.es: una, atribuirle a su condición de no asalariados y, 

otra, por que carecían de derechos laborales. En opinión de 

algunos analistas, los damnificados de los sectores populares 

(excluyendo a los integrantes de estratos medios) se caracterizaban 

por contar con muy bajos ingresos (entendiendo por éstos las 

remuneraciones por abajo del salarlo mínimo de subsistencia). 

De acuerdo con tales posiciones resultaba lógico suponer que 

las medidas de apoyo complementario, o subsidios parciales, 

podrían instrumentarse a partir del ingreso obtenido por los 

jefes de familia, bastaba con hacer una claeificaci6n de casos 

euyos ingresos estuvieran por abajo de los 2.5 salarios mínimos 

para volver operativos los subsidios y beneficiar a quienes 
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carecían de solvencia económica. Sin embargo, ese sólo criterio 

no resultaba tan confiable ni podía considerarse como único 

pues las evidencias mostraban que al interior de los ntlcleos 

familiares se desar:-ollaba un flujo interesante de ingresos 

aportados por los miembros de dichas unidades. En tal sentido, 

el estudio se dirigió a contabilizar no sólo el ingreso de los 

Jefes doménticos sino también el de sus dependientes económicos 

y con base en ello, más los dos aspectos referidos líneas atrás, 

determinar a quiénes beneficiar en términos de condonarles una 

proporción de las mensualidades establee idas. 

Expuestas las advertencias precedentes 1 se revisa en los siguientes 

siJbincisos la estructura del ingreso familiar, recurriendo para 

ello a los datos proporcionados por los jefes de las unidades 

familiares entrevistadas. Es preciso indicar otra aclaración, 

antes de proseguir: de la fecha en que ocurrió el levantamiento 

de la información sobre este indicador, t)asta el cierre del 

presente trabajo, los salarios mínimos experimentaron dos incremen-

tos (uno a partir del 12 de abril y otro el lA de julio), de 

tal suerte que si se tomara como base el salario minimo actual 1 

lti ·pi-oporc16n de familias por abajo de éste se eleva considerable­

mente, no obstante las distribuciones expuestas a continuación 

fueron ajustadas conforme ocurrían tales incrementos. 

3,1.- Znsreso de los jefes de familia 

En relación con este indicador lo primero por destacar es que 

lBa fuentes de ingreso de los jefes domésticos provienen. fundamen­

talmente de ingresos por trabajo; no podría ser de otro origen 
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puesto que más de la mitad son empleadqs, y una cuarta parte 

trabaja por su cuenta. en el mismo sentido 1 la proporción de 

damnificados cuyos ingresos son por capital, es muy baja, caneen-

trándose en pequeños comerciantes con establecimientos propios 

que recurren a la contratación de mano de obra extrafamiliar 

y en algunos casos familiar. 

CUADRO 9 

DISTRIBUCION DEL lNGRl!SO POR JEFE DE FAlllILIA 
(PORCENTAJES) 

ESTRATOS DE AL 15 DE AL 15 DE 
INGRESO lll!NSUAL llARZO ABRIL 

1987 (l) 1987 (2) 

Hasta 39 5.7 3.81 

40 - 59 4.3 2.96 

60 - 89 10.r 9.32 

90 - 119 42.8 38.35 

120 - 149 16.6 20.55 

150 - 199 13.5 15.46 

200 - 249 3.6 4.23 

250 - 299 0.9 0.42 

300 y más 0.9 1.06 

Sin respuesta 1.7 3.60 

TOTAL 100.0 100.0 
(229) (472) 

INGRESO PROMEDIO 114.4 118.9 

(l) El oalario mínimo era de 92,720 pesos al mes. 

( 2) El salario mínimo era do 109, 800 pesos al mes. 

AL 15 DE 
SEPTilllBRI! 
1967 (3) 

2.58 

2.70 

7.03 

33.41 

23.22 

17.23 

7.03 

l.17 

1.76 

3.87 

100.0 
(853) 

129.5 

(3) El salario mínimo vigente es de 135,000 pesos al mes. 
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Los datos del cuadro anterior muestran aspectos interesantes. 

Uno de ellos es que, en marzo abril, las far.tilias percibían 

ingresos promedio ligeramente por arriba del salario minimo 1 

en cambio para septiembre los ingresos promedio descienden con 

relación al mínimo de subsistencia. En el marco de esa tendencia 

decreciente la mayoría de familias se verla favorecida con las 

acciones de condonación, toda vez que por el monto de las remunera­

ciones la proporción destinada al pago de vivienda se nulifica 

por privilegiar otros consumos indispensables, particularmente 

alimentación. Sin embargo, y como los promedios tienden a ocultar 

las condiciones reales de ingresos, al analizar las distribuciones 

por separado se percibe un ensanchamiento en la estructura del 

sector más pobre de la población, entendiendo por sector más 

pobre al conjunto de familias cuyos ingresos están por abajo 

del mínimo de subsistencia¡ así, mientras en abril el estrato 

de pauperizados estaba representado por el 16.09% de las familias 1 

para septiembre casi la mitad (45.9%) ingresa a este sector 

ya que sus ingresos no están en un 22.5% abajo del mínimo vigente. 

La otra mi tal percibe más del salario minimo pero solo una propor­

.ci6n, poco significativa por cierto, obtiene más de dos veces 

el mínimo de subsistencia. 

Con base en la tendencia salarial antes descrita se está, sin 

lugar a duda, frente a grupos sociales de bajos ingresos con 

limitada capacidad de pagao y a quiene la opci6n habitacional 

factible descansa en organismos públicos para sectores populares. 
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Sin embargo, de lo expuesto emerge una interrogante: ¿con base 

en qué parámetro se ha determinado que las familias con ingresos 

inferiores a 2.5 veces el salario mínimo, pertenece a los estratos 

de bajos recursos? Si el punto de comparación es el ingreso 

promedio de la población urbana, cabe pues sostener esa aseveración 

pero si los ingresos abajo de 2,5 VSM se equiparan con los niveles 

de la 'población rural, particularmente con los productores agr!co-­

las cuyo ingreso per cápi ta dista mucho de acercarse al mínimo gen.=. 

ral, las percepciones de la población damnificada no los si tua 

en los estratos de bajos recursos, puesto que los salarios devenga­

dos les permiten cierto poder adquisitivo incluido el consumo 

de vivienda en alquiler. 

Considerando entonces que el sólo ingreso de los Jefes de Familia 

resultaba insuficiente para determinar la capacidad de pago, 

se procedió a indagar el monto del ingreso familiar. 

3.2..INGR!SO FAMILIAR DE LOS BENEFICIARIOS 

Para cuantificación del ingreso familiar se tomó como base el 

conjunto de aportaciones liquidas que los miembros de cada unidad 

o grupo doméstico destinan para la manutención de los hogares. 

Las familias generalmente están compuestas por más de dos personas 

en edad de trabajar¡ aún cuando no todas éstas desempei\an activida­

des laborales que signifiquen alguna forma de remuneración, 

existe cuando menos un dependiente económico que trabaja y, 

bajo la denominación cotidiana de 11gasto11
, contribuye en los 

gastos . !ami liares!.- Generalmente .las contribuciones ado¡)tan 

formes variadas: unos absorven los pegos correspondientes a 
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de su salario para complementar el bajo ingreso aportado por 

quien funge corno jefe doméstico¡ y los hay también que integran 

los salarios de ambos conyuges, para luego distribuirlos en 

consumos indispensables. En cualesquiera de las modalidades 

el ingreso se incrementa o equilibra haciendo menos onerosa 

la satisfacci6n de las necesidades básicas. 

La distribución del ingreso familiar, compuesto por las aportacio-

nes líquidas, del jefe doméstico y de los miembros que integran 

el núcleo familiar, observó el comportamiento descrito en el 

c"uB.dro siguiente: 

CUADRO 10 

ESTRATOS DB 
INGRESO 

(ll!HSUAL) 

Hasta 39 

40 - 59 

60 - 89 

90 - 119 

120 - 149 

150 - 199 

200 - 249 

250 - 299 

300 y m6a 

Sin respuesta 

T. O T A L 

IFP 

DISTRIBUCION DEL I!IGRESO FAllILIAR 
(PORC!lftAJl!S) 

AL 15 DE AL 15 DE 
llARZO ABRIL 
1987 (1) 1987 (2) 

3.6 1.71 

4.0 2.96 

6.5 5.50 

31.9 25.85 

14.4 16.52 

18.3 20.76 

10.0 11.65 

5.7 5.72 

4,3 8.48 

l.3 o.es 
100.0 ioo.o 
(229) (472) 

146.96 161.02 

--~---· ---

AL 15 DB 
SEPTIEllBRE 
1987 (3) 

1.06 

2.70 

4.57 

23.33 

17.58 

21.22 

14.42 

7.03 

7.62 

.47 

100.0 
(853) 

167.39 
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En el convenio de concertación democrática fue planteado que 

la forma de pago hacia el crédito otorgado, se realizarla mediante 

abonos mensuales equivalentes al 30% del salario mínimo mensual 

en el Distrito Federal, Significando que si el salario minor:io 

en septiembre es de 135 mil pesos, los acreditados deberán erogar 

47 1 250 pesos: desde este cálculo a las familias con ingresos 

menores a 39 mil pesos, les faltarán .casi 6 mil pesos para comple­

tar el abono mensual, dejando de satisfacer sus necesidades 

básicas de alimentación. Ello suponiendo que su ingreso permanezca 

sin crecimiento. Previendo esa situación, la Fundación estableció 

un prototipo de condonación que exhime de los pagios mensuales 

a loe damnificados cuyos ingresos estén ubicados en el estrato 

referido. Para las unidades familiares con ingresos equivalentes 

a 40 y hasta 89 mil pesos, les condona tiemporalmente el pago 

total de las mensualidades, subsidiándoles una proporción del 

abono mensual; en igual sentido quienes perciban ingresos inferio­

res y equivalentes al mínimo de subsistencia, son subsidiados 

con una proporción, que signifique a las familias pagar s6lo 

el 20% del salario mínimo mensual. 

Por otra parte, para saber el impacto del abono mensual en términos 

del ingreso familiar se construyó el c_uadro expuesto en seguida. 



(1) Salario mínimo 92, 720 pesos mensuales 

(:i) Salario mínimo 109,800 pesos mensuales 

(3) Salario mínimo \•igente 135,000 pesos mensuales 
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Los datos expuestos muestran que durante los tres periodos 

registrados el ingreso familiar promedio rebasa considerablemente 

el mínimo de subsistencia. Si el criterio para apoyar a las 

familias estuviese fincado en ese indicador, con toda seguridad 

ninguna resultaría beneficiada en tanto la mayoría cuenta con 

capacidad de pago. Empero, como en el ingreso individual, los 

valoree promedio encubren diferencias de suyo significativas. 

En la distribución anterior vuelven a registrarse movientes 

interesantes. Disminuye la proporción del sector más pobre 

de ~a poblaci6n y se incrementan los casos de familias con ingresos 

superiores al salario mínimo de subsistencia. Poco más de la 

mitad de los núcleos familiares obtiene ingresos que caen en 

los estratos de 120 a 249 pesos mensuales, según los porcentajes 

de la tercera columna. Las familias colocadas por abajo del 

salario mínimo son fundamentalmente las que no cuentan con apoyos 

"directos de sus dependientes económicos¡ se trata de hecho de 

personas de edad avanzada, con ocupaciones fluctuantes y cuyos 

ingresos provienen de la vente ambulante 1 de trabajos como lavado 

de ropa 1 costura a domicilio y venta de artesanías. Incluye 

a su vez a pernsionados y jubiladoe 1 mujeres viudas y minusválidos. 

Erl este grupo social, la pósibilidad de cumplir los compromisos 

crediticios se antoja improbables, y en la medida que se incremente 

la proporción convenida oara ir finin1d t-"ndo el crt'!dito asignado 

· tieri menos -pdsible cubrir l.as mensua11dades. 
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CUADRO 11 

IMPACTO DEL ABONO MENSUAL EN EL INGRESO FAMILIAR 

ABONO AJUSTADO 
A PARTIR DEL 
lª DE JULIO 

No. DE FAMILIAS " INGRESO PROlll!DIO PORCENTAJE DE 
DE LAS UNIDADES IllPACTO RES-
FAMILIARES( IPF) PECTO AL IPF 

1.06 34,500 117.3 

23 2.70 49,500 81.8 

39 4.57 74,500 54.3 

$ 40,500 199 23.33 104,500 38.7 

150 17.58 134,500 30.1 

181 21.22 174,500 23.2 

123 14.42 224,500 18.0 

60 7.03 274, 500 14.7 

65 7.62 325,000 12.4 

De la información anterior y prescindiendo de los apoyos instrumen-

tados por la Fundación, lo primero que sal ta a la vista es que 

9 familias carecen de completa capacidad de pago¡ 23 familias 

tendrían que destinar el 81. 8% de sus ingresos para consumo 

de vivienda y 39 familias más deberían disponer de 54.3% de 

sus ingresos para el mismo fin. De acuerdo con ello, los núcleos 

familiares tienen frente a s{ una disyuntiva poco favorable: 

abonan mensualmente lo requerido para su vivienda o satisfacen 

sus necesidades pi:imarias. Para cubrir de alguna manera las 

mensualidades deberáin percibir ingresos mínimos equivalentes 

a 134,500 pesos por mes, es decir el salario vigente. Otra 

proporci6n de las familias, 23.3% del total, podrá cumplir con 

la mensualidad siempre y cuando prescinda de algunos atslfactores. 

Zl · l'~t:'tante 67'% de lan fo.m!lil'c, incluyendo a quieneR declararon 
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ingresos equivalentes al salario mCnimo actual 1 no van a tener 

- en apariencia - dificultades para arnorti zar los créditos asigna-­

dos¡ llama la atcnc16n observar que el 14.6% de las personas, 

se dcsprendef'án de ingresos cuyo carii.cter- es casi simb6lico 

pues les significa dest.inar sólo un 14% de sus ingresos. 

Analizando globalmc-nte la estructura dC"l inerí'So fa.miliar con 

respecto a la estructura familiar y la ocupación principal de 

quienes juegan un papel determinante en los grupos domésticos, 

es posible apuntar las siguientes inferencias. Quienes devengan 

salal:"ios equivalentes al mínimo de subsistencia· son principalmente 

_los jóvenes cuyas edades fluctuan entre los 17 y 24 años (sol teros, 

madres solteras y casados) recientemente incorporados al merca.do 

laboral, al interior del cual desempeñan actividades de regular 

ealificaci6n, siendo su acupaci6n principal la de obreros y 

empleados en el sector privado y gubernamental. Son básicamente 

familias nucleares integradas por tres miembros, la cónyuge 

está habitualmente dedicada a lnhores domésticas, y en los casos 

de madre~ solteras, éstas comparten su vivienda con parientes 

cercanos cuya función principal ef: la asistencia de los menores 

de edad. 

Otro subgrupo lo compon~n las famil i&s con ingresos muy por 

abajo del mínimo dC? subsistencia. Reprcsntado básicamente por 

horabrcs y mujcrc~; de r.i5s de 60 años que por la cd:.td son rechazados 

en los sectores productivos o bien h&n adquirido la posición 

de jubilados o ptmsinnados. Los que ne.. obscrVan esta. ú~tima 

p_osición, se dedican a la venta ambulo.nte de productos diversifica-
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dos, y al ejercicio de actividades de baja calificación entre 

las que sobre salen el trabajo doméstico asalariado, lavado 

de ropa, maquila de ropo y otro tipo de actividades propias 

del sector informal de la economía. Curiosamente están integradas 

por más de cuatro miembros de los cuales la mayor parte son 

menores de edad. 

Un tercer estrato lo conforman las unidades familiares típicamente 

extensivas, cuyos ingresos están por arriba del mínomo de subsiste!! 

cia. En el se agrupan fundamentalmente los hombres casados 

con edades situadas entre los 30 y 49 años, con una antigüedad 

en la estructura ocupacional mayor a si te años; desempeñan trabajo 

calificados; complementan los ingresos con las aportaciones 

de los miembros integrados al mercado laboral. 

El cuarto subgrupo de importancia está constituido por familias 

cuyo Jefe percibe más de 2 salarios mínimos, que obtiene· de 

actividades comerciales en establecimientos propios. Aún cuando 

comprate la vivienda con más de cinco miembros, generalmente 

los hijos en edad de trabajar retrasan su incorporaci6n al mercado 

liberal por las actividades escolares. 

3 .3- Ahorro Ji'Miliar 

La idea comunmente extendida en di versos círculos del mundo 

académico es que las familias de los estratos bajos no tienen 

posibilid~d de ahorra por cuanto dedican la mayor parte del 

ingreso a consumos indispensables. Sin embargo, los resultados 
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del estudio perraiticron detectar que en casi 20% de las fanilias 

encuestadas practican alguna forma de ahorro, ya en términos 

de cuentas corrientes 1 inversiones a pla?.o fijo e inclusive 

bajo fórmulas típicas implantadas en los sectores productivos 

como son las popularmente llamadñ~ cajas de ahorro. 

Es en las familias de ingresos medios y al tos donde se manifiesta 

con mayor intensidad la cultura del ahorro. Generalmente el 

monto global de este nunca supera al millón de pe.sos, aunque 

existieron tres casos de familias que señalaron poseer títulos 

de inversión equivalentes a cuatro y cinco millones de pesos 

respectivamente. El destino del ahorro es para cubrir eventualida­

des o fortuitos asociado·s con eventos riatu<1.les 1 contingencias 

familiares, adquisici6n de bienes duraderos y como medio para 

iniciar el establecimiento de pequeños negocios productivos¡ 

advi tiendose también casos de especulación como los préstamos 

con interés entre conocidos. 

La mayoría de familias cntrevlstad:::t.5 1 en cambio, no practica 

alguna de la5 modalidades de ahorro ref'erldas. 

se explica por cuestiones obvin<;*. 

3.4- Gas lo Familiar 

Empero ello 

Los egresos farrii liares tlcno:.-11 11n pnt.r6n c:rtracteristico u inverso 

nl observado entre los g1·u¡-..cs socifllc5 rri'""·dior. y b~jo::> d'?l ámbito 

urbano. Es decir, frc·ntc o la tend~ncia en estos ('¡;Lrrtto5 por 

cons;umir más de lo que sop,y;.·tEin su& ingref:io:; 1 la~ familias de 
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recursos tienden a elasti ficar el gasto, ajustando los ingresos 

a consumos mini:Ttos indispensables, El destino del gasto está 

dirigido a la satisfacción de necesidades alimentarias, pues 

las correspondientes a vestido y calzado son compensadas mediante 

obsequias recibidos de parientes cercanos, vecinos e instituciones 

asistenciales. 

Las unidades familiares con ingresos equivalentes al mínimo 

de subsistencia elastifican también los egresos: en términos 

generales destinan los ingresos a la adquisición de bienes aliment.!_ 

cios, vestido y calzado. Prescinden de otro tipo de satisfactoree 

para asegurar sus necesidades de alimentación¡ el vestido y 

calzado lo adquieren una vez al año en locales donde se distribuye 

ropa de segundo uso. Cerca del 75% de los ingresos se destinan 

a los fines mencionados. 

En los núcleos domésticos con ingresos medios, clasificados 

éstos como medios en relación al ingreso promedio de todos los 

entrevistados y no en función de la estructura del ingreso de 

la poblaci6n urbana, destinan cerca del 60% del gasto a la adquisi­

ci6n de satiefactores básicos entre los que se cuentan los alimen­

tos, el vestido y calzado, vivienda, educación y eventualmente 

consumen productos de uso duradero. 

A ·medida que los ingresos se incrementan, pierde importancia, 

relativamente, la proporción del gasto orientada a la satisfacción 

oe necesidades primarias, De ahí que las familias con ingresos 

altos. 
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CUADRO 12 

DISTRIBUCION POR ESTRATO DE COSTO FAMILIAR 
(MENSUAL) 

ESTRATO DB l!GRBSO FAMILIAR No. de Familias 

Hasta 39 25 

40 - 59 43 

60 - 89 161 

90 - 119 238 

120 - 149 172 

150 - 199 119 

200 - 249 62 

250 - 299 16 

300 y más 13 

MS/MR 4 

TO T AL 853 

3.5.- Indices de Bienestar 

" 
2.94 

5.05 

18.87 

27.90 

20.16 

13.95 

7.27 

1.88 

l. 54 

.44 

100.0 

En los apartados correspondientes a los primeros capitulas quedaron 

descritas algunas condiciones de habitabilidad observadas entre 

las familias damnificadas. De manera general se indic6 que 

las viviendas ocupadas por los damnificados presentaban en su 

mayoría (63.93") estados de deterioro parcial o total, otro 

28.25% estaban en regulares condiciones y sólo 10.22% tenían 

buen estado. Respecto a la forma de tenencia, 96.09% eran vivien-

das rentadas, 2.05% prestadas y 1.13% eran casas propias. Dichas 
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viviendas ocupaban una superficie promedio de 27 metros cuadrados. 

Compartiendo el baño 69.09% de las personas alojadas en vecindades 

y la cocina 36.27%. 

La si tuaci6n habi tacional en los barrios donde tuvieron mayor 

impacto los sismos era muy deficiente. Hacinamiento, insalubridad, 

deficiencia en los principales servicios, son las principales 

características que compartía el conjunto de vecindades donde 

residía la población damnificada. A ello debe sumarse otro 

panorama: más de la mitad habitada en viviendas de un solo cuarto, 

m~~eE1t~as que u_na cuarta parte lo hacía en viviendas de dos y 

solo una décima en tres cuartos. El al to grado de hacinamiento 

es un rasgo característico de las familias entrevistadas 1 compues­

tas en promedio por m6s de cinco miembros. 

Para tener una idea de las modificaciones ocurridas a dos años 

de los sismos en términos de las condiciones de habitabilidad, 

as1 como del nivel de bienestar, cuantificado este por ciertos 

indicadores que permitieran registrar la relación entre los 

niveles de ingresos y la capacidad de las familias para acceder 

a satis tac tares que de alguna manera reflejaran la situación 

social de los habitantes, se presentan a continuación los resulta­

dos obtenidos de la exploración realizada en las nuevas viviendas. 

4.- Tipo de vivienda, torma de tenencia y condiciones de habitabilidad 

Aún cuando huelga decir que los damnificados son actualmente 

propietarios de las viviendas construidas con los apoyos de 

donantes internos y externos, lo m4s sianificativo han sido 
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dos aspectos: se mantuvo la estructura tradicional de las vecinda-

des, y se modificaron las condiciones sanitarias de las viviendas. 

La totalidad de ellas cuentan con servicios básicos que dan 

comodidad a sus ocupantes. Disponen de baños, cocina y patios 

de lavado para cada vivienda. Los prototipos han sido diseñados 

con 2 recámaras separadas de la estancia comedor, en una superficie 

promedio de 42 metros cuadrados, es decir casi el doble de los 

cuartos que ocupaban. 

Por cuanto al número de personas entrevistadas, se estima que 

en las 853 viviendas residen 3, 779 habitantes, lo cual arroja 

un índice de 4.4 miembros por vivienda. De acuerdo con estos 

datos no habría al to grado de hacinamiento en la medida que 

hay dos personas por cuarto. Sin embargo, ese promedio vuelve 

a ocultar condiciones de hacinamiento que están presentandose 

en casi un 45. 78% de las viviendas, al interior de las cuales 

residen más de cinco miembros. 

CUADRO 13 

DISTRIBUCION DE LOS OCUPANT!!S DE LAS VIVIENDAS 
(INCLUYE A WS JEFES DE FAllILIA) 

Míimero de Ocupantes No. de Viviendas 

Ninguno 6 

Uno 43 

Dos 97 

3 a 4 337 

5 a 6 241 

7 a 8 97 

9 a 10 20 

11 a 12 4 

13 y rnh ~ 

" 
.70 

5.04 

11.37 

39.52 

28.25 

11.37 

2.34 

.47 

.59 
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Número de Ocupantes No. de Viviendas " 
MS/MR .35 

TOTAL 853 100.0 

De acuerdo a la distribución anterior se observa que en el 45.7% 

de las viviendas el índice promedio de ocupantes se incrementa 

a 6.4 miembros por vivienda. Significando que el fenómeno de 

hacinamiento está presente de nueva cuenta en espacios habitaciona­

les al parecer más amplios respecto a sus viviendas de origen. 

Aunque tal situación debe explicarse con base en un marco de 

análisis más amplio ues hasta hoy no es muy claro si las familias 

extensivas observan condiciones de hacinamiento por el hecho 

de distribuirse en superficies bastante distantes de los asentamie!!_ 

tos reservados pra los estratos medios. 

CUADRO 14 

TIPO DE ACABADO 

Puertas 

Clossets 

Alfombrado 

Loseta 

Tapíz 

ACABADOS INTRODUCIDOS EN LAS VIVIENDA 

No. DE VIVIENDAS 

566 

77 

83 

216 

30 

. " 
66.35 

9.03 

9.73 

25.32 

3.52 

Las viviendas se construyeron de acuerdo con diversos prototipos, 

algunos de los cuales previeron diversos acabados, pues en términos 

generales no contemplaron la introducci6n de puertas para las 
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recamaras, loseta para los pisos ni paredes recubiertas. Sin 

embargo. el sentido de propiedad entre las familias les condujo 

a llevar a cabo mejoras mater.iales antes y después de ser ocupadas. 

·e:ntre los acabados básicos lo más sobresaliente ha sido que 

en el 66.35% de las viviendas se colocaron puertas de madera 

para los cuartos principales. Los pisos, originalmente terminados 

en cemento pulido, han sido recubiertos con loseta asfáltica 

en 25.32% de las viviendas y el 9. 73% las alfombró; 9.03% colocó 

clossets y 3.52% recubri6 las paredes con papel tapiz. 

De hecho, las f'amilias con amplio poder ádquisitivo son quienes 

impulsaron los acabados descritos, en tanto la mayor parte de 

lea familias conservan sus habitaciones sin modificaciones o 

acabados relevan tea, 

4.1.-Bienes de uso duradero y 1110biliario 

Otra idea bastante extendida respecto a la población damnificada 

túé en el sentido de que au si tuaci6n de pobreza lea limitaba 

la adquisición de bienes de uso "duradero. Empero, durante el 

trebajo de campo se detectaron realidades que refutan el plantea-­

miento anterior. 
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CUADRO 15 

PRODUCTOS DE USO DURADERO 

Tipo de producto 

Estufa 

Refrigerador 

Lavadora 

Televisor 

No. de familias que lo poseen 

791 

522 

383 

708 

" 
92. 73 

61.20 

44,90 

83.00 

En la mayoría de hogares cuentan con estufa de gas y televisor 

(generalmente de blanco y negro, aunque cerca del 42% de los 

aparatos son de color). Las disponibilidad de estos bienes 

tiene su explicación en la fuerte popularidad que han adquirido 

dichos productos, particularmente en ámbitos urbanos, donde 

la publicidad mercantil los ha revestido como bienes necesarios 

y que otorgan ºprestigio", La presencia de> televisores en 84.11% 

de las viviendas responde a otra razón: generalmente constituye 

la única fuente para el esparcimiento y la diversión familiar. 

En el mismo sentido, dos terceras partes disponen de refrigerador 

y cerca de la mitad poseen lavadoras. Por lo que corresponde 

a salas y comedores, se detect6 que las primeras están a la 

vista en casi la mitad de las viviendas y los segundos en un 

62. 28% de los hogares 

El análisis aislado de los bienes de uso duradero bajo poder 

de las familias conceptualizadas como de bajos recursos, hace 

suponer que tienen amplio poder adquisitivo, pues son poseedoras 

de productos cuyo valor en el mercado suele ser prohibitivo 

para los estratos con ingresos bajos. No obstante, al indagar 
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·sobre la forma u origen de acceso a tales bienes. un buen número 

de personas manifes~ó haberlos obtenido por donación de particula­

res. Otros seílalaron que tos compraron en abonos y una proporci6n 

mínima expuso que los adquirió recientemente en casas comerciales 

vinculadas a Fondos Públicos que flnancfan el consumo para trabaja­

dores. 

4.2- Aparatos Electr6nicos 

Otra clase de bienes de uso duradero bajo poder de las familias, 

que muestran de alguna manera la posición social de ~stas ·y 

la capacidad adquisitiva, se refiere a los aparatos electrónicos. 

La observación realizada en las viviendas permitió detectar 

que en 36.93% de los hogares poseen equipos modulares¡ un 33.au; 

disponen de grabadoras; videocasseteras en 6.45% de los mismos; 

cuentan con teléfono 17.47% de las casas y hay una amplia variedad 

de aparatos tales como batidoras, cafeteras, tostadores y hornos 

elécticos en 5.39% de las viviendas. 

Haciendo un análisis global de los datos correspondientes a 

mobiliario, bienes de uso duradero, aparatos electrónicos y 

acabados materiales, se percibe correlaci6n entre los niveles 

de ingreso, medios y al tos, y la disponibilidad de bienes. 

Los nucleos familiares con amplio poder adquisitivo disfrutan 

de aatisfactores generalmente observados entre los estratos 

socio-econ6micos medios. En cambio, para las familias de bajos 

recursos, muy en particular los del sector más pobre 1 el acceso 

a esos bienes sigue siendo prohib~tivo debi~ndo contar con el 
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mobiliario mínimo indispensable. No han realizado modif'icaciones 

relevantes manteniendo condiciones de bienestar similares 

las que tenían cuandO vivian en las viejas vecindades, con la 

. diferencia de que ahora cuentan con es.pacio ·físicos funcionales, 

mejores condiciones sanitarias y servicios integrados en cada 

vivieri.da: el baño colectivo y los lavaderos comúnes han sido 

sus.ti tu idos, lus tapancos, como los cuartos redondos de 4 X 

4 son reemplazados por cómodas recámaras, aparentemente reducidas. 

Las condiciones de vida y bienestar se incr~mentaron para una 

proporción relativamente elevada de la población: el sólo hecho 

de ser propietarios de sus viviendas constituye en sí una importan-

te mejora de su situación social. La conservación del tradicional 

patio, que seguirá cumpliendo funciones múltiples tales como 

centro de acceso a las viviend~s unifamiliares, zona de recreo, 

convivencia vecinal, espacio de interacci6n comunitaria, es 

otra importante conquista¡ los beneficiarios han obtenido, en 

síntesis, una calidad de vida superior por cuanto disponen de 

espacios físicos propios y, la gestión con las instancias guberna-

mentales y no gubernamentales. 

CUADRO 16 

llOBILIARIO Y APARATOS EN LAS VIVIEMDAS 

llúmero " 
Sala 402 47.13 

Comedor 460 53.93 

Estufa 791 93.73 

Refrigerador 522 61.20 

Televisor 708 63,00 
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ffúllero " 
Equipo Mod. 315 36.93 

Videocassetera 55 6.45 

Lavadora 383 44.90 

Grabadora 285 33.41 

Consola 141 16.53 

Antecomedor 257 30.13 

Radio 229 26.85 

Teléfono 149 17.47 

Puertas 566 66.35 

Clossets 77 9.03 

Alfombrado 83 9.73 

Mosalco 215 25.21 

Cilindro o tanque 609 71.40 

Tapiz 30 3.52 

Otros 46 5,39 
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CAP l T U L.O V 
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V.- SISTEMA DE R!CUPERACIO!f FINAl'll!IERA 

I .- COMPONENTES DEL SISTEMA 

1.1- Los predios que se incluyen 

Carmen 57 

Rodríguez Puebla 25 

Penitenciaría 8, 10, 12 

Vértiz 128 

Dr. Norma 49 Bis 

Moctezuma 143 

Dr. Lucio 132 

Panaderos 89 

Mina 144 

San Pedro Mártir 

Calle S H. 572 

Vértiz 126 

Panaderos 32, 34, 36 

Calzada de la Viga 634 

Pintores 121 

Panaderos 93 

Ibero-Iztapalapa 

Penitenciaría 72 

Moc te zuma 199 

Pro-año 21 

Chiapas 82 

Vértiz 124 

Carpinteros 68 

Plomo 200 

Pintores 4 

Av. del Trabajo 100 

Panaderos 59 

Canal del Norte 138 

Camelia 75 

Luna 28 

Cuauti tlán Izcalli 

Peña y Peña 4 

1.2-Criterios generales para el otorgamiento del cr~dito 

Estos criterios ya han quedado definidos en el marco del con­

venio de concertación democrática que fue signado por la 

Secretar!a de Desarrollo Urbano y Ecología, las organizaciones 
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de vecinos y organismos no gubernamentales de apoyo. Se 

refiere básicamente a la determinación del precio máximo 

para una vivienda nueva en predios expropiados, el porcentaje 

de salario mínimo que se aplicará para el pago de las mensual! 

dades 1 el interés que se cargará sobre el préstamo y el 

plazo previsto para la amortización del adeudo. Además, 

el convenio también señala los criterios para rehabilitaciones 

menores y para rehabili taci6n. 

A.- El precio máximo de las viviendas en predios expropiados -

es de $ 2 1896,000.00 pesos. Asimismo, la Fundación también 

sostuvo este precio máximo para las viviendas que por lo g! 

neral construy6 en la zona del desastre. Sólo se dieron 

cambios en el precio máximo en viviendas nuevas que adqui­

rió fuera de la zona dañada o cuando as! lo convino previa­

mente con las comunidades apoyadas. 

B.- El porcentaje del pago mensual es del ~ del salario míni­

mo vigente en el Distrito Federal en el mee de febrero de 

1987¡ esta cantidad se deja constante a lo largo del año. 

Además, sólo se ajustará el monto del salario mínimo sobre 

el cual se aplica el porcentaje una vez al año. (El mes de 

febrero para ser precisos) 

e,-- La tasa de interés del crédito es del 171' f'ijo ~obra saldos 
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insolutos. en este contexto, la Fundación se ha reservado 

el derecho de sostener el compromiso iniciado con algunas 

comunidades de que el interés a cobrar será del 11%. 

D.- El plazo máximo para amortizar el adeudo es de ocho años y 

seis meses. Sólo en uno de tos proyectos de vi vi en da nue­

va en predios no expropiados y fuera de la zona del desas­

tre la Fundación fijó como plazo máximo para amortizar el 

adeudo quince años (Este proyecto es el de la comunidad de 

Cuauti tlán lzcalli) 

Asimismo, en la Fundaci6n se apoy6 una comunidad en la 

rehabilitación de sus viviendas, fijándose un precio de 

venta de $ 2' 225, 700.00 pesos y respetándose los criterios 

generales de recuperación financiera antes descritos. 

También, en la Fundación se apoyó. la construcción, rehabilita­

ción o venta de accesorias destinadas principalmente al 

comercio. En estos casos que son los menos 1 sin embargo 

los precios de venta son muy variados 1 aunque por regla 

general también se aplicaron los cri ter los de recuperación 

financiera antes descritos. 
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l, ;.¡... Prototipo de recuperación financiera adoptado 

Los criterios generales para ei otorgamiento del crédito 

son parámetros que tienen que traducirse a tablas de amortiza-

ción del crédito. El prototipo de amortización adoptado 

por la Fundación lo podemos reawnir dE: la siguiente forma: 

los pagos o abonos mensuales se destinan a amortizar el 

principal o capital del crédito otorgado hasta que quede 

completamente liquidado o sea igual a cero. Los intereses 

se estiman sobre un capital gradulamente en descenso y 

se acumulan por aparte, para comenzarse a pagar, una vez 

pagado completamente el principal. En palabras sencillas, 

primero se paga el capital y una vez liquidado éste, se 

comienzan a pagar los intereses acumulados. 

El hecho de que se haya elegido un porcentaje del salario 

mínimo como criterio básico para fijar el escenario que 

se proyecte más allá de 11X" número de meses, tendrá una 

valor meramente de pronóstico y no de compromiso. Esto 

se explica por una parte 1 en razón de que los antecedentes 

en materia de política de salarios mínimos señalan por 

lo menos dos incrementos al año, y por otra parte, el hecho 

de que es imposible predecir el porcentaje de incremento 

que se .aplicará en el futuro en esta materia. Esta situación 

es aún máf.5 impredecible considerando la problemática financie­

ra y económica que enfrenta el pa!s. 



222 

1.4-F6nnula para definir los niveles de vulnerabilidad de los benef"! 

el arios 

Conforme avanzaban las obras y a medida que se hacia entrega 

de las nuevas viviendas, surgieron di versas inquietudes y 

malestares respecto al crédito otorgado. Algunas autoridades 

comunitarias, o representantes de los afectados, señalaron 

la existencia de familias con poca o ninguna capacidad de 

pago. Otro· bloque de personas, pero éstas de manera individual, 

r,ei.teraron géneros de dificultades que les dificultaban cumplir 

con los compromisos crediticios. Llegó inclusive a plantearse 

que había incongruencia en el referido mecanismo de financiamien-

to puesto que los apoyos proporcionados no provenían exclusiva-

mente de organismos financieros quienes determinan ciertas 

condiciones de recuperaci6n, sino de grupos y organizaciones 

sociales -internas y externas- que donaron recursos. Movidos 

bajo esta lógica demandaban vivienda gratuita. 

Por otra parte, la Fund~ci6n -bajo el marco de las políticas 

que rigen su acción- tiene facultades para condonar parcial 

o definitivamente la cantidad acreditada siempre y cuando 

se compruebe la insolvencia económica de las familias y pasen 

por un proceso de dictamina.ción comunitaria que avale la efectiva 

incapacidad de pago. 
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En este contexto de problemática enunciados y atribuciones 

específicas, la Fundación decidió llevar a cabo un estudio 

socio-econ6mico de cada familia para poder contar con elementos 

mediante los cuales tuviera un perfil aproximado de los benefici! 

rios, conociera las características socio-económicas de las 

comunidades, estableciera criterios mínimos para la condonación 

y decidiera condonar en forma parcial o total a las ·rami 1 ias 

que efectivamente carecen de solvencia. 

Con base en los resultados del estudio se construyó un esquema 

de condonación definitiva y parcial. El subsidio parcial 

es de dos tipos: a) pagar un 10% del c~édito otorgado y b) 

pagar sólo el .20% del mismo, en ambos casos durante el tiempo 

que dure. en pagar su vivienda o por s6lo dos años. En el 

caso del subsidio parcial no se afecta el plazo de aciortizaciones 

del beneficiario puesto que éste eroga uno u otro porcentaje 

y la Fundaci6n absorve la otra parte y se va aplicando como 

si estuviera pagando el 30I. 

l.S- Bl llOdelo de cobranza 

La Fundaci6n contrat6 por un ai'lo al despacho Cabo y Saldivar, 

S.C., para que se encargara de cobrar a las comunidades las 

mensualidades de sus cr~di tos. 

fueron los siguientes: 

En síntesis, los acuerdos 
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A.- Con relación a la Fundación: 

a) La Fundación cubrirá al despacho como comisión por su 

trabajo de cobranza, el siete por ciento del monto t~ 

tal de lo cobrado. 

b} Las liquidaciones de las comisiones las descontará el 

·despacho 11 automáticainente 11 una vez efectuado el cobro. 

Ambas partes entienden por descontar 11automáticamente11 

el porcentaje de comieión 1 que el despacho descuente -

su comisión el mismo día en que realizó los cobros, d.!:_ 

positando sin falta al día siguiente en la(s) cuenta(s) 

que le señaló la Fundación el 93% de lo cobrado el día 

inmediato anterior, o sea, el día en que real izó el -

descuento de su comisión. 

e) La Fundación siempre conserva la facultad de condonar 

total o parcialmente el importe de alguno(a) de los cr! 

ditos de viviendas otorgados a los beneficiarios. 

d) Para los casos en que sea conveniente emprender acción 

judicial contra el beneficiario, la Fundación es la que 

lo aprueba. 

e) El despacho está obligado a presentar un estado de cue!!. 

ta mensual a la Fundación, donde se detalle lo acantee! 
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do en este periodo en materia de cobranza a los bene­

ficiarios. 

B.- Con relación al beneficiario: 

a) El despacho de cobranza utilizará. cobradores para obt! 

ner los recursos financieros de las viviendas y locales 

comerciales, durante los primeros 10 díaS hábiles de -

cada mes. 

b) Los beneficiarios después de los 10 primeros _días háb.!, 

les de cada mes, deberán pagar sus mensualidades en el 

domicilio del despacho de cobranza. Cuando el pago no 

sea puntual y exceda los plazos de gracia, el despacho 

podrá fijar penas econ6micas o intereses mora torios. -

Estas penas económicas se aplicarán de la siguiente -

forma: después de los primeros 10 días hábiles de ca­

da mes se le aplicarti al beneficiario un recargo del -

?J y si el pago rebasa el mes a que corresponde, se ~e 

aplicará además del cargo anterior un 8% sobre su cuo­

ta por cada mes o fracción del mes que se atrase el P! 

go. 

1.6-La contratación de los seguros ele vida y dailos 

A partir del d!a primero de mayo de 1987 la Fundaci6n contrat6 los 

servicios de un despacho especializado en asegurar viviendas de t!. 
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po popular: el despacho se llama Servicios de Control Administra t.! 

vo, s.c. Las condiciones de seguro y cuotas para cubrir créditos 

y casas habitación, son los siguientes: 

A.- Seguro de vida: 

Edades de ingreso: de dieciocho años en adelante 

Riesgos cubiertos: muerte. Durante la vigencia del crédito, 

invalidez total y permanente. En tanto el 

asegurado no cumpla setenta años de edad. 

La prima total de vida es de $ 0.27 al millarmensual, aplica­

ble en forma constante sobre el 110% del crédito inicial. La 

suma asegurada en vida es el 110% del saldo insoluto en el m~ 

mento del fallecimiento 1 sin considerar adelantos o atrasos -

en el pago de mensualidades de crédito. 

Quedará asegurada en la gran mayoría de los casos, 95% de -­

ellos aproximadamente, el titular del certificado personal de 

derechos. En el 5% restante, también en forma aproximada, se 

amparará a una sola persona por crédito, la cual será la que 

designe la Fundación¡ las cuales tienen características soci! 

les y económicas similares a la de los titulares del certifi­

cado personal de derecho. 



227 

B. - Seguro de daños 

Se cubre: incendio y rayo¡ explosión¡ ter~emoto y erupción 

volcánica: granizo, ciclón y huracán o vientos te~ 

pestuosos. 

En caso de siniestro se consideran: 

En el riesgo de terremoto, un coaseguro de 20% de los daños y 

un deducible de 2% sobre la suma asegurada de terremoto ( 1.6% 

de la suma asegurada para incendio). 

En el de granizo, un deducible de 1% sobre la suma asegurada 

para incendio. 

La cuota en daños es de $ o.os al millar mensual sobre la su-

ma asegurada, incluyendo el IVA al 15% sobre primas. 

Dicha suma asegurada es, originalmente, igual al importe del 

crédl to inlclal. 

1.?.- Los períodos de gracia y el reciclaje de recursos a las comunida­

des 

La Fundación se comprometió con las comunidades a cumplir 

con lo siguiente: 

A.- El período de gracia para comenzar a pagar sus viviendas los 

beneficiarios, serán los dos meses siguientes a le firma -

del contrato de compra-venta. 
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B.- Los abonos mensuales que los titulares cubran en forma indiv,! 

vidual durante los dos meses siguientes a la terminación del 

período de gracia, le serán devueltos a las comunidades por la 

Fundación, a través de sus representantes para su utilización 

comunitaria. 

c.- Los pagos que efectuarán específicados en el inciso anterior, 

son pagos que ya descuentan el adeudo del crédito, conforme al 

prototipo de recuperación antes descrito. 

Los pi'opósi tos de reciclar estos recursos a las comunidades 

son los siguientes: 

A.- Apoyar a las comunidades en los gastos de instalación 

de los servicios de agua, luz, etc. 

B.- Reforzar financiamiento a las comunidades, para mejoras 

que acuerden realizar a las obras entregadas de acuerdo 

al prototipo técnico previamente acordado. 

Es importante señalar que en ningún caso estos recursos la 

Fundación los dona a las comunidades, con el propósito de 

no atender los desperfectos o daños ocultos que puedan presentar 

las obras; ésta es una responsabilidad previamente acordada 

con las comunidades que estamos atendiendo, tratando en todos 

los casos de diferenciar entre desperfecto o daño oculto y 
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mantenimiento. 

i.e.- tos gastos notariales 

Con relación ·a la escri turación en régimen de condominio de 

predios no-expropiados, se presentan las siguientes variantes: 

a) los honorarios del notario, y b) el pago de derechos por 

escri turación. 

Con respecto al primer punto, la Fundación se comprometió 

cor: las comunidades a cubrir el total del importe de los honora-

rloa del notario. Sin embargo, en relación al pago de los 

derechos por escrituración, sólo están obligados a realizar 

este gasto las personas invita das por la Fundación al programa, 

o las personas damnificadas que a pesar de reiteradas peticiones 

por parte de la Fundación no han respondido a tiempo para 

la integración de su expediente y poderles tramitar el certifica-

do (exención del pago de derechos). Sin embargo, también 

estamos concientes que como estamos refiriéndonos a viviendas 

de tipo social cuyo costo comercial (avalúo) seguramente en 

todos los casos será menor a los 10 millones de pesos, los 

gastos por pago de derechos se reducen sustancialmente. 

Como en la Fundación estamos concientes de que las personas 

invitadas al programa son generalmente las más pobres, como 

para disponer, por lo meno~ en forma inmediata, del importe 
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de lo que cuestan las escrituras, se ha decidido lo siguiente: 

a) extrapolar los resultados del estudio de niveles de vulnerabi­

lidad, en las personas invitadas, o sea, condonarles o reducirles 

parcialmente el monto del pago en los porcentajes que para 

este tipo de personas nos arroj6 la encuesta socio-econ6mica, 

y b) avisar con tiempo a las personas invitadas para que reunan 

el importe de las escrituras que puedan abonar en dos o más 

pagos. 
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2 .- ENTRADAS Y SALIDAS DEL SISTEMA 

2.1.- Oescripci6n de las entradas 

2.1.1 Padrón único de beneficiarios (ficha financiera) 

FICHA FINANCIERA 

CLAVE: -------

TITULAR: 
----------------- CALLE -------

No. DEPTO. ~----- COLONIA ---------- C.P. ___ _ 

DELEG./llPIO. ------------ CAPITAL INICIAL: ____ _ 

INTERESES (") DONATIVO (C.R.) ___ DONATIVO FAC ----

TOTAL CAPITAL A PAGAR: FECHA INICIO PAGO __ _ 

SUBSIDIO (CANTIDAD) ----------------Afio: ___ _ 
TOTAL DE PAGO MENSUAL ------- DE ------- A. _____ _ 

SEGURO (PERIODO) DE ------------ A -------­

SEG. PRillA MENSUAL (TOTAL) -----DAROS VIDA ----
La ficha financiera contiene la información necesaria que sirve 

de base para poder llevar la historia financiera de los damnificados 

apoyndos por la Fundación, 

la siguiente: 

La descripción de sus componentP.s es 
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Clave.- Esta formada, los dos primeros dígitos corresponden al CEPAC ¡ 

los siguientes dos al número de proyecto, y los tres restantes al 

número de departamentos. 

Titular.- Contiene el nombre del beneficiado que posee el derecho 

de damnificado 1 o como excepción invitado por la Fundación. 

Calle, número de departamento y colonia.- Son los datos correspondien­

tes a la residencia del titular. 

C.P •. - Código Postal corresponde al domicilio del titular. 

Deleg./Mpio.- Para el caso de que el titular resida en el Distrito 

Fede1·al, se anotará la Delegación Política correspondiente. Cuando 

corresponda al Estadc de México, se anotará el Municipio al cual 

pertenece su vivienda. 

Capital inicial.- Corresponde al monto del crédito otorgado que 

aparece en el contrato de compra-venta firmado por el titular. 

Intereses.- Es la tasa de interés sobre saldos insolutos que el 

ti tul ar acordó pagar en su contrato de compra-venta. 

Donativo (C.R.) .- Cc.irresponde al donativo que asignó a alguno'5 titula­

res la Benemérita Cruz Roja Mexicana, para amortizar parte del capital 

inicial. 
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Donativo FAC.- Se utiliza este espacio para anotar el manto· de los 

donativos otorgados por la Fundación a personas altamente vulnerables 

económicamente. Por regla general, cuando se asigna este donativo 

es para condonarles el total del crédito o capital inicial.al titular. 

Total de capital a pagar.- Resulta de restarle al capital inicial 

alguno(s) de los donativos asignados por Cruz Roja o la Fundación. 

Fecha inicio pago.- Corresponde a la fecha cuando se realizó el 

primer abono mensual, después de los dos o cuatro meses que duran 

los períodos de gracia. 

Subsidio (%) .- Se utiliza este espacio para poner el porcentaje 

de descuento al pago mensual obligado del 30% del salario mínimo. 

El descuento resulta del apoyo parcial prestado por la Fundación, 

a personas que resultaren en los estudios socio-econ6micos vulryeratiles 

económicamente. 

Subsidio (período) de a .- Se anot!! 

rá el plazo o período que dura el apoyo parcial otorgado. Por r~gla 

general son apoyos que duran entre 1.5 y 2 años, aunque esporadicamente 

se otorgaron en forrn~ pernanente. 

Subsidio (cantidad).- Resulta el monto absoluto fijo mE-nsual qu~ 

se descuenta de la cantidad correspondiente al abono mensual del 

~ del salario mínimo vigente. 
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Año.- Corresponde al año que está vigente el monto absoluto mensual 

del subsidio, pues es importante señalar aquí 1 que el por<:entaje 

del apoyo mensual del 30% del salario r.i{nimo se ajustó una vez al 

año: el mes de febrero para ser precisos. 

Total del pago mensual.- Cuando existe subsidio, se anota la cantidad 

absoluta resultan te de restar la correspondiente al 30% del salario 

mínimo vigente la cantidad del apartado subsidio (cantidad), Cuando 

no existe subsidio, se anota la cantidad absoluta resultan te al 

aplicar un 30% al salario mínimo vigente. 

De -------- ------·- El período que dura fija la ca!!. 

tidad absoluta de pago mensual: recuerdese que se ajusta el mes 

de febrero de cada año. 

Seguro (período) de .- Corresponde al período que dura 

la contratación de los seguros de vida y daños. 

Seg. prima mensual (total).- Corresponde a la cantidad mensual que 

cada titular tiene que pagar pflr estar asegurado de vida y daños. 

A.- Algunas rP.ladones anal iticas 

De las datos rlescri tos anteriormente correspondient"!s 

a la ficha financiera, hay algunos que son variables, 

las cuales presentarán el siguiente comportamiento: 
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Titular.- Sólo cambiará su nombre en caso de muerte o 

sesión de derechos. En caso de muerte quedará finiquitado 

el crédito, pues lo. paga la aseguradora y la Fundación 

le otorga sus escrituras originales, por lo tanto termina 

la historia financiera de este damnificado con la Fundación. 

Las sesiones de derechos ya no es recomendable realizarlas, 

dado que se ha prestado a 1 a especulación de las viviendas 

por parte de los damnificados. Así cuando se realicen 

tendrán que estar apoyadas por un detallado estudio de 

caso. 

Donativo (FAC) .- Se podrán presentar cambios en esta variable 

cuando fundamentadamente la Fundación decida donarle la 

vivienda a la persona que durante el proceso de cobranza 

haya resultado altamente vulnerable económicamente. 

Total de capital a pagar.- Sólo variará cuando existan 

cambios en la variablfJ. Donativo (FAC) 

Subsidio (%} .- Todos los subsidios parciales tienen fecha 

de caducidad el mes de febrero (inclusive} de 1989. En 

es ta fecha pueden ser renovados, cambiados, o cancelados 

los acuerdos contraidos con los damnificados. 
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También es posible que en cualquier momento del período 

de duración de los subsidios parciales, puedan ser variados 

los criterios de apoyo o incluidas otras familias que 

justifiquen su situación de pobreza repentina o coyuntur-al, 

Subsidio (periodo} de a .- Como se menci.2 

nó anteriormente, el límite superior del período es'tá 

fijado en febrero de 1989. Sin embargo, el límite inferior 

depende de los siguientes momentos: cuando pagaron su 

primer abono mensual¡ cuando se terminó de encuestar y 

analizar la informaci6n de la comunidad, o¡ cuando se 

por alguna autoridad competente 

de la Fundación. 

Subsidio (cantidad).- La cantidad absoluta puede variar cua!! 

do se decida con fundamento algún carribio del porcentaje del 

subsidio. :'anbién variará en febrero de 1988 cuando se de el 

ajuste al salario mínimo. Asimismo, cuando se haya decidido 

aumentar el plazo y se tenga que ajustar algún otro(s, salario 

mínimo. 

Año.- Cambia cada vez que se realicen ajustes los mese~ de f~ 

brero al salarin mínimo. 

Total de pago mensual.- Como representa un resultado d'Z las -
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variaciones en los porcentajes del subsidio y del salario m!, 

nimo, car.ibia en el sentido y proporción en que lo hacen éstos 

juntos o aisladamente, 

Seguro (período) de ----a ___ • - Cambiará todos los 

años, en principio cada mes de octubre se revisarán las 

sumas asignadas, a efecto de considerar en ellos algún 

ajuste inflacionario. 

Seguro Prima Mensual (total}.- También cambiará cada mes 

de octubre. Es el resultado de la suma del costo unitario 

pro-vida y el de daños. Al cambiar el monto asegurado 

total dependiendo de los ajustes inflacionarios, se aplican 

sobre estos montos los coeficientes de daños y vida contrata-

dos aplicarse al millar mensual. 

2.l.2 Componentes del reporte de cobranza 

Número 
de 

El reporte de cobranza es por beneficiario y comunidad. 

Esta formado por los siguientes componentes. 

Pago Pagc. Mas Ordinario Pago 
Vivienda Beneficiario de pago Extraordinario 

Mensualidad 
Pendiente Total Parcia 

Número de vivienda.- Corresponde al número que aparece 

en el contrato de compra-venta signado por los beneficiarios 

con la Fundación. 
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Mes ordinario de pago.- Se anota el mes correspondiente 

al abono pagado¡ puede aparecer más de un mes cuando se 

realizan pagos a trazados. 

Pago extraordinario.- Se anotan las cantidades relacionadas 

con los recargos correspondientes a pagos de meses vencidos 

de conformidad a los plazos acordados en el contrato de 

compra-venta signado por los beneficiarios con la .Fundación. 

Mensualidad pendiente.- Aparece en esta columna el nombre 

del mes o meses que le adeuda a la Fundción el beneficiario. 

Pago parcial.- Son los importes correspondientes a los 

abonos del mes de cobro o del mes o meses atrazados. 

Pago total.- Resulta de sumarle a los pagos parciales 

de "X" los pagos extraordinarios imputables a ese mes 

o meses de re tras o. 

2.1.3 Descripción de los seguros de vida y daños 

Se aseguraron a todas las viviendas construidas o reconstrui­

das incluidas en el presente sistema. La forma de contrata­

ción con la compañia de seguros es la siguiente: 
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de 
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COMPONENTE.S 

Número 
de 

Vivienda 

Crédito 110% del Fecha de 
inicio del 

Inicial Crédito Inicial Asegurado 

Comunidad.- Aparece el nombre de la comunidad aseguradora en 

daños y el titular en vida e invalidez total o permanente. 

Tipo de vivienda.- Se anota si es vivienda nueva o reconstruE_ 

ci6n. 

Número de viviendas.- Aparece la cantidad de viviendas y tit~ 

lares asegurados. En este caso hay que tomar en cuenta dos -

cuestiones: 

No fue necesario enviar la relación con el nombre y apelli-

do de los titulares, pues en caso de muerte e invalidez t~ 

tal o permanente, la Fundación envía a la compañía asegura-

dora la constancia de que la persona que sufri6 este daño 

vivía ahí, ya sea mediante el contrato de compra-venta o -

las escri turos firmadas. 

En este contexto lA. Fundación le remitirá a los deudos las 

escrituras originnlcs de su vivienda, acompañadas por una 
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carta explicativa de sus situación. 

En el caso de dai\os a la vivienda por incendio, rayo, explo­

sión1 terremoto y erupción volcánica, previo peritaje de ex­

pertos, la aseguradora pagará el monto de los daños incurri­

dos al titular de la vivienda a través de la Fundación. 

2.2. Descripci6n de las salidas 

2.2.1 Estado de cuenta del préstamo hipotecario. 

La descripción de los componentes del formato del estado 

de cuenta es la siguiente: 

Nombroe 1 domlcil io del beneficiario.- Aparece el nombre 

del titular del derecho de damnificado o invitado, la -

calle, colonia, No. de departamento, delegación o muni­

cipio y el c6digo postal. 

Estado de cuenta del -----al _____ corres-

pande =:al perindn qu~ abarca el r~porte financiero por -

beneficiario. 

ComunirJad.- Se anota el nombre de la comunidad a la -

cual p"::rtenece el beneficiario. 
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Clave.- Es la descrita en la ficha financiera. 

Fecha. - Se anota el día, mes y año en que se dieron cada unO 

de los movimientos. 

Concepto.- Aparece el tipo de movimiento en la ·cuenta del be­

neficiario. Por ejemplo: abono mensual, adelanto de pagos 1 -

etcétera. 

Importe.- Se anota el monto o cantidad en pesos mexicanos 

de los diferentes movimientos descritos o especificados en 

el espacio correspondiente al concepto. 

Capital (aplicación).- Se anota lo que corresponde abonar al 

capital de los pagos realizados durante el período que abarca 

el inforr.ie. Eslo se hará conforme al prototipo de recupera-­

ci6n adoptado, detallado con anterioridad. 

Intereses (aplicaci6n) .- Esta columna funcionará hasta que 

el capital sea igual a cero, entonces empezará el pago de los 

interP.scs ar.umulados, 

Intereses (saldo).- Corresponde a los intereses acumuladtJB -­

mensualmente. 
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Salao· a.- Correspon::le a la suma de.l ca_p·i1:a·l y los intereses 

acur..ulatloa del pe:·io<lo que abdrca el -reporte del préstamo h! 

potecario. 



FUNDACION PARA EL APOYO DE LA COMUNIDAD, A.C. 

(estado de cuenta del préstamo hipotecarlo) 

Nombre y domicilio del beneficiario: 

M O V I M IENTOS 

FECHA 
CONCEPTO IMPORTE 

DIA MES ANO 

Sirvase verificar la información contenida en este estado de 
cuenta. 
En caso de aclaraciones ocurrir a la oficina que maneja el 
crédi ti:.. 

Estado de cuenta: 

1 DEL 
COMUNIDAD: 

CAP ITA L 

APLICACION SALDO 

Saldo a. Capital 
Día Mes Año 

AL 

CLAVE: 

INTERESES 

APLICACION SALDO 

Intereses Total 
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2.2.2 Recuperacién financiera a nivel Fundación y CEPAC. 

La recuperación financiera está formada por los si&uient~s -

componentes: 

a.- La que resulta de tos abonos mensuales que hac~n 

los beneficiarios al crédito hipotecario concedido. 

Se podría tPner un reporte mensual y acumulado por 

períodos previamente definidos por los usuarios. 

b.- La que resulta de los cobros por recargos aplicados 

a beneficiarios morosos. También los reportes tendrán 

la temporalidad descrita en el inciso a.-

c.- La que resulta de los intereses bancarios que dará 

el din~ro de los abonos mensuales y el correspondiente 

a los recargos. Para este caso es recomendable desde 

el pu:'"1to de vista de la utilidad bancaria, tener 

una sola cuenta, pues el resultado de los intereses 

bancarios se puede posteriormente prorreatar por 

CEPAC en base a su peso en relación al total generado. 

d.- La que resulta de la cobranza judicial aplicada 

los beneficiarios morosos por causa injustificada. 

Esta también se puede aplicar por CEPAC, en base 

a la localización de la comunidad a la cual pertenece 

el beneficiario. 
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2-2..3 . Rectificación de cuentas de cobranza. 

Es recomendable que exista un programa mensual de chequeo 

automático de cuentas y sumas por beneficiario y comuni jad 

de los reportes del despacho de cobranza, as! cono lo 

relacionado con el pago de las comisiones. 

· 2.2.A Listado de cobranza judicial, 

Esta información es de gran importancia para el área legal. 

Conforme a los períodos acordados antes de proceder a 

la cobranza judicial (cuatro meses para la comunidad de 

Cuauti tlán Izcall i y tres para el resto de las comunidades}, 

se emitirá un listado mensual de beneficiarios r.\OrosoR 

por comunidad. En este con'texto el área jurídica procede 

en todos los casos u la cobranza judicial, que dt: inicifJ 

debe tener un propósito educativo. Así con base en los 

dictámi:?nes de los promotores comu11ltarios, r':pre~umtant•·s 

legales e interesado, se decidirá el nivel o penetración 

que deberá alcanzar la demanda. 

2.2.5 Listados de enteros al seguro de vida y dañas. 

Este reporte estará formado por la sumatoria del total 

de las primas mensuales (vida y daños) de los beneficiarios 

asegurado5 por la Fundaci6n ¡ sería recomendable tener· 
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el en':f:'r"O correspondiente por comunidad apoyada. 

2. 2.6 Lista1n d~ personas suh~idladas de acuerrio a su nivPl 

de vulnoerabil idad económica. Con base a la inforrr.ación 

del donativo (FAC) y subsidio contenida en la ficha financie­

ra, se pueden emitir los siguientes listados: 

a.- Personas beneficiadas con la condonación total del 

crédito. 

b.- Personas beneficiadas con un porcentaje fijo y permanen­

te de descuento sobre el porcentaje de pago mensual 

acordado. 

c.- Personas beneficiadas con un porcentaje fijo parcial 

(hasta febrero de 1989) de descuento sobre el porcentaje 

de pago mensual acordado, 

2.2. 7 Listado de personas apoyadas con donativos exógenos destina­

do~ a •Jisminuj r el monto tlel crédito. 

Esh: list.arJn sr ..... btir!nL· de la información registrada en 

el concepto donativo (C.R.) que aparece en la ficha financie­

ra. El lis'.ét<lú d•:bc ir1cluir lo siguiente: nomLrt: del 

titular, dirección, clave y monto del donativo. 
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2.2.a Listados varios. 

2.2:0.1 Dimensión de los subsidios asignados independienteme.!! 

te del subsidio inicial, que se obtiene de restarle 

al monto del crédito el costo de producción ampliado, 

considerando parte del costo de administración de las 

oficinas de FAC involucradas. 

2.2.a.2 Listado de comunidades apoyadas y familias beneficia­

das. 

2.2.B.3 Monto del crédito por beneficiario y comunidad. 

22.a.a Tasas de interés por beneficiario y comunidad. 

~;!.8.5 Otros. 
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIC>HES 

Coma re'lul tado df> ..;-s te ~":ar. y sati sfac ter 1.c esfuer20 realizado 

en la presente invéstigación, rne han quedado rnuy pcesentes 

algunas cuestiones, que podrínn servir de experiencia para 

sintetizar de alguna manera el esfuerzo emprendido: 

L- Como se puede observar en lo planteado en el primer 

capítulo, la crisis por la que atravieza actualmente 

el país, es una crisis estructural del modelo de desarrollo 

emprendido, tampoco se puede negar que este modelo (sus ti t~ 

ción di.-: ir.iportaciones) ha fracasado como lo plantear. 

las rec~tas monetaristas. Ahor01 bier. 1 lo que debemos 

reflexionar no es tanto su fracaso, sino rnás bien el 

agotamiento de este modelo como resultado de las ¡.rolí tlcas 

de ajuste de la balanza de pago. 

La puesta en práctica tardía del modelo secundario exporta­

dor en México, siguiendo principalmente la experiencia 

latinoamericana, no es la única forrna de orientar el 

desarrollo de ta t:conom!a nacional mediante el .fofll~nto 

de las exportaciones. El reconocer la crisis como estruct~ 

ral tampoco invalida la necP.sidad de utilízar los necanis-

mos de ajuste económico de corto plazo. El problema 
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no esta en decidir en la necesidad de ajuste, sino pregun­

tarse quiénes pagan dicho ajuste y, como se implementen 

dichos ajustes en la economía. 

Es importante ha~er alguna critica y objeciones tanto 

a los enfoques como a las políticas de ajuste de la 

balanza de pagos 1 que trajeron como consecuencia el 

agotamiento del modelo adoptado. 

Cri ~erios de los enfoques: 

Suponen que el déficit es básicamente financiero 

y de corto plazo, y que no se asocia al crecimiento 

econór.tici:. 1 ni a las estructuras de producción, inver­

sión y comercio, las causas son: sobrevaluaciones 

de precios y costos, sobre gasto del sector P.Úblico 

y la sobreoferta monetaria. 

No se considera que el déficit externo es un proceso 

asociado a su crecimiento y a sus procesos de cambio 

estructural. 

El verdadero déficit no se encuentra en la balanza 

de reserva (sobre-oferta monetaria), sino en la 

balanza en cuenta corriente 1 que se financia con 

endeudamiento externo· e inversión extranjera. 
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Las pc!íttcas que ·se Z..ecor.endarO:r., . :¡ que lleV:lroil ª· 

\:\ _agu:Hz~ció.n de la crisiS quE: süfrt:> t:l~'-p~c~~, f~1-:-·ron: 

a) PoHticas l""'duct~ras del ·gasfo 

Fiscal: 

Monetaria. y 
crediticia: 

Contracci6n de l~ inversión y gasto 

corriente del sector público 

Cnntracci1ln de l,:, nferta monetnria 

de las tasas de interés. 

b) Políticas de desviación del gasto 

Devaluación y en su caso liberación cambiaria. 

Liberaciór, do: precios y eliminación de subsidios, co!! 

tracción de- los salarios mínimos. 

Liberación de exportaciones e importaciones. 

Objeciones a las Políticas de Reducción del Gasto 

La política fiscal que se propuso, pretende mejorar la es--

tructura de pr1!cius y costos relativos, pero lo más importa~ 

te es eliminrtr al Estado como regulador de la actividad eco-

rlas y recesiv:J~ tn el corto plazo. A saber: 

Muchos de tos precios de los bienes y servicios r1roduc! 

dos por el sector público, están por debajo de su cos-

to, al ajustarse hacia arriba, generan presiones infla-
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cionarias en toda la economía. 

La eliminación de subsidios desestlmula la actividad -­

productiva, lo que se suma al poco dinamismo existente 

en el sector público. 

La restricción al gasto público se puede realizar más -

fácilmente reduciendo sus inversiones, con lo cual la 

capacidad productiva del país disminuye, por ser éste 

el eje de crecimiento. 

La reducción del·gasto se amplía a sus gastos corrien­

tes con los consecuentes recortes presupuestales 1 prov~ 

cando un cese de los empleados federales, incrementando 

con éste el malestar social 

Las elevadas tasas de interés no necesariamente 

reducen la demanda agregada, sino por el contrario, 

esta medida ayuda a mantener los ni veles de ahorro­

inversi6n, al tiempo que se mejora la eficiencia 

. y se reduce el consumo. 

El costo más al to del crédito obliga a las empresas 

a reducir sus inventarios y ésto lo consiguen disminu­

yendo su producción así, de este modo se genera 

aumento de los precios y produce recesi6n. 

Aunado a lo anterior, y tomando la distribución en el 

mercado, las políticas de reducción del gasto tienen 

efectos concentradores: 
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Las elevadas tasas de interés hacen inaccesibles 

el crédito a las pequeñas y medianas empresas, en 

tanto que la venta de las empresas públicas (como 

politica de reducción del gasto público) en momentos 

de tasas de interés al tas, favorecen solamente a 

las empresas más grandes, las cuales pueden adquirir 

dichos activos. 

Los subsidios se destinan a los productos de consumo 

popular. al eliminarse éstos, producen una mayor 

concentración en la demanda efectiva en les clases 

de mayores ingresos. 

Resumiendo, podemos afirmar que la reducción del gasto 

produce inflación, recesión (con el consecuente desempleo) 

y al mismo tiempo favorece la concentración de activos 

e ingresos. 
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Objeciones a las Políticas de Oesviaci6n del Gasto 

La devaluación, como poUtica de ajuste, produce un 

efecto contraccionista de la demanda y del ingreso. 

El aumento de precios cuya demanda aumento por la 

sus ti tuci6n de importaciones, producen el efecto 

de redistribución en favor de los grupos de mayores 

ingresos; 

Ya que la devaluación eleva los precios de ·bienes 

y servicios, el valor real de la oferta monetaria 

se reduce. Para restablecer el valor de sus saldos 

monetarios reales y otros activos, el sector público 

reduce su gasto. 

Aunque el costo del servicio de la deuda externa 

(interliees más amortizaciones), esta fija en moneda 

extranjera, la devaluaci6n incrementa su costo en 

moneda nacional, ello puede conducir a la reducción 

de la inversión. 

El impacto inflacionario de la devaluación, eleva 

la recaudación y con ello se reduce el gasto privado. 

La devaluaci6n eleva los costos de inversión y produc­

ci6n, porque eleva los precios en moneda nacional 

de la maquinaria e insumos importados. 
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Si los precios se liberan en función de costos después 

de una devaluación, habrá varios ajustes de precios 

que enfrentan una demanda restringida (porque parale-

lamente hay control salarial). Ello ocasiona que 

se asentúe la subutilizaci6n estructural de recursos 

físicos y humanos. El exceso de oferta de mano 

de obra reduce nuevamente la demanda efectiva, baja 

el ingreso y sube el desempleo, 

Como podemos ver, esta poli tic a no es la más adecuada 

para un país en desarrollo como es el nuestro, más bien 

lo que hace es retardar, y con ésto acentuar, los efectos 

de la crisis que existe actualmente, porque la carga 

de los ajustes que se sigan, mientras no se ataque realmen­

te la base de nuestros problemas, es y seguirán siendo 

las clases populares. 

Una vez que se haya reconocido que nuestra actual crisis es 

estructural, y que se debe a el modelg de desarrollo 

adoptado, podremos entonces adoptar medidas de corrección 

acercadas a la realidad de nuestro pa!s. 

Las medidas que se pueden adoptar 1 tienen que ser en 

base a las ca rae ter Is ticas de un pals en desarrollo 1 

y no se deben adml tir medidas de corrección importadas 

de paises industrializados en donde estas teorías son 
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válidas, y que pueden ser desatrosas para nuestro país. 

Las política que se sigan deben contemplar el mediano 

y largo plazo, sin descuidar el corto plazo. El ajuste 

con desarrollo depende en buena medida de las políticas 

que se adopten, éstas deben orientarse a una mayor promo­

ci6n que incremente la capacidad productiva, asi como, 

de una apertura gradual y eficiente al comercio exterior, 

pero también a la administración de la demanda por secto­

res prioritarios y a la administración de los precios 

relativos según el avance industrial del país. 

Es preciso también que el estado alimente su participación 

en el proceso de ajuste y corregir los desequilibrios 

entre grupos, sec tares y regiones, tanto para aminorar 

los costos, como para lograr una distribución equitativa 

de la carga que implica el ajuste. 

Cambio estructural actual 

- Fortalecimiento df: las finanzas públicas (ajuste de corto 

plazo). 

- Una poUtlca camtJinria, ágil y realista que ha cuidado consi:! 

tentemente la evaluación del tipo de cambio nacional. 

- Una poli ti ca comHrc ial de apertura y sin temores aparentemente 

infundados, que consiste fundamentalmente, en la sustitución 

de las restricciones cuantitativas por un sistema moderno de 

aranceles. 
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- Un proceso de reconversión industrial que se ha traducido en 

una reorientación del patrón de industrialización. 

Propuesta estructural que acotaría el implantado por el gobierno 

actual • 

- Una apertura externa selectiva y meditada profundamente. 

- Un manejo más agresivo sobre el pago por servicios de la deuda 

externa, 

- Un financiamiento basado principalmente en la estructura impos!_ 

tiva y no a través del endeudamiento interno. 

- Una política de control de cambios que estabilice nuestra rela­

ción comercial con el exterior y detenga de golpe la dolariza­

ci6n creciente y la fuga de capitales. 

- Una participación del estado en la economía en los sectores es­

tratégicos y sobre todo fomentando el desarrollo de la indus­

tria de bienes de capital e intermedios¡ resulta importante pen­

sar que es conveniente reducir la obecidad del estado en lo s~ 

perficial cuan~o es acompañada de esta pol!tica. 

A pesar del gran esfuerzo económico que la reconstrucción signifi 

c6, me gustaría precisar algunos aspectos que considero de primer 

orden: 

El resago natural en la generación de empleos, que cada año 

se incrementa, debido a la incorporación al mercado de trab!! 

jo de una cada vez mayor oferta de mano de obra, se ha agud!. 
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zado por la política contraccionista del gobierno mexicano, 

este fenó:neno se observa principalmente en área metropoli t!:. 

na, en dende convergen a<lemás un gran número de personas 

provenientes de los estados vecinos, que buscan mejorar 

sus condiciones de vida. El número de empleos generados 

a raíz del sismo (114 1 000), no logró impactar en el 

actual déficit de empleo. 

La inversión para la primera etapa del proceso de recons-

trucci6n (233,163 millones de pesos), que abarcó aproxima-

demente 44 mil acciones de vivienda, no representó ni 

siquiera el 1% del P.I.B. (fue de 0.0051%). Asimismo, 

con respecto a la inversión autorizada en 1985 (3 1 217,233.0 

millones de pesos) por el gobierno federal, no significó 

el 1%, lo mismo ocurrió con la inversión de 1986 

(4,869,420.8 millones de pesos). Retornando los datos 

anteriomente expuestos, tenemos que la inversión dedicada 

a la construcción de vivienda popular, no fue siquiera 

mínimament'! significativa. 

A pesar de los esfuerzos desplegados dentro de la acti 'Ji dad 

de la construcción con motivo de los sismos ocurridos 

en septiembre de 1985, éstos no fueron lo suficientes 

para evitar la tendencia negativ~ de crecimiento de 

esta importante actividad nacional. En 1985, la formación 

bruta de capital fijo, se incrementó con respecto a 

1984 en 3. 6" cons tribuyendo al total con el 61.5% 

(94,805.0 millones de pesos del total de 154,024.5 millones 

tie posos l. En e~ perívJ'J J<" enerc-novieft1bre de 1986, 
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esta rama tuvo una variación porcentual de -12. 7 en 

relaci6n al mismo periodo de 1985. ta con tracción cie 

la actividad económica del país durante 1986, se reflejó 

en un dtlscrnso del P .I.B. de -4.0%, provoc5 una contracción 

en el crecimiento de la industria de la construcción 

de -15.1%. La pArticipación de esta rama p:i.só del 4.7% 

al 4.1%. La tasa de crecimiento de esta actividad económica 

fue muy irregular (generalmente hacia abajo). En el 

período de 1970-75 fue de 6.9%, en 1975-1980 fue de 

7 .2%, a partir de 1981 empezó a decrementarse, en este 

año fue de 7.0%, en 1982 de -2.9, en 1983 de -7.3, en 

1984 4.8%, en 1985 5.8% (debido al sismo) y en 1986 volvió 

a mostrar su tendencia negativa, siendo su tasa de creci-

miento de -6.2%. Es decir, como puP.de observarse el 

apoyo mostrado por el gobierno federal en esta actividad, 

no fue suficientemente significativo cor.10 para detener 

su caída, y mucho menos para darle un impulso y un creci­

miento sostenido. 

Otro aspecto que cobró mucha relevancia 1 y que como 

secuela dejó el sismo, es lo que podríamos definir como 

el sujeto de crédito. Es decir, se modificó la concepción 

que se tenía en cuanto a aQtEll~ capas de la población, 

que por su bajo nivel de ingresos, no podían acceder 

a los créditos para adquirir una vivienda con interés 

social. Además de que generalmente no habían sido contem-



259 

pladas por los proyectos de vivienda destinadas a este 

fin. 

Un aspee to que se debe considerar, es que las grandes 

concentraciones urbanas que se han dado en los últimos 

años, han sido grandemente estimuladas por el modelo 

de desarrollo económico del pais 1 favoreciendo el crecimie!! 

to industrial a costa de ir descapitalizando paulatinamente 

al campo, las condiciones de vida de la mayor parte 

de ellas son precarias ya que en las grandes áreas metropo­

litanas {Monterrey, Guadalajara 1 O.F. 1 etc.) 1 no ha 

sido posible absorver la mayor parte de la oferta de 

fuerza de trabajo concentrada en esas regiones, ésto 

debido a que el proyecto de desarrollo económico castiga 

fuertemente tanto al trabajo, como al ingreso de dichas 

gentes. 

Esta si tuaci6n a obligado a que estas gentes se dediquen 

a actividades paralelas al mercado de trabajo fijo, 

con el fin de conseguir recursos para poder sobrevivir, 

esta modalidad de trabajo, que es la predominante en 

el o.F., se conoce como subempleo. 

Lo anterior, trae corno consecuencia, que esta gruesa 

capa de la población tenga un nivel baja de ingresos, 

un trabaja considerado como no fijo, y por lo tanto 

no puede ser considerado coma sujeto de crédito de los 

programas de vivienda de .inter<!c;;. social. 
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La política seguida por el gobierno en materia de viv.Í'enda 

popular, había sido la de apoyar a los sectores de m!!. 

yores ingreso!! (a través de INFONAVlT, del FOVISSSTE, 

a grupos de personas que ganasen de 2, 5 veces el s. M. 

en adelante), ai..ncµe el financiamiento para obtener viyienda 

ha privilegiado a las estratos medios y bajos (todos 

ellos, obviamente ocupados en el sector formal del mercado 

de trabajo, y pertenecientes al sector público), los 

estratos de más bajos ingresos sin trabajo fijo son 

discriminados y no pueden obtener créditos para vivienda. 

Tal vez, el mayor logro del gobierno federal dentro 

de -esta materia, fue la creaci6n de FONHAPO (1981), 

el cual atiende a grupos organizados de personas, cuyo 

ingreso sea menor a 2.5 veces el S.M. En 1984 se da 

un brote de llevar a nivel constitucional la construcción 

de vivienda realmente popular, al publicarse en el Diario 

Oficial, la Ley Federal de Vivienda. No obstante, el 

panorama no mejoró hasta los sismos de 1985, en donde 

el gobierno se pt!rcató de que un porcentaje bastante 

amplio de damnificados (46%) 1 no encajaban dentro del 

esquema tradicional de otorgamiento de creditos de vivienda 

de interés social. La creación del organi:smo Renovación 

Habitacional Popular, vino a darle un impulso y una 

concresión a las demandas populares que exigían vivienda, 

Este fenómeno de la naturaleza vino a darle un inesperado 

sesgo (favorable) y un renovado impulso a las viejas 

demandas por obtener un lugar adecuado para vivir, de 
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los sectores que anteriormente no eran sujetas a crédito. 

El sismo vino a demostrar que estas gentes que aunque 

no tienen un trabajo fijo, son capa.ces de adquirir compromisos 

crediticios y resolverlos favorablemente, 

Para que este proceso tenga continuidad, habría que 

lograr que lo que se realizó en hechos concretos se 

lleve a terreno de la legislación, para que estas personas 

de bajos ingresos y pertenecientes al sector informal 

tengan acceso a los programas de vivienda popular, una 

vez que haya concluido totalmente la fase orientada 

a los damnificados por los sismos de 1985. 

Resulta de particular interés, y ésto hay que resaltarlo, 

la preocupaci6n mostrada por la fundación para el Apoyo 

de la Comunidad por el nivel de vulnerabilidad económica 

de sus beneficiarios. 

Los logros obtenidos en este aspecto, difieren con 

respecto al esfuerzo del gobierno federal, en el prototipo 

de recuperación financiera adoptado. 

Si bien es cierto, que el esquema tradicional de los 

créditos de interés social relativos a la vivienda, 

era Particularmente bueno, pues tenla bajas tasas de 

interés y plazos de pago bastante holgados, su forma 

de as!Qnac:l.6n era muy discriminatoria, pues dejaba 
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fuera a aquellos sectores de bajos ingresos, los cuales 

eran considerados como sujetos a los cuales no se ~es 

podía proporcionar este beneficio. 

Al darse el cambio dentro de este esquema gracias a 

los sismos de 1985, el gobierno rnodific6 sustancialmente 

sus lineamientos, ya que una gran parte de los damnifica­

dos (alrededor del 46%) no tenían acceso a los programas 

de crédito vigentes hasta ese entonces. No obstante 

a que se modificó la estructura y se dió un monto máximo 

al crédito (2'896,000 pesos), se estableció una tasa 

de interés del 17% fijo anual sobre saldos insolutos, 

el plazo máximo para pagar la deuda era de 8.5 años 

y el . pago para amortización del adeudo sería del 30% 

de un salario mínimo, no obstante a eso, repito, el 

esquema es aún muy rígido, porque no toma en cuenta 

la capacidad de pago de cada familia beneficiada con 

este crédito. 

Al conocerse un poco más a fondo esta situación, la 

Fundación tomó la determinación de subsidiar desde 

un principio a las comunidades con las que promovió 

la construcci6n de viviendas nuevas, a fin de contrarres­

tar los efectos de una muy variable capacidad de pago 

de los damnificados. El principal subsidio radica 

en el costo de producci6n de la vivienda, este difiere 
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en un 35% con respecto al costo de venta (lo cual 

significó para la Fundación más de 2'000,000 por 

vivienda), y además un 100% en relación al precio 

comercial. 

Además del subsidio inicial, F. A.C. decidió otorgar también 

los siguientes: 

a) El que resulta de condonarle parcial o totalmente 

a una familia el pago de los abonos mensuales del 

crédito asignado. 

Sin embargo, resulta de primer orden asentar que 

este tipo de subsidio tiene una alta propención a 

crecer conforme se acentúa la crisis económica nacional, 

Esto es posible afirmarlo por las siguientes razones: 

Si actualizamos el ingreso familiar de las personas 

encuestadas, desde la fecha en que se levantó 

la encuesta a "tiempo presente 11
1 este ingreso 

en términos reales se ha deteriorado en forma 

importante, por lo cual, familias que en el momento 

de decidir sobre su nivel de vulnerabilidad económi-

ca estaban en el "margen" y no fueron apoyadas, 

con el deterioro sufrido por el salario real, 

entrarán a formCI"' parte del grupo de las familias 

subsidiadas. 
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La sensibilidad mostrada por los grupos y organiza­

ciones ante los cambios en los monto~ de los 

abonos. 

b) El que resulta de aplicar el prototipo de recuperaci6n 

financiera adoptado por f .A.C. En palabras sencillas, 

este prototipo le permite a las familias beneficiadas 

canalizar directamente todos sus pagos o abonos a 

la amortización del capital o principal, dejando 

el pago de los intereses que se fueron gradualmente 

acumulando para pagarse cuando el monto del capital 

sea igual a cero. Esto desde luego permite que el 

monto por intereses se disminuya sustancialmente, 

por dos razones fundamentales: Se aplican sobre un 

capital gradualmente en descenso, y, se pagan cuando 

ya la inflacióñ "actuó" a su favor. 

c) El que resulta de una tasa de interés subsidiada: 

17% fija sobre saldos insolutos. 

Este subsidio se valora más en un contexto de fuerte 

inflación como la que sufre actualmente el país. 

d) El que resulta de pagar F.A.C. del fondo de recuperación 

financiera (abonos mensuales), los seguros de vida 

y daños de todos los ti tu lares de vivienda. 
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e) El que resulta de pagar F.A.C. también del fondo 

de recuperación financiera, los costos de los honorarios 

de los Notarios, con el propósito de escriturar las 

viviendas compradas por la Fundación conform"! el 

régimen de condominio vecinal. 

Otros beneficios, que no pueden ser considerados propiamente 

como subsidios, se encuentran representados por el potencial 

que tienen las comunidades de utilizar en su provecho el 

fondo de recuperación financiera que les corresponde, así 

como el uso inmediato de los dos primeros meses de sus 

abonos mensuales, como reciclaje para la atención inmediata 

de mejoras materiales o fortalecimiento financiero de las 

comunidades. 

Lo anteriormente expuesto, no es para minimizar el esfuerzo 

realizado por el gobierno en la reconstrucción nacional, 

sino por el contrario se trata de objetivizar el proceso 

de reconstrucción de vivienda popular, consideramos que 

la decisión del gobierno así como sus resultados, más que 

buscar impactar económicamente para salir de la crisis, 

fueron utilizados con un carácter pal ítico-social, los 

resultados no habrían cobrado tanta relevancia de no haber 

sido que se presentfl este fenómeno telúrico, y de que además 

existía un rezago histórico tanto en empleo, como en vivienda. 
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Hay que destacar el esfuerzo realizado por las organizaciones 

populares en materia de promoci6n y negociación con l9s 

autoridades, organizaciones que por lo general fueron creadas 

hacia tiempo y con una larga trayectoria en las luchas 

populares en materia inquilinaria. Estos esfuerzos hechos 

a través de la movi liz.ación de las masas y ganando las 

calles, se vieron coronados en los resultados emanados 

del proceso de concertaci6n democrática y que estaban dirigi­

dos hacia aquellos grupos populares de bajos ingresos a 

los cuales representaban. 

Tampoco hay que olvidar la decisión política del gobierno 

{la expropiación}, provocada por el sis.'llo, lo cual le vino 

a dar cierta credibilidad al mismo gobierno ante sus goberna-

dos 1 fue una muestra de que se tiene voluntad y capacidad 

para responder de inmediato y concretamente a las demandas 

populares, además de que dió muestras de que se cuenta 

con la infraestructura técnica para promover la vivienda 

popular. Esto, también nos da la seguridad de que se cuentan 

con los recursos necesarios, si así se quiere, para salir 

de la actual situación de crisis estructural por lo que 

atraviesa el país. 

Los logros obtenidos por ambas partes se obtuvieron por 

una i teracción mutua exigida por las circunstancias impuestas 

por el sismo que se abatió sobre la ciudad de México. 
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Ahora bien, dentro del papel que representaron los organismos 

no guberna::ientalts, destaca la participación de la Fundación 

para E-1 Apoyo de la Comunidad, corno una de las instituciones 

que más accion'!s de vivienda logró concretizar. SI bien 

es cierto, que a nivel global su participación no llega 

a ser muy dt:~tacada, en cuanto acciones de vivienda se 

refiere, sí se destacó por ser una institución preocupada 

µor la situación económica por la que atraviesan sus benefici~ 

rios, ésto se puede comprobar e laramente a través de los 

subsidios otorgados a estas gentes. Aunque lo que yo conside­

ro más importante, y que es una modesta constribución a 

los ya tradicionales modos de otorgar los créditos de vivienda 

popular, es el modelo de recuperación financiera adoptado 

por esta institución, en donde se ve realmente que si se 

dispone de una infraestructura necesaria 1 así como los 

medios económicos para real izar las obras se puede beneficiar 

realmente a las personas cuyos ingresos bajos no les permitía 

ser considerados como sujetos de crédito, además de que 

se le da una clara diferenciación en cuanto a la capacidad 

de pago de cada una de estas familias, con el objeto de 

no ser arbitrario a la hora de aplicar los cri terlos para 

el pago de las viviendas, Pienso que con el sesgo que 

se presentó en las estructuras tradicionales de otorgar.'liento 

del gobierno, al darlr. cabida a las capas que antes eran 

discriminadas 1 y con un modelo de recuperaci6n como el 

que implantó la Fundación para el Apoyo de la Comunidad, 

si llegara a legislarse, podríamos acercarnos a una verdadera 
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estrategia de vivienda popular, en donde no se· de trato 

igual a desiguales. 

Si observamos es tos tres aspectos: 

- Movilización popular 

- Decisión política del gobierno 

- Mádelo adecuado de recuperaci6n financier.a (F .A.C.) 

Podemos concluir que con una participación activa y racional 

de los organismos populares promoviendo proyectos de construc­

ción de vivienda popular, dentro de los barrios populares, 

contando además con una voluntad política de traducir esas 

demandas en hechos concretos a través de la infraestructura 

técnica y legal con que se cuenta y con un adecuado y 

flexible modelo de recuperación de los créditos que se 

otorguen, que permita tener variantes de acuerdo a la capaci­

dad econ6mica de las personas, podemos llegar a una ver'dadera 

política de vivienda orientada a los sectores populares. 
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